
I. RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

BABTHOLOMEW, Paul C : Public Adminis-
íration, 3." edición. Ed. Littlefleld,
Adams & Co. Totowa, New Jersey,
1972, XI+ 152 pp.

El profesor BARTHOI-OMEW declara en la
introducción a su libro el propósito de
exponer los aspectos fundamentales y
principios informadores de la Adminis-
tración pública, en particular de la
Administración pública de los Estados
Unidos, para conocimiento de estudian-
tes e interesados en la materia y, a la
vez, iniciarles en su estudio. En este
sentido su exposición se plantea como
una continua necesidad no sólo de sin-
tetizar las diferentes investigaciones
sobre la materia que se han hecho por
parte de los más conocidos especialis-
tas, sino, además, de ponerlas en rela-
ción con un caso concreto sin quedarse
en una mera descripción y aplicación
de conceptos a una realidad. Partiendo
de esta perspectiva, vamos a comentar
su trabajo.

Su exposición comienza con una con-
cisa y clara delimitación del objeto de
estudio. Delimitación c l á s i ca , relacio-
nando la Administración con los pode-
res del Estado, separándola de la po-
litica y distinguiendo entre poliücos y
funcionarios.

El resto del libro se estructura en base
a los siguientes aspectos de la Admi-
nistración pública: organización, perso-
nal, administración financiera, derecho
al que está sometida su actuación como
poder y relaciones con la sociedad. Los
dos últimos puntos están tratados con
menor extensión, comprensible en el

primer caso dada la situación de so-
metimiento del Estado al Derecho en la
tradición anglosajona pero menos acep-
table en el segundo caso; las relaciones
entre la Administración y la sociedad
sólo se estudian como técnicas de public
relations de la primera para justificar
y dar a conocer sus actuaciones a los
grupos de interés y a su clientela. En
todo caso la decisión de primar el es-
tudio de los tres primeros aspectos pa-
rece bien fundada, no sólo por su im-
portancia, sino por el enfoque que el
autor adopta contemplando el caso con-
creto de la Administración pública de
los Estados Unidos, utilizando los estu-
dios precedentes en orden a su perfec-
cionamiento. No se problematiza sobre
la Administración en todos aquellos
puntos en que es estudiada por la Cien-
cia política, carencia que se aprecia en
cada uno de los capítulos.

La teoría de la organización se abor-
da desde una esquemática recogida de
principios fundamentales clásicos, expli-
cando su significado e importancia. No
obstante, se advierte una falta de co-
nexión del principio de unidad de man-
do (donde se cita a TAYLOK, olvidando a
FATOL) con la limitación del número de
subordinados, sin incidir en el problema
del nivel de responsabilidad deseable
en cada puesto de la línea jerárquica.
Las descripciones de los distintos tipos
de organización dentro de la Adminis-
tración de los Estados Unidos son un
modelo de claridad y de la amplia vi-
sión que el enfoque permite a la hora
de conocer la complejidad del Poder
público. Se dedica especial atención a
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un tipo singular de organización: las
Corporations.

El e s t u d i o de la Administración de
personal, falto de un enfoque de los
funcionarios como detentadores de po-
der o burócratas (que es obvio no se
va a tratar en cuanto el profesor man-
tiene que «no hay que evitar la buro-
cracia, sino la falta de control sobre
ella») se orienta a la exposición de la
organización del personal y del meryt
system como forma más perfecta de
reclutamiento en orden a conseguir, en
la medida de lo posible, que los que in-
tegran el aparato administrativo sean
independientes del pode r político. La
dependencia de la Administración para
evitar que se convierta en un poder
absoluto se expone detalladamente en
el estudio de los controles a que está
sometida: populares, legislativos, judi-
ciales e internos, pese a lo cual apun-
ta su posible ineficacia práctica.

La importancia que en el libro se da
a los problemas de Administración fi-
nanciera —organización, formulación,
adopción, ejecución y control del pre-
supuesto, organización de las compras
gubernamentales— se comprende desde
el momento en que el estudio del pre-
supuesto en sí mismo considerado, aun
con independencia del énfasis que se
dé a cada uno de los aspectos, remite
a una necesidad de plantearse la Ad-
ministración pública en tanto que eje-
cutora e informadora. El e s t u d i o se
hace en directa relación con el marco
organizativo del proceso presupuestario
en los Estados Unidos, pero sin incidir
en un punto especialmente sensible a
todo intento de conocer el poder de la
Administración: . contemplar la aproba-
ción de un presupuesto como una de-
cisión, decisión política que se ve con-
dicionada por la e l a b o r a c i ó n y las
consiguientes negociaciones e n t r e les
subordinados y el superior en la línea
jerárquica del poder ejecutivo. Pero es
precisamente un planteamiento de este
problema—el poder real de la Admi-
nistración— lo que se echa de menos en
toda la lectura.

El libro se acompaña de una biblio-
grafía general en la que se incluyen
los textos clásicos sobre el tema y una
relación de las revistas profesionales en
lengua inglesa. Cada capítulo va acom-
pañado, asimismo, de la correspondien-
te bibliografía, fundamentalmente refe-
rida a los Estados Unidos.

Luis M. DIEZ MARTIN

BREWER - CARIAS, A. R., y CORTINAS - PE-
LAEZ, L. (directores): Archivo de Dere-
cho Público y Ciencias de la Adminis-
tración, 1970-1971, vol. II, Ed. Univer-
sidad Central de Venezuela, Caracas,

. 1972, 618 pp.

El Instituto de Derecho Público de la
Universidad Central de Venezuela, bajo
la dirección del profesor MOLES CAUBET,
asumió hace pocos años el compromiso
de atender doctrinalmente los aspectos
de reforma institucional impuestos por
el proceso de desarrollo en que los
países del ámbito latinoamericano se
encuentran implicados. Nació así este
Archivo, cuya clara vocación suprana-
cional, alta calidad técnica y debida
atención a los aspectos no estrictamen-
te ju r íd icos de la Administración pú-
blica quedaron suf ic ien temente ma-
nifiestos en su vo lumen inaugural,
correspondiente al bienio 1968-1969, del
que F. SOSA dio ya satisfactoria cuenta
en el número 66 de esta misma REVISTA.
Hoy, ante el volumen II del Archivo,
no cabe sino felicitar a sus patrocina-
dores, que tan importante servicio vie-
nen prestando a la urgente tarea de
forjar una potente cultura jurídica en
lengua española.

Encabeza el vo lumen una extensa
editorial de CORTIÑAS-PELÁEZ sobre las
Ciencias Administrativas en América
Latina, t r a b a j o excepcional, de cuya
significación e importancia dio noticia
A. NIETO en el número 71 de esta mis-
ma REVISTA. El resto del volumen se
encuentra d iv id ido en cuatro partes.
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La primera, o doctrinal, incluye los si-
guientes trabajos: A. MOLES CAUBET (Ca-
racas), Implicaciones del principio de
legalidad; J. RODRÍGUEZ-ELIZONDO (Santia-
go), Administración y representación
democrática; A. NAVA-NEGRETE (México),
Transformación de la Administración y
el Derecho administrativo; H. RONDÓN DE
SANSO (Caracas), La motivación de los
actos administrativos; R. AGUIRRE-PANG-
BURX (México), Hacia una nueva noción
del Contrato Administrativo en los Es-
tados Unidos Mexicanos; M. ACOSTA-RO-
MERO (México), Teoría de la Concesión;
APARICIO MÉNDEZ (Montevideo), La Cen-
tralización - Modalidades; E. KRIEGER-
VÁZQUEZ (México), Notas sobré Capitalis-
mo de Estado. Descentralización Admi-
nistrativa y Juridicidad; J. OLIVERA-TOHO
(México), El Departamento de Turis-
mo de. ios Estados Unidos Mexicanos,-
J. CASTRO-CASTRO (Bogotá), Los Organis-
mos Descentralizados en Colombia;
D. H. MARTTNS (Montevideo), Los pro-
blemas municipales y su solución con-
temporánea; C. TÁCITO ( G u a n a b a r a ) ,
Acumulación de Cargos en la Constitu-
ción de Brasil; E. SOTO-KLOSS (Santia-
go), E¡ Ombudsmand Nórdico-Sajón,-
A. A. GORDILLÓ (Buenos Aires), La vista
de las actuaciones en el procedimiento
administrativo; H. M. RODRÍGUEZ-SAÑGUI-
NETTT (Montevideo), Nota acerca del si-
lencio administrativo en el derecho es-
pañol. La parte segunda, dedicada a la
Jurisprudencia latinoamericana anota-
da, contiene el trabajo de A. R. REAL
(Montevideo), Anulabilidad. de los Ac-
tos Administrativos dictados por el Po-
der legislativo en la República Oriental
del Uruguay: Ampliación de la Compe-
tencia del Tribunal de lo ConXencioso-
Administrativo. La parte tercera, «Do-
cumentación Administrativa Latinoame-
ricana», contiene los siguientes textos
legales: 1. Plan de Reforma Adminis-
trativa para Bolivia y Decreto-ley de
aprobación de la Ley de Bases del Po-
der Ejecutivo de Bolivia (30 de abril
de 1970); 2. Instrucción Presidencial so-
bre la Reforma, Administrativa en la
Administración Pública de Venezuela
(13 de mayo de 1970); 3. Ley de Carrera

Administrativa de la República de Ve-
nezuela (4 de septiembre de 1970). La
cuarta parte cierra.el volumen con una
serie de recensiones a obras latinoame-
ricanas surgidas en el último periodo
y muy relevantes para el Derecho Pú-
blico y la Ciencia de la Administración.

Para captar y juzgar debidamente la
naturaleza de esta p u b l i c a c i ó n creo
necesarias algunas consideraciones. La
primera hace referencia a lo que po-
driamos llamar consecuencias doctrina-
les del retraso económico y téc?nico ge-
neral. La literatura jurídico-pública de
los países que se. encuentran en esta
situación (es también nuestro caso y
en buena medida el italiano) suele pre-
sentar un carácter abierto, en marcado
contraste con la de otros países (Fran-
cia y Alemania, por ejemplo), donde
posee una dinámica esencialmente au-
tónoma, sólo inevitablemente alterada
por las grandes f i g u r a s históricas a
cuya influencia no tiene sentido sus-
traerse.

En tanto nuestros problemas doctri-
nales y legales hayan sido ya plantea-
dos y resueltos en otros países, esta
apertura doctrinal resulta irrenunciable
y, por lo mismo, la labor traductora
ha de ser un aspecto obligado de nues-
tra tarea intelectual. Ahora bien, los
problemas técnicos jamás se plantean
de modo idéntico en ámbitos cultura-
les suficientemente diferenciados. Preci-
samente por ello, las soluciones pro-
pias, aunque deben ser conocedoras de
las extrañas previas, rara vez podrán
coincidir con las mismas. De ahí tam-
bién los peligros derivados de un cier-
to y fácil cosmopolitismo, que esquiva
la dura' tarea de la investigación de las
realidades nacionales, condicionante bá :

sico de toda efectiva reforma institu-
cional.

Pues bien, creo que puede decirse
que el volumen que ahora recensiona-
mos ha sabido encontrar el justo pun-
to de equilibrio entre la debida aten-
ción a la doctrina internacional más
relevante y el necesario estudio de las
propias singularidades jurídicas. Ello
confirma, una vez más, el acierto del
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profesor MOLES en la elección de los
directores de este Archivo. Pues la obra
hasta hoy conocida, tanto de BBEWER-
CARIAS como de CORTIÑAS-PELÁEZ, consti-
tuye, en efecto, un testimonio de apa-
sionada e x p l o r a c i ó n de lo mejor del
derecho público contemporáneo, hecha
desde la exclusiva inquietud por el des-
arrollo económico e institucional latino-
americano.

Esto reconocido, sólo resta formular
nuevos votos por la continuación de
esta obra, de la que tanto cabe espe-
rar para el progreso de la cultura ju-
rídica de expresión hispánica.

J. PRATS

DÍEZ NICOLÁS, Juan: Especialización fun-
cional y dominación en la España
Urbana, Publicaciones de la Funda-
ción «Juan March»: Colección «Mono-
grafías», Ed. Guadarrama, M a d r i d ,
1972.

El presente libro consiste, según el
propósito del autor, en un análisis de
la estructura urbana de España, que
trata de enriquecer el panorama doc-
trinal sobre un tema de escaso conoci-
miento en nuestro país, debido al tar-
dío desarrollo que en el mismo han
tenido las Ciencias Sociales.

El estudio es la culminación de un
proceso investigador llevado a cabo por
el autor, primero en la Universidad de
Michigan y luego en España sobre los
datos de su propia tesis doctoral, al
amparo de la Fundación «Juan March».
Tal investigación, sin embargo, no se
considera todavía concluida en cuanto
el propio autor, hoy catedrático de
Sociología, se propone continuar en el
camino abierto, para llegar en un futuro
cercano a realizar un análisis de las
grandes ciudades españolas, como do-
minantes ecológicos que ejercen su in-
fluencia y función de control sobre
áreas metropolitanas y regiones.

El libro se estructura en dos partes.

La primera fija los propósitos y objeti-
vos del estudio, partiendo del marco
teórico de la ecología humana, uno de
los más recientes enfoques científicos
de la Sociología. La segunda contiene
el núcleo de la investigación, con un
capítulo dedicado al estudio de la je-
rarquía de las ciudades, otro a su es-
pecialización funcional y un último que
analiza las relaciones de dominación
ecológica en el sistema urbano.

El estudio parte de definir el térmi-
no estructura urbana como la medida
en que las diversas actividades colecti-
vas y de servicios formalmente consti-
tuidas estén agrupadas en lugares ur-
banos, así como las interrelaciones en-
tre lugares urbanos con respecto a esas
actividades. Se adopta un enfoque eco-
lógico en cuanto éste recalca la impor-
tancia y realidad de la interdependen-
cia entre las unidades de un sistema
social, es decir, quedando claro que al
adaptarse al medio ambiente, una po-
blación desarrollará una organización
caracterizada por una determinada di-
visión del trabajo en la que cada uni-
dad realizará unas funciones. Cada
comunidad tenderá a dedicarse princi-
palmente a los cometidos que pueda
realizar mejor, debido a su peculiar re-
lación con el medio ambiente. De esta
forma cada sistema pierde su autosu-
ficiencia y cada vez se hace más de-
pendiente de los demás, con lo cual
constituyen en conjunto un sistema más
amplio del que todos ellos no son sino
subsistemas.

Los objetivos e hipótesis del estudio
son taxativamente enumerados en su
comienzo, efectuándose al final un ba-
lance de los resultados obtenidos.

El primero consiste en identificar las
funciones dominantes dentro del siste-
ma social español. Dentro de cualquier
sistema se han de realizar cuatro fun-
ciones:

— producción, con dos aspectos: ex-
tracción de bienes que se pueden con-
sumir con muy poca manipulación
(agricultura, silvicultura, pesca y mine-
ría) y transformación de esos bienes de
manera que puedan ser consumidos.
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Las primeras etapas de la producción
(industrias p r i m a r i a s ) se localizarán
c e r c a de los l u g a r e s de extracción,
mientras que las etapas finales (indus-
trias secundarias) se situarán cerca de
sus mercados;

— distribución, función que tiene por
finalidad el que los bienes y servicios
producidos en una población sean ac-
cesibles a todas las unidades de ese
sistema. Tal función ejerce un alto gra-
do de dominación en el sentido de que
une a las diferentes partes del sistema
entre si, facilitando tanto su comuni-
cación como su interdependencia;

— reclutamiento de los medios por
los que un sistema se mantiene y con-
tinúa expand iéndose . Los principales
son sus propios miembros, que provie-
nen, bien del exceso de nacimientos so-
bre defunciones o bien mediante la
previa migración desde el hinterland al
centro de la ciudad,

— y control, la función más dominan-
te en cualquier sistema, puesto' que se
encarga de la coordinación y regulación
de todas las actividades del mismo, así
como de las relaciones con el exterior.

En lo referente a España, partiendo
del supuesto teórico del mayor grado
de dominación de las funciones de con-
trol y distribución, el estudio pone de
manifiesto la existencia de seis Muni-
cipios urbanos absolutamente dominan-
tes: Barcelona, Madrid, Sevilla, Valen-
cia, Bilbao y Zaragoza, en los que
prevalecen las actividades de comercio,
transportes y comunicaciones y servi-
cios.

El- resto de los contemplados, según
la hipótesis de partida, se clasifican en
subdominantes, influyentes y subinflu-
yentes.

El segundo objetivo del estudio es la
lqcalización de las funciones dominan-
tes. Es lógico que las de control sean
ejercidas por unas pocas unidades den-
tro del sistema y que las de distribu-
ción se localicen cerca o en los mis-
mos lugares que las anteriores. El lo-
gro del objetivo con respecto a España
corre parejo a la conclusión obtenida

para el primero, en cuanto las funcio-
nes dominantes se localizan en los Mu-
nicipios de mayor tamaño, que son los
especializados en c o m e r c i o , servicios,
transportes y comunicaciones.

La tercera meta del análisis se refiere
a la interdependencia entre-las funcio-
nes. La conclusión final nos dice que
las actividades relacionadas con la fun-
ción de control se localizan general-
mente juntas, puesto que o bien son
complementarias o bien tienen exigen-
cias similares de localización. Las acti-
vidades distributivas (comercio y trans-
portes) son entre sí complementarias y
a su vez suplementarias de las de con-
trol, por lo que normalmente se ubican
cerca de las de control. Por último las
actividades p r o d u c t i v a s (agricultura,
minería e industria) se dan con fre-
cuencia en forma aislada.

El cuarto objetivo se refiere a la de-
terminación del área dominada, puesto
que existe un gradiente de dominación
que parte en forma radial desde algu-
nos lugares urbanos en que están loca-
lizadas las funciones dominantes, aun-
que tales gradientes son diferentes para
cada función observada. Con respecto
a España, el estudio demuestra la exis-
tencia de seis Municipios o centros ur-
banos dominantes con un área clara de
influencia. Es probable incluso, como
señala el autor, que vista la situación
geográfica de los mismos, la distancia
que los separa sea una importante va-
riable a tener en consideración a la
hora de estudiar en concreto las áreas
de dominación de tales Municipios.

Por fin, y como conclusión, el quin-
to objetivo señalado es la determinación
de la jerarquía de los lugares urbanos
en España, que queda de manifiesto al
obtener cuatro grupos de Municipios de
categorías bien d i f e r e n c i a d a s por su
dominación, en base a considerar su
movimiento económico y sus, especiali-
zaciones funcionales. Todo ello pone al
autor en el umbral de un posterior es-
tudio más detallado sobre las interac-
ciones entre centros urbanos y áreas de
dominación.

En suma, el análisis que comentamos.
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pese.a consistir en un breve esbozo de
una original tesis, supone una aporta-
ción esencial en el campo de las Cien-
cias Sociales aplicadas a nuestro país,
donde tan escasos resultan estos estu-
dios. El objeto de la investigación so-
ciológica además de hallarse virgen es
en España de una gran magnitud, qui-
zá por el mismo hecho señalado por el
autor, del incipiente desarrollo de nues-
tras Ciencias Sociales, y también por
las innumerables tensiones que inevi-
tablemente se producen dentro de una
sociedad que como la nuestra soporta
el empuje de un acelerado desarrollo
económico. Tales tensiones, palpables a
nivel individual y de g r u p o s o esta-
mentos, son innegables también a nivel
de ciudades o núcleos urbanos, qué cre-
cen a ritmo casi incontrolable ante la
industrialización y la inmigración des-
de las zonas rurales* sufriendo día a
día un constante cambio todas las múl-
tiples funciones y relaciones que ellos
engloban y canalizan. . ;

Todos los estudios que traten de sis-
tematizar y arrojar un rayo de luz so-
bre fenómenos sociales durante tanto
tiempo ignorados como objeto de cono-
cimiento en nuestro país, merecen un
total y unánime apoyo. Y si a la ingrata
labor de poner orden sistemático en un
caos de tensiones olvidadas, añadimos
el esmero y pulcritud científicos del li-
bro comentado y la claridad e interés
de sus conclusiones, podremos finalizar
no sólo admirando la labor realizada,
sino también animando a su autor en
la importante investigación emprendida.

Ignacio DUCE
SÁNCHEZ DE MOYA

GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo: Código de
la Administración local y del Urba-
nismo, 2." edición. Ed. Boletín Oficial
del Estado, 1973, Madrid, 3.013 pp.
más anexos.

Sólo la categoría magistral del autor,
ilustre profesor de la Universidad de
Madrid, permitía la continuación de una

labor codificadora que se inicia hace
unos años con la primera edición de la
magnífica obra que tenemos hoy de
nuevo ante nosotros, en versión amplia-
da y revisada. Cuando tantos esfuerzos
precoces y llamativos se frustran por
la escasa consistencia de sus creadores,
aquí se nos ofrece el resultado de un
proyecto—mejor diriamos plan—cuyo
mejor símbolo de madurez es una se-
gunda edición que revela fundamental-
mente dos cosas.- primera, la demanda
que la obra ha venido a satisfacer (un
lustro ha venido a bastar para suscitar
la necesidad de su reedición), y segun-
da, la continuidad en una labor urgen-
temente necesaria en nuestros días, en
los que ya es inútil aquella actitud de
un jurista tan ilustre como RIPERT,
quien en su libro-ensayo sobre «la de-
cadencia del Derecho» repite su sorpre-
sa por un mundo en donde la Ley ha
dejado de ser permanente a través del
sustitutivo de los Decretos-leyes y tan-
tas otras fórmulas arbitradas por el
ejecutivo. Con la primera se demostra-
ba y demuestra la necesidad de una
obra que recoja sistemáticamente las
distintas manifestaciones dispositivas en
orden a una materia sobre la que el
«Boletín Oficial» insiste machaconamen-
te, más cuando la materia es como la
relativa a los dos campos aquí vistos,
como son la Administración local -y el
Urbanismo, campos que por afectarnos
a todos —profesionales y profanos— re-
quieren ser conocidos por todos, aunque
más profunda y adecuadamente por el
profesional del Derecho, que con un
Código como el presente tendrá ese li-
bro de consulta inmediata donde halla-
rá pronta respuesta al problema que
pueda tener planteado o consultado res-
pecto a tales campos. Con la segunda
se lleva la primera hasta sus últimas
consecuencias, ya que el peligro - de
obras semejantes es quedarse en sim-
ples comienzos, a manera de edificios
que no se rematan, ya que así sucede
cuando códigos parecidos dejan de pu-
blicarse o de revisarse con el tiempo.
Por eso hemos iniciado esta modesta
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recensión con la referencia al autor,
puesto que sólo su autoridad científica
ha permitido tanto la conclusión de este
nuevo esfuerzo editorial como la alta
formación de sus colaboradores, que no
se han limitado a simples y rutinarios
retoques de la primera edición, sino a
realizar un trabajo como si fuera ese
fruto que por primera vez se pone al
gozo de los demás.

Cua'quier intento de dar cuenta de
su contenido sería impropio e insufi-
ciente; una obra del volumen del pre-
sente Código no puede resumirse en
unas cuantas líneas, por muchas que és-
tas sean. Si para cualquier obra humana
se precisa su aceptación por los terceros
—y mucho más en el campo jurídico,
donde se acude a esos terceros para la
misma eficacia de los actos—, ninguna
forma mejor de exteriorización de tal
aceptación que la realización y publi-
cación de esta segunda edición de un
Código de la Administración local y del
Urbanismo, que se ha procurado des-
prender de su ganga, presentándose
ahora más ceñido a su titulo, a manera
de monografía legislativa, hecha con la
más perfecta y completa sistemática.
Se ha buscado, por ello, tanto la com-
plitud y la exhaustividad, por lo que
a manera de apéndice se añaden los
textos de los que actualmente son sim-
ples proyectos, con enorme repercusión
precisamente sobre los dos textos que
dan nombre a la codificación, como son
el relativo a la Ley de Bases de Régi-
men Local y de Revisión de la Ley del
Suelo (e incluso, por hoja aparte, se
nos pide la remisión de nuestra direc-
ción a fin de que en su día, cuando
tales proyectos dejen de serlo, se nos
puedan remitir las Leyes definitivas).

Tras una parte preliminar, el Código
se integra de tres grandes partes, rela-
tivas a la Administración local, al Ur-
banismo y al Medio Ambiente, consti-
tuyendo esta última la gran novedad
que en sí misma revela la inmensa im-
portancia que ha adquirido y que ad-
quirirá aún más en el futuro. Su co-
nexión con las otras dos partes es

perfecta y equilibrada, ya que sus prin-
cipales manifestaciones se producen a
nivel local y sobre el campo urbanís-
tico (1). Su misma colocación sucesiva
ha debido de obedecer a su -peso ma-
terial», ya que el número de páginas
dedicadas a la primera —Administración
local— supera la mitad de las que com-
ponen el volumen, repartiéndose el res-
to el Urbanismo y «la protección del
medio ambiente». Dentro de cada par-
te, la distribución se hace por libros,
siguiendo la clásica terminología codi-
ficadora. El criterio fundamental que se
ha seguido para la inclusión de dispo-
siciones es el de la «vigencia», o sea,
se ha evitado la facilidad con el recur-
so al inventario de disposiciones, que
nada nos dice sobre su valor y eficacia
para el presente, y se ha acudido en su
lugar al rigor en la determinación de
las • disposiciones aplicables. Por eso,
porque se ha querido hacer una obra
viva, de inmediata referencia para to-
dos, eliminando cualquier tipo de incer-
tidumbres, es por lo que a través de
todas sus páginas se contienen las con-
cordancias y remisiones oportunas, para
que con su relación tengamos una visión
completa del cuadro normativo existen-
te sobre cualquier extremo de las ma-
terias contempladas. Mediante las nu-
merosas notas de pie de página, el
lector encontrará la conveniente hila-
ción entre distintos preceptos, que en-
sanchan su campo de investigación al
mismo tiempo que aumentan extraordi-

(1) Es sobre lugares concretos, sobre los
que se está levantando la protección del me-
dio ambiente, y al igual que el urbanismo,
está demostrando las insuficiencias de la os-
peciahzación; sobre sitios concretos de la
geografía española se están alzando voces,
tanto contra la ausencia de una normativa
central como sobre la necesidad de aten-
ción a los mismos, siendo el último del que
tenemos noticia el del Parque Nacional de
Covadonga, para el cual se ha constituido un
Comité local de defensa, que ha hecho pú-
blicas las deficiencias de entender defendido
el Parque por el destino en el mismo de fun-
cionarios del Cuerpo de Ingenieros de Mon-
tes, cuando se requieren ecólogos, zoólogos,
biólogos, etc.. para una ordenación racional
de dicho Parque, camino similar al que en
su día se suscitó en torno al urbanismo, has-
ta entonces patrimonio exclusivo de arqui-
tectos.
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nanamente la utilidad de la obra. Es
ahí, en esas notas, donde se prueba el
gran esfuerzo colaborador dirigido por
el profesor GARCÍA DE ENTERRÍA, que ha-

brá requerido en ocasiones agotadoras
jornadas de búsqueda, considerando la
enorme facilidad legislativa existente en
países como el nuestro, en donde las
normas se aprueban con amplias y va-
gas cláusulas derogatorias o con gene-
ralísimos preceptos de Derecho transi-
torio, que sumergen a sus intérpretes
en hondas cavilaciones sobre su alcan-
ce y significado (2).

De ahí que toda la atención y el es-
mero puestos sean poco para lograr esa
perfección sin mácula que acaso hu-
manamente sea inalcanzable, pero para
lo que siempre existe la posibilidad pos-
terior revisora (3). Al insistir sobre esto

(2) £1 incumplimiento sistemático en los
proyectos do ley elevados a las Cortes, de
la tabla de disposiciones derogadas está con-
tribuyendo a acentuar «la motorización le-
gislativa», ya que disminuye el esfuerzo a
que obliga toda seria preparación prelegis-
lativa. El tema ha llegado a plantearse a
nivel parlamentario, por vez primera, cree-
mos, con motivo de la emisión del dictamen
por la Ponencia encargada del estudio del
proyecto de ley sobre colegios profesionales.
Al no haberse solicitado sobre el mismo el
informe preceptivo —según la LPA— de los
distintos colegios, se planteó por algún pro-
curador al mismo tiempo que la vigencia de
dicho precepto —art. 130 de la LPA— el in-
cumplimiento de aquel otro que manda acom-
paña r con todo proyecto de disposición gene-
ral» la correspondiente tabla de derogaciones,
a lo que la mencionada Ponencia respondió
que habia recibido un escrito del Gobierno
—no se olvide, au tor del proyecto—, en ju-
nio de 1973. interpretando los preceptos pues-
tos en causa, considerando que los mismos
aluden a 'disposiciones generales», o sea, a
disposiciones emanadas de la Administración,
pero no aplicables a los proyectos de ley.
Algún comentarista público, como el que en-
cierra su firma bajo el pseudónimo de «Tá-
cito», en el diario «YA», estimaba que las
mismas Cortes eran las que deberían exigir
el cumplimiento de esos y otros preceptos,
dado que era u n a ley suya —la de Procedi-
miento Administrativo—, la que habla im-
puesto tal deber, por lo que si las mismas
Cortes callan, es que están dispensando de
su observancia, ya que ningún obstáculo tie-
nen para reclamar del Gobierno la remisión
de la mencionada tabla, para el caso de que
hubiera enviado el proyecto sin su acompa-
ñamiento. Todo esto es un claro síntoma del
extremo hasta que está llegando la situación.

(3) En la nota 1. correspondiente a la pá-
gina 534, se hace una alusión al artículo 121
de la LRL, en el sentido de que en éste se
concretan los supuestos v la competencia,

lo hacemos porque consideramos que
determinados textos o disposiciones pue-
den presentar al posible lector dudas
sobre su vigencia, como también otras;
la selección existe en función de ha-
berse intentado una reducida síntesis
o muestreo de la evolución legislativa;
es evidente que la Ley de Bases de Ré-
gimen Local, con que el volumen casi
abre sus páginas, no está vigente, pero
también lo es que, insertándose a con-
tinuación su texto articulado —hoy vi-
gente—, éste exige para su plena expli-
cación tener conocimiento de aquélla
—de ahí, creemos, su inserción—; será
en el plano urbanístico, donde tan es-
porádica y descoordinadamente se legis-
ló hasta la Ley del Suelo, en el campo
donde ese lector levantará más inte-
rrogantes en orden a la vigencia o ca-
ducidad de algunas disposiciones, pero
en donde más se muestra la valía del
trabajo realizado en el Código, al citar
incluso expresa y ampliamente algunos
dictámenes del Consejo de Estado, con
lo que la remisión deja de ser el pare-
cer personal del autor de la nota para
convertirse en algo institucional. Con
todo esto queremos destacar—como ya
lo hemos hecho en otra ocasión simi-
lar (4)— lo creativo en una tarea que
para muchos posee todo menos tal nota,
cuando se olvida que al ser y presen-
tarse como Código responde como tal,
y como producto de una tarea codifi-
cadora, a una idea( como señalara con
caracteres generales Federico DE CASTRO.
Y lo creativo existe no sólo por lo que
el equipo dirigido por el profesor GAR-
CÍA DE ENTERRÍA ha puesto de la mejor
de sus iniciativas, sino por lo que ex-
cita e impulsa en el manipulador de sus
resultados. ¿Por qué, si se recoge la
Ley de Bases de Régimen Local, no se

cuando realmente sólo en dicho artículo se
habla de la competencia, pero para nada se
indican los supuestos concretos, con lo que
se incurre en cierto exceso. Sirva de botón
de muestra.

(4) Nos referimos a la recensión que tu-
vimos el honor de hacer en el número 71 de
esta misma REVISTA de la obra de J. GONZÁLEZ
PÉREZ: Derecho Farmacéutico, también publi-
cada bajo los auspicios del Boletín Oficial
del Estado.
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hace lo mismo del Decreto regulador
provisional de las Haciendas Locales, de
enero de 1946? ¿Por qué las remisiones
a veces no son completas, limitándose
a la más cercana o quizá a la más
recordada por el autor de la nota? Por-
que si, porque con ellos se está demos-
trando la vitalidad de la obra, al igual
que el compromiso de sus autores. Tie-
nen que ser con demasía las notas con-
cisas para que no se puedan justificar
todas sus posibles insuficiencias, que en
la mayoría, por no decir en la totalidad
de los casos, habrá que imputar a las
propias exigencias del espacio y de la
edición.

En cada una de las partes citadas se
recogen los distintos regímenes especia-
les y disposiciones particulares que al-
rededor del régimen común han ido
apareciendo sobre los temas centrales,
así como en todas ellas una referencia
dispositiva a la Administración central,
periférica e institucional. Por lo que
toca al Medio Ambiente, se recoge, a
modo arquetipico, como régimen espe-
cial, a Madrid, aunque no hay que ol-
vidar que en este terreno están proli-
ferando manifestaciones municipalistas
con exceso, hasta el extremo de que en
el momento actual es raro el Ayunta-
miento —al menos, núcleo demográfico
de relativa importancia— que no posea
en una lista de Ordenanzas una rela-
tiva a la contaminación atmosférica, lo
que está ya originando algunos proble-
mas por el exceso novedoso que algunos
Municipios buscan y por la falta de
coordinación que la autoridad central
aquí está demostrando (5). La distribu-
ción por libros se ha hecho sobre la
base de la misma distribución por ma-
terias que en su contenido hace la dis-

(5) Conocemos el caso de algún Ayunta-
miento en donde se ha llegado a la configu-
ración de un nuevo y original arbitrio con
fines no fiscales, como seria el que percibiría
de las industrias y actividades contaminado-
ras (en lugar de establecer la tradicional
sanción pecuniaria llamada -multa-). Parece
que los Ayuntamientos, tan acechados en su
autonomía por el poder central han descu-
bierto con la contaminación una profunda
mina para el ejercicio de su potestad de or-
denanza.

posición más destacada, como es, por
ejemplo, en relación con la Administra-
ción local, la Ley del mismo nombre.
Con ello se han evitado demasías inter-
pretativas, aparte de que el equipo au-
tor del trabajo ha puesto su esfuerzo
al servicio de la norma-, es ésta la que
prima, como Código que es, por lo que
nada mejor que respetar los criterios
distributivos que en la misma Ley
existen.

Las disposiciones recogidas han llega-
do a ser publicadas en fecha inmedia-
tamente anterior a la de la misma edi-
ción de este volumen, cubriendo así el
vacío producido por la edición anterior,
en una etapa que, como la que ahora
viene a rellenar, se ha exteriorizado
como ex abundantia legibus —tanto de
Leyes formales como de disposiciones de
todo tipo—. Incluso proyectos como los
ya mencionados, aparecidos como tales
proyectos, se recogen para que la obra
conserve su actualidad —aunque cho-
quen contra el esquema ya citado de
disposiciones y textos aplicables y, por
tanto, vigentes—, inclusión que obede-
ce, creemos, al objetivo de servicio al
público que el equipo ha perseguido con
toda su empresa (más cómodo habría
resultado lo contrario). La obra se nos
presenta, además, bajo una forma su-
mamente manejable, de adecuado tama-
ño, que contribuirá más aún a su ma-
nejo, ya que no estamos ante el volu-
minoso y pesado tomo propio de las
enciclopedias y diccionarios jurídicos
antiguos, sino ante ese libro que tanto
se asemeja en su exterior a ese tomo
de obras completas de cualquier ilustre
autor o Premio Nobel con que las más
prestigiosas editoriales del país nos ob-
sequian a los aficionados a la buena
literatura. En resumen, una obra que
ya ha entrado en el camino de las clá-
sicas tanto por su lectura y manejo
como por el lugar que está llamada a
ocupar en la biblioteca de cualquier
buen profesional del Derecho, que no
cesará de elogiar la empresa, culmina-
da por ese equipo de magníficos cola-
boradores entre los que hay que desta-
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car a J. A. ESCALANTE, dirigido con su
habitual maestría y firmeza por el ilus-
tre catedrático de Derecho administra-
tivo de la Universidad Complutense de
Madrid, profesor GARCÍA DE ENTERRÍA.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

HAMBYE, J., y otros: L'aménagement du
territoire et Vurbanisme. Travaux de
la Faculté de Droit de Namur, nú-
mero 9, 1972, 204 pp.

Aunque alusivo, el título no nos dice
mucho sobre el verdadero contenido de
este libro, auténtico resumen de la nor-
mativa vigente en Bélgica en torno a
la materia urbanística. Diríamos que es
una síntesis, al mismo tiempo que una
descripción, del Derecho urbanístico bel-
ga, hecha por especialistas que buscan
más la relevancia de escasos puntos que
la manifestación de una erudición o la
posesión de unos conocimientos más o
menos profundos, especialistas en los
que en algunos de ellos concurre la do-
ble condición de estar al timón de la
política urbanística con la de ser pro-
fesionales del Derecho. Su resultado es
una obra eminentemente práctica, en la
que apenas hay referencias doctrinales
y sí, en cambio, numerosos apartados
que subrayan la importancia de los te-
mas o el mero intento clasificatorio de
realzar a'gunos puntos. Sin exageración,
diríamos que quien desee conocer el
Derecho urbanístico practicado en dicho
país europeo puede acudir confiadamen-
te a estas páginas, en donde encontrará
planteados, y a veces resueltos, muchos
de los interrogantes que se exponen en
el nuestro.

Por de pronto, lo que en la proyec-
tada revisión española de la Ley del
Suelo se enuncia como «esquema direc-
tor», en lugar de los anteriores planes
generales de urbanismo, puede guardar
alguna analogía con los llamados pla-
nes d'aménagement du territoire belgas,

planes que, como su misma denomina-
ción indica, superan la simple conside-
ración urbanística para englobar otras
valoraciones, como medio ambiente, ma-
yor espacio, etc., de forma que son más
«ordenación del territorio» y, por tan-
to, más de rango político que estricta-
mente técnico. En l'aménagement du
territoire confluyen e inciden una serie
de puntos, como inversiones, valoracio-
nes económicas, reestructuración opti-
mativa del espacio, etc., que superan
una visión más localista y tradicional de
los llamados planes de urbanismo a se-
cas. En sus tres vertientes o grados, físi-
co, regional y global, es estudiado por el
profesor HOEFLER, quien se encarga tam-
bién de analizar más detenidamente las
consecuencias económicas de esta plani-
ficación territorial.

Los planes (urbanísticos) de sector, en
sus aspectos administrativos y jurídicos,
son estudiados por LEMOINTE, con lo que
entramos ya en el Derecho urbanístico;
planes de sector que no por eso dejan
de ser d'aménagement, ya que a, ma-
nera de escala descendente, vamos ba-
jando de la capa externa, más amplia;
como es el visto en el anterior aparta-
do, a éste o estos segundos planes, en
los que su mayor concreción resalta
más su aspecto jurídico. El autor nos
pormenoriza el procedimiento de elabo-
ración, así como sus efectos, carácter
del plan, su vinculación, destacando por
nuestra parte sus siguientes afirmacio-
nes: «... la ley considera que el plan
de sector tiene valor reglamentario
frente a las autoridades obligadas a
aplicarlo... Si estas autoridades come-
ten un error entregando indebidamente
un permiso de construir o de reparce-
lar, pierden su derecho de coerción
frente al beneficiario del permiso, aun-
que quedan responsables de su error-.
Esta regla es muy distinta a niveles de
planes de rango inferior —como los de
tipo particular o los municipales—, en
los que «el permiso ilícito, incluso ni
retirado ni anulado, no confiere dere-
chos al solicitante (o beneficiario del
mismo). ¿Por qué esta diferencia? Por
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considerar que a la escala en que se
confeccionan los planes de sector su
consulta es difícil para los no iniciados,
o sea, para el simple particular. El le-
gislador no ha querido que en materias
tan complejas el beneficiario del per-
miso deba apreciar la validez del per-
miso y erigirse de esta manera en juez
de la legalidad del acto administrativo».
Que sea o deba entenderse por «per-
miso de construir» o, en otras palabras,
el certificado de urbanismo, al que tan
reiteradamente se alude, nos lo dice en
base a la Circular ministerial de 16 de
marzo de 1964: «Los certificados de ur-
banismo han sido instaurados para co-
modidad de los particulares a fin de
que en cualquier momento puedan es-
tar informados de las posibilidades de
empleo de su parcela.» Y sigue dicien-
do: «Son simples notas de datos, en
función de las disposiciones previstas
por el plan de urbanismo, respecto al
espacio considerado; cuando esos datos
corresponden a las disposiciones de un
plan de urbanismo aprobado, son váli-
dos mientras el plan está en vigor. Si
el plan está en elaboración o en trance
de ser modificado, el certificado tiene
carácter indicativo, y así lo hará cons-
tar» (p. 70). Otros aspectos tan trascen-
dentes como consecuencias de estos
planes sobre los propietarios —resulten
o no beneficiados— tienen un trata-
miento preciso y cuyas soluciones ^es
bueno retener (pp. 76 a 78).

J. HAMBYE estv.dia las reparcelaciones
(lotissements) con especial detenimien-
to de su procedimiento, y en el que la
autoridad competente para la entrega
del correspondiente permiso de repar-
celar, distinta según el nivel territorial
y contenido del permiso (pueden serlo
la Corporación en pleno —alcaldes y
concejales—, eventualmente el Consejo
municipal, cuando la reparcelación im-
plique vías nuevas o modificadas, asi
como el funcionario delegado —del de-
partamento d'aménagement du territoi-
re—), «pueden subordinar la entrega del
permiso a la aceptación por el solici-
tante de las cargas que juzguen útil

imponerle. Estas cargas pueden com-
prender especialmente la ejecución a
su cargo de todos los trabajos de equi-
pamiento e infraestructura de nuevas
calles y la reserva en beneficio del Po-
der público de los terrenos necesarios
para espacios verdes, lo mismo que la
construcción de edificios públicos u
otras obras del mismo carácter» (estas
cargas pueden comprender el abando-
no gratuito de los terrenos reservados);
cargas, por lo demás, que tradicional
y reiteradamente ha venido recogiendo
la legislación belga, como cita el autor,
con la Ley de 1962 y la vigente de 22 de
diciembre de 1970 (esta última prevé
«que el rey puede dictar las reglas ge-
nerales, asi como los Municipios las par-
ticulares, respecto a las reparcelacio-
nes, con el propósito en particular de
uniformizar las cargas técnicas y fi-
nancieras, así como la cuantía de los
terrenos que los solicitantes deben re-
servar»). Existen algunas reglas par-
ticulares para algunos puntos; así en
relación con las calles: «La Ley muni-
cipal somete a formalidades diferentes
la grande voirie en las ciudades y ba-
rrios de gran densidad demográfica de
los núcleos rurales, la apertura de ca-
lles en las ciudades y los mismos nú-
cleos (voirie urbaine) y el reconocimien-
to o apertura de caminos vecinales».

WASTIFLS estudia los Reglamentos de
edificación, así como «los permisos de
edificar»; como los anteriores, se detie-
ne más en su procedimiento, que, por
cierto, tiene una fase de publicidad muy
interesante y susceptible de imitarse
por otras legislaciones: «Un Decreto
real de 8 de febrero de 1971 fijó los
casos en los que tanto el particular so-
licitante como la Administración muni-
cipal deben publicar un anuncio, espe-
cialmente en los casos en que la altura
de las edificaciones supere los 27 me-
tros o cuya profundidad exceda de 15,
o edificios dentro del campo visual de
algún monumento clasificado o prote-
gido, almacenes, inmuebles para ofici-
nas y talleres o estudios de superficie
mayor de 300 metros cuadrados... Cuan-
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do la publicidad es obligatoria, el soli-
citante debe anunciar en su parcela,
desde el día de presentación de su ins-
tancia hasta el de la decisión definitiva
sobre la misma, un aviso, cuyo modelo
se fija en este Decreto. Por su parte, la
Administración municipal debe colocar
un aviso en su tablón de edictos du-
rante quince días desde la presentación
de la solicitud, plazo durante el que los
particulares pueden elevar sus reclama-
ciones ante la Corporación en pleno»
(p. 115). El mismo analiza el tema de
«las expropiaciones e indemnizaciones»
(aquéllas con objeto de abrir calles, le-
vantar edificios públicos o suprimir ba-
rracas); lo curioso es que estas expro-
piaciones por su fin pueden reconocerse
a favor de particulares, lo que se ha
criticado por entender contribuye a la
especulación (naturalmente que los par-
ticulares no instaran la realización de
tales fines públicos si no es por la vía
de la autosatisfacción lucrativa, radi-
cando el problema en el grado de ésta,
lo que a su vez depende de las condi-
ciones en que la Administración contra-
te). En cuanto a las indemnizaciones
(por prohibición de edificar o de repar-
celar), «el legislador (belga) ha estima-
do que las restricciones menores del
derecho de propiedad deben ser sopor-
tadas sin indemnización, aunque reco-
noce este derecho a la indemnización
en aquellos casos en que la prohibición
de edificar o de reparcelar se ha acor-
dado por un plan d'aménagement.

Al final se incorporan unos interesan-
tes anexos relativos a los esquemas
organizativos de los participantes en
Vaménagement urbanístico, con indica-
ción expresa de las normas por las que
se rigen (y que supera tal ámbito, dada
la consideración a que nos hemos refe-
rido al comienzo de este trabajo) (las
Leyes, así como los arrétés en ejecución
de éstas, principalmente de la que ya
hemos mencionado de 22 de diciembre
de 1970, modificativa de la de 29 de
marzo de 1962, que integran la norma-
tiva fundamental por lo que toca a la
regulación de esa materia, que algunos

han calificado de «monopolio natural»,
como es el suelo). Con esto el libro
destaca su principal virtud: su claridad
expositiva, que intenta por encima de
todo dar alguna respuesta a los proble-
mas que por concernir a la mayoría de
los miembros de la comunidad, como
son los que tocan al lugar de residen-
cia —y no simplemente dormitorio—,
tienen tanta trascendencia social y ju-
rídica.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

HERNÁNDEZ GIL, Antonio: Metodología
de la Ciencia del Derecho, tomo II,
«Algunas corrientes generales del pen-
samiento. El estructuralismo y la
Ciencia jurídica». Editado por el au-
tor y distribuido por Tecnos. Ma-
drid, 1971.

HERNÁNDEZ GIL, Antonio, y otros: Es-
tructuralismo y Derecho («Introduc-
ción al estudio del estructuralismo»).
Alianza Universal, Madrid, 1973, pp.
11 a 52.

No es éste un comentario, una recen-
sión al uso, de un libro y un artículo
de HERNÁNDEZ GIL. Se trata más bien de
examinar el pensamiento del autor en
relación con la posible aplicación del
análisis estructural al Derecho.

Preocupado HERNÁNDEZ GIL, desde su
juventud por los problemas de la me-
todología, del Derecho, recientemente
da a la estampa dos aportaciones fun-
damentales sobre la posibilidad de apli-
car técnicas estructurales al estudio del
Derecho.

También en el tomo III de su Meto-
dología, al hacer una meditación so-
bre los saberes acerca del Derecho,
cabe relacionarlo con la problemática de
traslación mediante extrapolaciones de
un estructuralismo lingüístico a la me-
todología de la ciencia jurídica, que
es el intento fundamental abordado.

Concibe el análisis estructural del De-
recho, labor todavía incipiente, como
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una nueva vía de conocimiento desple-
gada en el plano de la ciencia; por
proximidad, el estructuralismo más
cercano al jurídico es el lingüístico,
fuente de todas las traslaciones reali-
zadas; pero conviene que los juristas
tengan determinadas prevenciones en
su aplicación.

Las ventajas de esta labor consisten
en estimular las relaciones interdisci-
plinarias en el Derecho.

Las condiciones para aplicar un aná-
lisis estructural al Derecho es que el
sistema estructural, a diferencia del
constituido por el positivismo, no es
una generalización inductiva a partir
de los datos de un ordenamiento; tam-
poco, a la manera racionalista de un
a priori absoluto, el ordenamiento para
HERNÁNDEZ GIL presupone y se remite
a un sistema no derivado de él, en el
que se han ido formando las reglas de
las reglas, conforme a las cuales se ha-
ce posible la articulación normativa,
sus desenvolvimientos individuales a
través de la realización del Derecho.

Para la búsqueda de la estructura
subyacente se ha de evitar el peligro
de acudir a otro campo de estructuras,
como la política, económica o social,
porque exista una cierta dependencia,
sino que busca en el propio Derecho,
en lo especifico de lo jurídico, el aná-
lisis estructural. Tarea emprendida, pe-
ro todavía pendiente; su solución es
buscar unos correlatos con la lingüisti-
ca, pues dice que unas correlaciones
estructurales es tema propio de otra
gama de investigación, como la socio-
logía y la dialéctica, que son también
susceptibles de un tratamiento estruc-
tural.

Encuentra una equivalencia jurídica
de conceptos fundamentales en lin-
güistica estructural. Lenguaje, lengua y
habla tienen para HERNÁNDEZ GIL SUS
correlatos jurídicos en Derecho, orde-
namiento jurídico y realización del
Derecho. Postura que en sus últimos
escritos matiza, como veremos más ade-
lante, pero a partir de la cual inicia
la sugestiva tarea de un tratamiento

y criterio metodológico sobre este apa-
rato, por importación de conceptos, de
un estructuralismo específico.

En su razonamiento no se ha enfren-
tado desde el principio con el problema
de la aplicación al Derecho del método
estructural (vide p. 319 del tomo II),
aunque hace- algunas consideraciones
antes de abordar la cuestión. Se pre-
gunta también si es posible trasladar
a la ciencia jurídica el modo de operar
del más desarrollado estructuralismo:
el lingüístico, y confiesa no existe un
g r a d o de equiparabilidad suficiente
tp. 433 del tomo II).

El comparatismo no le satisface, y
concluye en que la ciencia jurídica no
puede convertirse en exclusiva o ple-
namente estructural; que el estructu-
ralismo jurídico puede contribuir a la
captación del Derecho, como realidad
inmanente, y que existen correlaciones
y dependencias del Derecho con es-
tructuras sociales, económicas y políti-
cas; pero no ha de ocuparse de éstas
correlaciones, cuanto de las propias
estructuras jurídicas, en su significado
específico.

HERNÁNDEZ GIL estudia los equivalen-
tes jurídicos de lengua y habla, como
elementos que se implican recíproca-
mente, y la traslación del análisis es-
tructural a campos distintos de la lin-
güística, donde se debe entender que
la significación y la comunicación se
desenvuelven en zonas distintas de las
del lenguaje.

Observa la Habilidad de los correlatos
jurídicos, pero también las dificultades
que, sin perjuicio de alguna similitud,
se presentan al tratar de ver en el
ordenamiento el correlato de la lengua.
En este correlato, considerando al orde-
namiento jurídico como conjunto de
normas, existen diferencias muy mar-
cadas, que el tiempo todavía las acusa
más. Colocar las normas, en cuanto
integrantes del ordenamiento jurídico,
en lugar equivalente al del habla, sus-
cita problemas; por eso intenta encon-
trar y aclarar en dónde existe el equi-
valente de la lengua; perfeccionando su
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primera formulación, lo halla en la
base del ordenamiento mismo, en aque-
llo que lo hace posible, en el sistema
subyacente, a expensas del cual se ela-
boran las formulaciones normativas, la
versión o las versiones fluyendo y siem-
pre inacabadas, precisando en qué re-
lación se encuentran sistema y ordena-
miento.

En definitiva, se plantea la cuestión
de si es posible establecer un correlato
entre la inteligibilidad lograda a tra-
vés de una lengua común y la convi-
vencia organizada por el Derecho. En
el Derecho existe un aparato de coac-
lividades discernidas por el Estado: la
lengua fluye como emanación espon-
tánea.

De forma muy sintética hemos trata-
do de precisar el pensamiento de HER-
NÁNDEZ GIL en torno al estructuralismo,
reproduciendo su postura, en lo que nos
parece más significativa y supone una
aportación para la investigación sobre
el saber jurídico.

Naturalmente, tenemos avenencias y
desavenencias, que vamos a catalogar
a continuación.

Coincidimos en los siguientes as-
pectos:

1." El Derecho puede utilizar el aná-
lisis estructural y es posible un aná-
lisis estructural jurídico, e incluso 'a
oportunidad actual es propicia, pues
existe una demanda consciente e in-
consciente de renovación para el acer-
camiento hacia lo jurídico desde una
óptica distinta.

2.° La ciencia jurídica no puede con-
vertirse exclusiva o plenamente estruc-
tural, si bien es susceptible de ser ana-
lizado estructuralmente el Derecho.
Nuestra precisión al respecto sería for-
mular esta formación en el sentido de
que cabe hablar, desde el punto de
vista metodológico, de estructuralismo;
es posible una lógica estructural típica
del Derecho, propia para las correla-
ciones o relaciones circulares que en el
Derecho se dan; pero las relaciones
lineales en sentido aristotélico de causa-

efecto y de sustancia-cualidad, que tam-
bién se producen, aunque en menor
número, serán objeto de la filosofía del
Derecho.

3." El Derecho, desde una perspec-
tiva estructural, puede ser captado
como realidad, siempre que no se con-
funda modelo y estructura.

4." En Derecho hay estructuras, re
laciones y sistemas con condicionantes
sociales, económicos y políticos; hay
que abordar el tema en las estructuras
jurídicas, en su significado específico,
y no por otras preocupaciones y depen-
dencias. En definitiva, lo importante es
la especificidad de lo jurídico.

5.° El estructuralismo jurídico es me-
todología, lógica, manera de acercarse
a la realidad de lo jurídico, pero no
metafísica, ni sustituye a la filosofía
del Derecho, ni a nivel global puede
hablarse hoy de filosofía estructural,
aunque de alguna manera casi se llegue
a sugerir el tema, exagerándolo.

Discrepamos en lo siguiente:
1. La postura inicial de traslación de

la lingüística estructural y sus concep-
tos fundamentales al Derecho.

2. El comparatismo para su utiliza-
ción en la ciencia jurídica por multitud
de formas, de términos significantes y
no significados, para llegar a similitud
de sistemas, conduce a errores. El sim-
ple discurso no puede servir para con-
ducir a hablar de un estructuralismo
específico: «el jurídico». Intentar que
código, leyes, normas, relaciones, es-
tructura, conceptos usuales en Derecho,
como la existencia de un lenguaje ju-
rídico, no permite, a pesar de la apa-
riencia, la aplicación y explicación es-
tructural del Derecho.

3. Los correlatos entre los conceptos
lingüísticos de lenguaje, lengua y ha-
bla con los jurídicos: Derecho, ordena-
miento o base del ordenamiento y rea-
lización del Derecho son traslaciones
sugestivas pero estériles por la postura
adoptada; como consecuencia, nos con-
ducen, a pesar de las prevenciones y
matizaciones, a un camino que sólo
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es trayectoria, pero no parte de una
salida, ni nos conduce a una meta.

4. Partir de SAUSSURE, estudiar el
ejemplo de LEVI-STRAUSS y hacer un so-
porte en HJELMSLEV para ofrecer la inte-
ligibilidad del Derecho, liberado de las
cargas metafísicas, estéticas, sociales y
lógicas, conduce a comprometer el De-
recho a una carga estructuro-lingüisti-
ca quizá más pesada que la pretendida
liberación.

5. El tratamiento del lenguaje hasta
desembocar en la lingüística estructural
ha seguido unos derroteros parecidos,
para HERNÁNDEZ GIL, a los del Derecho;
esta similitud no permite utilizar a
HJELMSLEV, lingüista danés bastante os-
curo, poco práctico, pero muy sugestivo,
pues permite una traslación que no pa-
rece la más propicia ni adecuada.

Proponemos la aplicación del análisis
estructural al Derecho, desde una siste-
matización, según tres nociones funda-
mentales, que lo serían de un estructu-
ralismo genérico y aplicable a cualquier
estructuralismo específico —por supues-
to, el lingüístico, antropológico, etc.—;
su utilidad operativa se refiere a los
dominios de las ciencias humanas (1).

La reflexión científica se agruparía
en torno a la siguiente clasificación:

1. Actividades humanas.
2. Normas.
3. Sistema.

(1) PEÑALVEI» SIMÓ. Mariano: t o Linpüísti-
ca Estructural y las Ciencias del Hombre,
Ediciones Nueva Visión, Buenos Aires, 1972,
propone este esquema:

Actividades
humanas

Habla

Conoci-
miento

Creación

Creencia

Comporta-
miento

Normas

Uso lin-
güístico

Teoría
Escuela

Ideología

Estilo

Dogma
Doctrina

Costumbre
Ley

Sistemas

Lengua

Ciencia
Filosofía

Arte

Religión
Mito

Sociedad
Derecho

Aplicado este esquema al Derecho se
obtiene como resultado:

1. La primera noción, las activida-
des humanas, descritas como manifes-
tación de su naturaleza, grado diferen-
ciado de una sola función, resultado de
una actividad más general, simbólica,
supone jurídicamente el comportamien-
to, actividad inicial de la que se ocupa
la ciencia jurídica.

2. La segunda noción representa las
entidades de naturaleza social, cons-
cientes o no, con código o sin él, que
es la norma existente en todos los cam-
pos del fenómeno y resultante de las
diferentes actividades humanas. Aquí
estaría la costumbre y la ley como nor-
ma escrita y no escrita, fuentes tradi-
cionales del Derecho.

3. La tercera noción incluye los sis-
temas, gracias a los cuales se realizan
las funciones de simbolización; es en
ciencia jurídica el Derecho, que es un
sistema.

Esta primera formulación no preten-
de agotar el tema y es susceptible de
posteriores desarrollos, en los que nos
encontramos, sobre todo en cuanto a
las actividades, pensando en la posibi-
lidad de distinguir entre actividades
funcionales de transformación y de
creación o producción, que en Derecho
tienen gran significación.

No obstante, esta primera toma de
contacto es operativa, pues desde un
punto de vista metodológico tiene las
características de poderse aplicar, no
sólo al Derecho, sino también a las
ciencias humanas.

Sobre todo, al hablar de concreción
y abstracción, términos esenciales en
estructuralismo, podemos distinguir la
actividad humana de comportamiento,
convivencia organizada. Todo ello nos
permite que lo jurídico es susceptible,
superado el plano individual de la rea-
lización del Derecho y socialmente de
un ordenamiento; la posibilidad de que
existan unas entidades supraindividua-
les, suprasociales, con entidad propia
en un nivel distinto, simbólico, semio-
lógico, que justificarla hablar de len-
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guaje jurídico por comparatismo y siem-
pre con las reservas pertinentes, con el
lenguaje en lingüística.

La realización de la actividad huma-
na de unas normas nos conduce en
estructuralismo a un sistema; la tota-
lidad de los sistemas produciría un com-
puesto complejo, de representaciones
codificadas, una totalidad significante.
Sería posible así la ciencia jurídica
como estructural, e incluso incorporarse
a un tratamiento y análisis de este
tipo, otras actividades objeto de refle-
xión científica.

La problemática que supone la sincro-
nía y diacronía también se resuelve
como con el esquema propuesto, pues
las actividades humanas descritas se
pueden tratar sólo desde una óptica
temporal, diacrónica; pero los sistemas
serán tratados desde la perspectiva
contraria, intemporal, si se permite la
expresión ucrónica. Sin embargo, las
normas son susceptibles de un trata-
miento conjunto desde la temporalidad
y la atemporalidad.

Esta es una incipiente formulación,
por supuesto en trance de perfecciona-
miento, sin intención de resolución total,
pero con la esperanza de poder ofrecer
un amplio campo de investigación que
supere determinados obstáculos aparen-
temente insalvables, que no pueden ser
soslayados por el camino de la simple
apariencia.

Carlos CARRASCO CANALS

JUNQUERA GONZÁLEZ, Juan: La crisis de
/as oposiciones. Publicaciones de la
Escuela Nacional de Administración
Pública. Colección «Conferencias y
Documentos». Madrid, 1972.

El presente libro es el estudio más
directo y reciente de un fenómeno tra-
dicional de nuestra sociología adminis-
trativa, hoy en crisis: las oposiciones.
El autor, sensible conocedor de todo
cuanto atañe al estamento funcionarial.

en su calidad de subdirector general de
la Función Pública y participante di-
recto de las angustias de una oposición,
no sólo como opositor, sino también
como miembro de varios Tribunales en
las correspondientes pruebas selectivas,
puede disponer mejor que nadie de un
precioso material documental, estadísti-
co y humano para, partiendo del mis-
mo, llegar a obtener unas conclusiones
eminentemente sociológicas en un tema
de tan honda raigambre hispánica y de
tanta trascendencia en la vida de todo
español que se precie, sobre el que
pende desde su nacimiento como una
espada de Damocles.

El estudio se centra en las oposicio-
nes convocadas para ingreso en los
Cuerpos Superiores durante la última
década: 1959-1970, que es cuando real-
mente se ha hecho notar la crisis, aun-
que, como el mismo libro deja entrever,
se trata de una crisis cuantitativa más
que cualitativa, considerando que la
afluencia de candidatos es menor pero
que ello no va a hacer desaparecer el
sistema, como lo atestigua la masiva o
constante comparecencia ante varias
oposiciones.

Está claro que el desarrollo económi-
co y el crecimiento de la empresa pri-
vada han provocado la crisis de un sis-
tema caduco de selección, sobre todo en
profesiones no jurídicas; pero no es
menos evidente que la esencial tenden-
cia al Derecho, que caracteriza a la
Administración, sigue provocando la
afluencia invariable de muchos juristas
a los Cuerpos de Abogados del Estado
o Inspectores Técnicos de Trabajo, gra-
tísimamente remunerados, y no digamos
del interés que indudablemente posee
el pertenecer al estamento notarial o
al Cuerpo de Registradores de la Pro-
piedad, todos ellos verdaderos señores
feudales en sus cargos, que autorizan,
legitiman, legalizan, inscriben y ano-
tan, otorgando fe pública a actos que
antes de comparecer en su presencia
carecían de toda seguridad jurídica,
con las consecuencias que esto com-
porta en el tráfico normal y cotidiano.
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Si a los innumerables beneficios que
estas funciones reportan añadimos la
captación que por la Administración se
está haciendo de muchos profesionales
no juristas para asimilarlos en varios
Cuerpos (Técnico de Administración Ci-
vil, Técnico de Tráfico, etc.), resulta
que la crisis no aparece tan grave como
para que el país pierda una de sus
importantes peculiaridades.

Desde luego que la inflación óposito-
rial se dio en los tiempos en que la
única salida posible a los licenciados o
ingenieros era la Administración públi-
ca, habida cuenta del crecimiento casi
inapreciable de nuestra economía de
mercado, de nuestro escaso desarrollo
industrial y de nuestro precario inter-
cambio comercial, con la sola diferencia
entre unos y otros candidatos que la
representada por el hecho de opositar
unos poseyendo ya el título de licen-
ciado, mientras los otros opositaban
para ingresar en la respectiva Escuela
de Ingenieros, con lo que pertenecerían
más tarde a un escalafón de ingenieros-
funcionarios «de cuello blanco», por em-
plear un símil muy en boga.

El mismo autor señala no ya los años
anteriores a 1936, sino la época de la
posguerra como edad de oro de las opo-
siciones. En la mente de todos los que
entonces éramos muy jóvenes —hoy con-
tinuamos siéndolo— resuenan con insis-
tencia traumatizante unas palabras
simbólicas y ancestrales en toda fami-
lia media: obtener la seguridad de un
sueldo fijo, poseer la dignidad y pres-
tigio que sólo puede dar el ser funcio-
nario del Estado, conseguir seguridad
en un empleo para toda la vida y sobre
todo ganar un status para no preocu-
parse C?) más por el trabajo. Todos los
deseos y anhelos personales y familia-
res que estas frases encierran se resu-
men en un solo hecho: realizar una
oposición y... salir triunfante para per-
tenecer de por vida a un Cuerpo pres-
tigioso de la Administración del Estado.
Y aunque no lo sea, la categoría social
que falte al estamento en cuestión se
compensará con la innegable seguridad

que otorga y con el rendimiento poco
acusado que se exige al funcionario.

En definitiva, la oposición en el co-
mún sentir de ayer y de hoy (y segu-
ramente de maíana) sigue siendo, sin
lugar a dudas, la forma característica
de lograr el puesto seguro y normal-
mente bien remunerado, sobre todo a
los niveles funcionariales que estudia
el libro.

La oposición aparece así como la in-
versión enormemente rentable, repre-
sentada por la preparación y la supera-
ción de unas pruebas (generalmente
inicuas y de todo punto acríticas) que
otorgarán el derecho al cargo de mane-
ra inamovible. Son las antiguas pre-
bendas públicas que entonces se com-
praban, vendían o regalaban y que
hoy se pagan mediante un esfuerzo
absurdo que nunca conduce a la propia
perfección del candidato, sino a la ob-
tención como único fin de honor, po-
sición, dignidad y seguros (muchas ve-
ces pingües) medios económicos a cam-
bio de un trabajo prestigioso y nada
agotador.

Lo menos interesante, en líneas gene-
rales, para un opositor es la función
que luego va a realizar, y las más de
las vedes incluso ignora el concreto
cometido que le corresponderá; pero,
eso sí, los conceptos retributivos que se
le aplicarán, las cantidades globales e
indefinidas que obtendrá y el prestigio
social de que gozará, son móviles que
le lanzarán al esfuerzo y le manten-
drán en la constancia y en la rutina
agobiante de una preparación.

El autor, sin embargo, no lo conside-
ra del todo así, ya que, al referirse a
algunos factores que influyen en la
afluencia a las oposiciones, sólo cita
como esenciales el propio sistema selec-
tivo y el prestigio social de determina-
dos Cuerpos, señalando concretamente
en la página 122: «Factor de escasa im-
portancia es el de las retribuciones. Y
no porque en pura lógica carezca de
ella, sino porque la "realidad retribu-
tiva" no trasciende fácilmente a los as-
pirantes. En el mejor de los casos, los
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candidatos tienen una idea aproxima-
da de las percepciones económicas...»
Pero resulta que esta idea las más de
las veces es muy aproximada, a pesar
del enorme marasmo normativo que re-
gula las retribuciones, puesto de relie-
ve por Alejandro NIETO en su libro
sobre el tema, y de la reserva connatu-
ral a todo funcionario de Cuerpo Supe-
rior con respecto a la cuantía de sus
haberes. No puede quitarse la impor-
tancia esencial de este concepto en los
móviles de todo opositor cuando es ello
lo que le impulsa a encarar una ardua
e ingrata labor, que siempre destrozará
sus nervios y en muchas ocasiones será
un atentado contra su salud e integri-
dad, inutilizando su mente para toda
posterior actividad creadora. Ademas,
existen intuiciones que equivalen a cer-
tezas, y es del dominio público cuál es
la posición jurídica, social y económica
de un abogado del Estado, un letrado
del Consejo de Estado, un ingeniero al
servicio del Ministerio de Hacienda o
un inspector técnico fiscal con Caja Es-
pecial de Fondos perteneciente al Cuer-
po. (Vid. Alejandro NIETO: LO retribu-
ción de los funcionarios en España.
Madrid, 1967. p. 392.)

Por otro lado, está a la orden del día,
para mayor abundamiento, la firma in-
diferenciada de oposiciones a Notarías
y al Cuerpo de Registradores de la
Propiedad, por aquello de la identidad
de temas, sin reparar en lo distinto de
su cometido. O bien ei dedicarse a la
preparación de todos los niveles de la
función judicial o del ingreso en varios
Cuerpos de matiz administrativo, como
técnicos de Administración Civil, téc-
nicos de la Jefatura Central de Tráfico
o secretarios de Administración Local,
con las múltiples y esenciales diferen-
cias que tipifican la labor de cada uno
de ellos.

El caso es, en suma, acceder al cargo
permanente dentro de unas categorías
funcionales de aspectos comunes, sin
importar en demasía la labor posterior,
que muchas veces no satisface al opo-
sitor, para siempre liberado ya de estu-

dio y esfuerzo tras el ingreso, y que
las más de ellas poseerá abierto el ca-
mino para ejercer muy diversos cometi-
dos profesionales y no profesionales en
el campo de la economía privada, que
siempre se brindará gustosa ante el
funcionario prestigioso y capaz, que
allanará dificultades y sobre todo ofre-
cerá la garantía de calidad que da el
haber superado una oposición.

Como prueba de ello, el autor cita en
la página 49 el estudio realizado por
DE LA OLIVA y GUTIÉRREZ RESÓN sobre
los Cuerpos de Funcionarios en los
•Anales de moral social y económica»,
y en el que se especifica cómo la bur-
guesía funcionarial se inserta en les
cuadros directivos de las empresas espa-
ñolas y cómo sólo cinco de los Cuerpos
Superiores de nuestra función pública
poseen 291 de sus funcionarios en otros
tantos cargos de dirección de empresas.

Queda así claro que la oposición es
la puerta inevitable de entrada para
disfrutar del prebendalismo y parasitis-
mo de nuestra función pública, que
señalara magistralmente el profesor
GARCÍA DE ENTERRÚ en sus estudios so-
bre La Administración española. Pero
aún es más: la inversión rentable,
constituida por el esfuerzo de prepara-
ción según las específicas reglas de
cada oposición a un Cuerpo, origina,
superada la misma, un derecho de pro-
piedad absoluto al cargo, en el sentido
más primitivo del mismo, como derecho
de usar, disfrutar y disponer (no vamos
a decir abusar, como en el primer De-
recho burgués), sin más limitaciones
que las establecidas en el Reglamento
Disciplinario de los Funcionarios y las
escasas que figuren en el Reglamento
propio del Cuerpo y que consagrará
l'esprit de Corps necesario para la bue-
na defensa solidaria de aquel derecho,
por esencia inalienable (se puede soli-
citar la excedencia voluntaria), impres-
criptible (se posee el derecho a jubila-
ción remunerada) e inembargable (es
punto menos que impensable la expul-
sión de un miembro del Cuerpo, por lo
menos en una situación normal). Todo
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ello ha sido puesto de relieve por Juan
Ramón CAPELLA en sus consideraciones
oblicuas Sobre la extinción del Derecho
y la supresión de los juristas (1.* edi-
ción, Barcelona, 1970), empleando una
técnica nueva en la apreciación de nu-
merosos aspectos caducos y superados
de nuestro mundo jurídico.

Por ello, a pesar de que son mayor
número las oposiciones de tendencia
decreciente que señala el autor (jueces
y fiscales, jurídicos del Ejército, secre-
tarios de Administración Local, etc.),
las calificadas como estacionarias y evo-
lutivas (decrecientes - crecientes) son
mucho más significativas, y prueba de
ello es que no se han visto alteradas
por la mayor oferta de trabajo de la
empresa privada, aun siendo normal-
mente las que poseen pruebas de in-
greso más duras, irracionales y memo-
rísticas, como pueden ser las de abo-
gados del Estado, registradores de la
Propiedad, notarios, inspectores técnicos
fiscales e inspectores de Trabajo.

Indudablemente, desde el momento en
que la posición del funcionario público
se considera permanente y fija y ab-
solutamente independiente de su capa-
cidad o rendimiento, de entre las formas
posibles de ingreso, es la oposición la
más objetiva. El autor se refiere a los
tres métodos especificados por la Regla-
mentación General para Ingreso en la
Administración pública, aprobada por
Decreto de 27 de junio de 1968, y que
son: la oposición, el concurso y el con-
curso-oposición. De ellos la oposición
es el único que mantiene puras tres
características que hacen la elección
impersonal y objetiva:

— El régimen competitivo.
— La valoración exclusiva de los ejer-

cicios o exámenes.
— La preferencia derivada de la ca-

lificación.

Es decir, que sólo es válida y estima-
ble la actuación de los aspirantes en
el momento del examen, lo cual ya su-
pone una primera quiebra del sistema,
en cuanto, en aras de la objetividad,

se desprecian las cualidades personales
del candidato y su capacidad y prepa-
ración para el desempeño del puesto,
que quedan a merced de un día des-
afortunado o de lo que el azar le haya
encomendado para su exposición y des-
arrollo.

Pero además el sistema lleva en si
el germen de su destrucción, en cuan-
to si decrece el número de candidatos
hasta hacerse del tenor del número de
plazas, se pierde la competitividad y
la oposición se convierte en lo que en
el libro comentado se denomina examen
de aptitud. Este mismo fenómeno pue-
de predicarse de las numerosas oposi-
ciones, en las que, habida cuenta del
escaso número de candidatos, la lucha
por la plaza se ha reducido a una mera
lucha contra el programa, de manera
que cuando éste se domina, se puede
decir que se ha ingresado. ¿Dónde que-
da entonces la competitividad? ¿Y no
salen entonces malparadas la objetivi-
dad y la despersonalización?

Y es que la oposición deja de serlo
cuando se humaniza un poco y comien-
za a parecerse a un examen. No es
que éste sea el estado ideal de la cues-
tión, pero la esencia y virtualidad de
la oposición aparecen en pleno vigor
cuando luchan ferozmente por una pla-
za 31 personas con sus años de estudio
a la espalda y sus angustias personales,
tal y como cita el autor con respecto
a las oposiciones al Cuerpo Jurídico del
Ejército en la convocatoria de 1960. Y
cito este caso por ser el más exagerado;
pero junto a él y en aquella misma
fecha se encuentran los de otros nume-
rosos Cuerpos que compiten estadística-
mente en cuál posee más aspirantes
por plaza, de tal manera que no podría
creerse si no fuera por la existencia
del interesantísimo y documentado estu-
dio que comentamos. Y es que los pri-
meros años contemplados en éste eran
todavía el final de la época dorada dé
las oposiciones. Podemos suponer lo que
serla para cada uno de los 31 oposito-
res por plaza citados el decir más co
sas que los otros 30 competidores en el
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mismo tiempo, tasado para todos por
igual. Si este método parece justo y
conveniente para la integridad psíquica
de los titulados españoles, venga Dios
y lo vea. ¿Dónde queda entonces la
preparación de una carrera y las mu-
chas horas de estudio acumuladas? ¿O
es que las Facultades «licencian nece-
sariamente a todos sus alumnos por el
mero hecho de su presencia física du-
rante un tiempo en sus aulas, en vez
de otorgar títulos de licenciados ca-
paces? Si es así, ello nos llevaría a
efectuar unas consideraciones que nos
sacarían del tema de esta recensión.
Pero es que la lectura del libro comen-
tado suscita tantas y tan graves cuestio-
nes, que merece la pena detenerse a
pensar tras cada conclusión y cada ta-
bla estadística.

Sin embargo, y a pesar de ser el sis-
tema de oposición el tradicionalmente
empleado en la selección del personal
de casi todos los Cuerpos, han existido
unos prestigiosos profesionales que, por
no provenir de las «nefastas Faculta-
des», expedidoras de indiscriminados tí-
tulos, han accedido a la Administración
directamente, de acuerdo con la anti-
güedad que ostentaban en el escalafón
profesional, otorgada ya en un primer
momento por la clasificación de las Jun-
tas de Profesores de las Escuelas Espe-
ciales correspondientes, y cuyo caso es
citado por el autor como excepción al
principio de la oposición necesaria:
son la mayor parte de los ingenieros,
cuyo acceso a la Administración era
automático, según lo dispuesto en los
Reales Decretos de 28 de octubre de
1863, 23 de junio de 1865, 9 de diciem-
bre de 1887 y 21 de enero de 1905, si-
tuación que ha sido extraña y transito-
riamente conservada por la Ley de 20
de diciembre de 1952 en favor de los
ingenieros que hubieran ingresado en
las Escuelas antes del 31 de diciembre
de 1953, en detrimento, claro está, de
los posteriormente titulados, que ha-
brán tenido que buscarse su trabajo.
Sin embargo, el prestigio de aquellos
ingenieros es fácilmente comprensible,

según la lógica del sistema aplicado.-
Ellos ya habían opositado para ingresar
en la respectiva Escuela, mientras que
los nuevos, sobre todo a partir del úl-
timo Plan de Estudios de 1964, ¡pobres!,
no han sufrido oposición, por muy du-
ros y desdichados que sean sus cursos
selectivos, agravados por una afluencia
masiva, que inevitablemente eleva el
nivel exigido. El autor recoge las con-
secuencias del hecho: exclusión siste-
mática de las más jóvenes promociones
de ingenieros y envejecimiento progre-
sivo de los cuadros de funcionarios.

El proceso, al principio apuntado, de
desarrollo económico que ha tenido el
país, sobre todo durante el período
1959-1965, es citado por el autor como
causante directo del decrecimiento del
número de aspirantes a las oposiciones.
Ello es absolutamente cierto, unido al
hecho de que las remuneraciones, a ni-
vel general, son mayores en la empresa
privada. La decadencia se aprecia sobre
todo en las oposiciones de carácter ju-
rídico. No obstante, a partir de 1966 se
percibe una alteración de la tendencia
decreciente, que configurará determina-
das oposiciones con carácter fluctuante,
estacionario o incluso creciente en el
número de aspirantes. Ello es debido,
según el autor, al hecho de haberse
producido un estancamiento económico
o más bien el inevitable crecimiento
desacelerado, consecuencia del enorme-
mente progresivo de los años 1959-1965.
Las posibilidades de contratarse en la
empresa privada decrecen y se produce
la vuelta a la Administración.

Sin olvidar esto, también hay que
fijarse en que tal desarrollo económico
ha traído consigo un impensable creci-
miento de la oferta de titulados, con
la consiguiente depreciación de los tí-
tulos. Este exceso de la oferta sobre la
demanda laboral es también analizado
en el estudio como concausa del nuevo
auge de las oposiciones, junto a la des-
aceleración económica.

Para finalizar, al lado de las oposicio-
nes ya comentadas, que, por el presti-
gio social y nivel económico de determi-
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nados Cuerpos, se han mantenido y se
mantienen con un número constante
de participantes, se estudia un fenóme-
no producido en los últimos años para
conservar e incluso despertar el interés
por el ingreso en otros Cuerpos de la
Administración pública. Nos referimos a
la modificación esencial del propio sis-
tema selectivo que se ha llevado a cabo
en el Cuerpo Técnico de Información y
Turismo, Escala Técnica de Tráfico, Ca-
rrera Diplomática y Cuerpo Técnico de
Administración Civil del Estado.

Con aquel fin se han admitido no sólo
licenciados en Derecho, sino también en
Ciencias Políticas, Ciencias Económicas,
Filosofía y Letras e incluso en cualquier
Facultad o Escuela Técnica Superior.
Con ello se gana un substrato humano
de categoría casi ilimitada.

A ello hay que añadir que en las
últimas regulaciones del ingreso en la
carrera diplomática y en el Cuerpo Téc-
nico de Administración Civil se han
tratado de paliar las disfunciones del
sistema tradicional de oposiciones apun-
tadas en el mismo estudio:

— El carácter memorístico de las
pruebas.

— La falta de profesionalidad y espe-
cialización de los Tribunales; y

— La inadecuación entre los exámenes
y las funciones.

En efecto, en los dos casos comenta-
dos se han evitado en lo posible prue-
bas memorísticas, potenciando la capa-
cidad crítica del candidato con ejercicios
en los que es n e c e s a r i a la aporta-
ción personal y la adopción de postu-
ras propias, a la vez que se ha reduci-
do el número de temas a exponer oral-
mente. Por otro lado, se arbitra una es-
colaridad cifrada en cursos impartidos
en centros especializados, como son la
Escuela Diplomática y la Escuela Na-
cional de Administración Pública, con
auténtico rango y nivel universitario.

Estas oposiciones, por haber roto con
el espíritu tradicional, odiado hasta la
saciedad, han obtenido éxitos resonan-
tes en cuanto a la afluencia de candi-
datos, que acuden con la esperanza de

demostrar unos conocimientos y una ca-
pacidad al margen de una asimilación
memorística y rutinaria. Sin embargo,
por lo que respecta a las de ingreso en
el Cuerpo Técnico de Administración
Civil, ha vuelto a aparecer una disfun-
ción, que se refleja en el ya comentado
y falaz «aumento de la competitívidad».
agravado por el hecho de no poder pre-
parar en concreto los temas de los dos
primeros ejercicios por ser propuestos
en el momento del examen. Y si a la
comparecencia masiva (de casi 1.000 as-
pirantes para unas 100 plazas, en las
convocadas para 1973) añadimos que
sólo se cubren tradicionalmente menos
de la mitad de las plazas aparecidas
en el «BOE», será fácil comprender de
qué manera hay que afinar en el des-
arrollo de los ignorados temas para
sobresalir y superar las pruebas. El ar-
gumento esgrimido insistentemente por
los Tribunales de dicha oposición es la
deficiente preparación de los candidatos,
lo cual, si a veces pudiera ser cierto,
no lo será nunca en la cuantía que
resulta del enorme número de elimina-
dos. Además, esto nos lleva otra vez a
pensar para qué sirven las Facultades
y Escuelas Universitarias y los esfuer-
zos hechos en ellas. Volvemos a en-
contrarnos frente a la cuestión de si
será que en aquéllas sólo se reparten
títulos por el mero transcurso del tiem-
po dentro de sus aulas o por el pago
de las tasas. Y aún es más: si se
convoca tal número de plazas, ¿por qué
no se cubren íntegramente por el Tri-
bunal cuando éste está comisionado por
la Administración para seleccionar de
entre los admitidos los, a su juicio,
mejores en número que coincida con el
de plazas? De lo contrario se convoca-
rían menos plazas. ¿No es cierto ade-
más que en el caso extremo de que
la preparación y formación impartidas
en las Universidades fueran deficientes,
de ello nunca tendrían la culpa los pro-
pios graduados, sino el sistema de en-
señanza, que no puede ser reformado
simplemente por un Tribunal de oposi-
ciones?
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Como es fácil colegir, el éxito que
a priori pudiera augurarse a estas opo-
siciones no es tanto, consideradas sus
peculiaridades. Además, cualquier tipo
de oposición será siempre un esfuerzo
que termine con todos los esfuerzos por
siempre jamás. El ingresado en un
Cuerpo cualquiera sabe que se acaba-
ron sus preocupaciones y que puede
dedicarse sin más a ver transcurrir
pacientemente los meses. Todo lo más
sé dedicará a la lucha por obtener me-
jor destino o más categoría, sin ningún
afán de superación individual que no
parta, por milagro, de sí mismo. Y esto
no se podrá evitar mientras exista el
derecho perpetuo al cargo. Está demos-
trado que el único acicate válido para
la superación profesional de una perso-
na es que tenga que responsabilizarse
de su puesto y de su cometido, traba-
jando por él y perfeccionándose día a
día en su desempeño, y esto sólo se
podrá conseguir con la fórmula emplea-
da por necesidad en la empresa priva-
da: cada contratado es responsable
enteramente de su trabajo, y de acuerdo
con su valía personal, dedicación y mé-
ritos será reconocido y ascendido a
puestos de mayor categoría. Este esque-
ma ideal, que indudablemente también
presenta algunas quiebras en la reali-
dad, haría que la eficacia de las Admi-
nistraciones latinas se acercase a la de
las Administraciones sajonas, y un im-
pulso incipiente a ello puede observarse
en el aumento del personal contratado
al servicio de la Administración pública
española.

Estas son, en fin, algunas de las nu-
merosas ideas que suscita este intere-
sante libro, que, dada la categoría de
su autor, el cúmulo de datos estudiados
y la enorme claridad de su exposición,
es una obra clave en el estudio de un
tema tan vidrioso, polémico y poco in-
vestigado como es el de las oposiciones,
pese a su tradición y continuada vigen-
cia en nuestro país.

Ignacio DUCE
SÁNCHEZ DE MOYA

LALINDE ABADÍA, Jesús: Anotaciones his-
toricistas al jusprivatismo de la se-
gunda escolástica. Separata de «La
seconda scolastica nella formazione
del diritto privato moderno*. Ed. Giuf-
fré. Milán, 1973, pp. 303-375.

Desde hace muchos años y de forma
incansable se vienen predicando a los
juristas españoles las excelencias de «lü
gran escuela teológica del «Siglo de Oro».
VITORIA, SOTO, MOLINA y SUÁREZ son hoy
nombres perfectamente conocidos, re-
editados en ediciones asequibles —bilin-
gües para mayor comodidad—, y cuyus
méritos han sido, al fin, reconocidos
por los especialistas extranjeros. Esta
resurrección de textos olvidados duran-
te tantos siglos respondía y responde
de manera muy coherente a una ten-
dencia empeñada en revitalizar a ul-
tranza tanto el nacionalismo como el
iusnaturalismo. Civilistas, internaciona-
listas, penalistas y últimamente, y con
extremado celo, los filósofos (iusnatura-
listas) han desentrañado con profundi-
dad exquisita el desarrollo temático de
sus especialidades en las obras de la
escuela.

En estas condiciones—y sin perjuicio
de algunas observaciones críticas que
últimamente habían empezado a formu-
larse— el trabajo del profesor LAUNDE
constituye una revelación sorprendente.
cuya lectura y difusión parece, más que
aconsejable, necesaria. Lejos de nuestro
ánimo el aceptar sin más las conclu-
siones del catedrático de Historia del
Derecho de la Universidad de Zaragoza;
el problema es demasiado complicado
y merece una discusión muy detenida
por quienes tengan competencia sobre
la materia. Lo verdaderamente impor-
tante aquí no es determinar «quién po-
see la razón o la verdad» (si se nos
permite una formulación escolástica),
sino tomar conciencia del sentido mítico
e ideológico de unas afirmaciones que
se reiteraban de forma tan tendenciosa
como gratuita, sin una sola voz que las
contradijera.
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El trabajo que recensionamos preten-
de desvelar lo que realmente hay detrás
del formidable aparato bibliográfico de
nuestros teólogos-juristas. ¿Fueron és-
tos, en efecto, tan grandes juristas y
tan rectos moralistas como se viene afir-
mando? La respuesta de LALINDE es ne-
gativa y se formula con una rotundi-
dad, incluso brutal. Apoyando su tesis
no sólo en la lectura literal de los tex-
tos, . sino también en su conexión con
el contexto histórico e ideológico en
que se producen, llega a la conclusión
de que la segunda escolástica española,
aun habiéndose irrogado el papel de
reformadores jurídicos, no ha adoptado
una posición revolucionaria frente al
considerado en su época como «Derecho
común», sino que se ha sometido a él,
desperdiciando la ocasión de adelantar-
se a su tiempo y de luchar por un orde-
namiento jurídico menos imperfecto, lo
que se acusa especialmente en el terre-
no de la propiedad privada y de la
esclavitud. En el terreno del Derecho
privado sus representantes se caracteri-
zan por la defensa de las instituciones
beneficiadoras de los intereses económi-
cos de la Iglesia, y por otro lado, dada
su condición de ideólogos, que les ha
hecho adecuar su proceso lógico a los
fines que deseaban defender, es de ob-
servar en ellos un espíritu acomodati-
cio o inconsecuente, que se manifiesta
en los medios empleados para justificar
sus tesis.

Esto es, desde luego, interesante, pero
aún lo es mucho más el análisis sin-
crónico que hace de los textos el profe-
sor LALINDE desde su perspectiva de
historiador del Derecho. Poniendo las
obras examinadas en relación con la
literatura jurídica de la época, llega 9
la conclusión de que cuando la escuela
se aparta del Derecho común, lo hace
por afección al Derecho -municipal del
país donde ejercen sus actividades, co-
mo el portugués y sobre todo el caste-
llano, experimentando gran entusiasmo
por este último; entusiasmo que con-
trasta con una indiferencia total hacia
el ordenamiento jurídico de los terri-

torios hispánicos periféricos, como Na-
varra y la Corona de Aragón, que simu-
lan desconocer.

Según el autor, las razones de esta
afección de la segunda escolástica al
Derecho castellano y la indiferencia
hacia el navarro y el de la Corona de
Aragón obedece a la coincidencia de
intereses con el «decisionismo» del reino
de Castilla y la oposición con el «nor-
mativismo» de los otros reinos, lo que
se manifiesta en los rasgos de raciona-
lismo, iusnaturalismo, antipositivismo,
moralismo y legalismo o anticonsuetu-
dinarismo. (Para la comprensión de
esta tesis habría que recordar la visión
que de los derechos castellanos y no
castellanos ha expuesto el mismo LA-
LINDE en su gran obra sobre la Inicia-
ción histórica al Derecho español. Edi-
torial Ariel. Barcelona, 1970.)

Por último —y frente a la extendida
afirmación de la «gran influencia, de
los teólogos-juristas españoles—, LALIN-
DE termina sosteniendo que la segunda
escolástica no ha dejado huella visible
en el pensamiento iusprivatista español,
del que ha desaparecido casi totalmen-
te a partir del siglo xvm, pero sin que
tampoco haya ocupado un puesto espe-
cialmente relevante en los siglos xvi
y xvn, que le eran singularmente pro-
picios políticamente.

Como ya se ha indicado antes, el re-
censionista no está en condiciones de
valorar críticamente las opiniones del
profesor LALINDE (tan apretadamente
transcritas en esta nota); pero, aun así,
considera un deber apresurarse a dar
noticia de la publicación de esta obra
—poco conocida en España— por causa
de la impresión que ha experimentado
con su lectura y por la importancia que
puede tener en la historia del Derecho
español. Sin atrevernos a conjeturar los
resultados de la polémica clarificadora
que esta obra lógicamente debe provo-
car, y aun expresando muchas reservas
por el tono apasionado y evidentemente
parcial de su escrito, debemos agradecer
a LALINDE que se haya atrevido a atacar
frontalmente uno de los mitos que pe-
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saban en nuestra formación jurídica,
desvelando su contenido ideológico y su
sentido político; cosa que todos sospe-
chábamos, pero que sólo personas con
el nivel científico del profesor LALINDE
estaban en condiciones de demostrar.

A. NIETO

MCCUHDY. Howard E.: Public Adminis-
tration: A Bibliography. College of Pu-
blic Affairs. The American Univer-
sity, Washington, 1972, 158 pp.

En base a seis mil referencias biblio-
gráficas provenientes de cuarenta listas
de lecturas recomendadas en diversas
cátedras de Universidades americanas,
bibliografías de textos, etc. (MCCURDY
con un equipo de sesenta licenciados
en Public Administration (P.. A.), ha
preparado una vasta selección de mil
libros.

El método seguido, expuesto en el pre-
facio de la obra, es el de incluir todos
aquellos libros citados, al menos, dos
veces en las bibliografías originarias y
confeccionar dos listas marginales al
cuerpo principal, en virtud del criterio
de que los libros hayan sido citados
más de cinco o diez veces, totalizando
dichas listas 187 y 19 títulos, respectiva-
mente. Pese a la gran aportación infor-
mativa del trabajo, en nuestra opinión,
el procedimiento selectivo es defectuo-
so, en tanto que cuántico y como con-
secuencia del distinto grado de des-
arrollo y peso específico relativo de las
corrientes científicas presentes.

Entiende el autor la P. A. en un sen-
tido amplio, admitiendo todo conoci-
miento que comprenda y mejore la vida
organizativa en la Polity (1), y estima
imprescindible para alcanzar esta visión
la aportación de una contemplación es-
trecha y disciplinaria de la P. A., limi-
tada al estudio de los instrumentos de
los programas de gobierno.

(1) Constitución política, forma de Gobier-
no, comunidad.

El libro está dividido en tres partes:
la introducción, consistente en una sin-
tetizada visión de los orígenes, desarro-
llo y estado actual del estudio de la
P. A.; los ciento ochenta y siete libros
citados más de cinco veces y a los que
individualmente acompaña resumen y
nota crítica, y, finalmente, los mil li-
bros divididos bajo nueve epígrafes y
treinta y tres subsecciones, de acuerdo
con la especialidad de la disciplina en
que se estudian.

No es frecuente tropezar en la litera-
ratura de las ciencias de la Administra-
ción con un resumen tan breve, sencillo
y rico en sugerencias y juicios como el
de MCCURDT en la segunda parte de su
trabajo. Al desarrollar, «no la historia
de las ideas en la Public Administra-
tion», sino «un intento de localización de
sus grandes hitos y comunicaciones»,
divide su estudio en tres períodos, de
acuerdo con la metodología y objetivos
perseguidos por las diferentes corrientes
doctrinales: Período ortodoxo (1887-
1944), período político (1945-1963) y pe-
ríodo de programa (1964...). Esta divi-
sión en períodos debe entenderse ope-
rativa y no olvidando la insuficiencia
metodológica inherente a una cronolo-
gía exacta de las etapas del desarrollo
científico.

Dentro de este esquema conceptual y
siempre referido a los Estados Unidos
se examinan los estudios sobre la orga-
nización en cuanto objeto de la Public
Administration, la entidad científica de
los mismos con la ausencia de una teo-
ría general unificadora, y la atomiza-
ción en diversos enfoques. Paradójico,
como señala el autor, en una disciplina
íntimamente asociada a organizaciones
rigurosamente jerarquizadas.

La justificación teórica de la división
en tres períodos se fundamenta en las
inflexiones ideológicas que conlleva la
adopción de perspectivas distintas en
el estudio de un mismo objeto, tanto
como el grado de desarrollo técnico de
la ciencia misma.

No olvida el autor resaltar la induda-
ble i m p o r t a n c i a del acontecer po-
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lítico en la evolución de la Ciencia, al
menos en las de carácter social. Valga
como ejemplo: la trastocación doctri-
nal que se produce con la entrada en
el Departamento de Defensa de la di-
nastía MAC ÑAMARA, el movimiento de
los derechos civiles y programa de la
«Gran Sociedad», la inflación, desem-
pleo, guerra de Vietnam, que relativi-
zan el valor del PPBS y hacen plan-
tearse reflexiones especulativas sobre el
lugar futuro de la P. A., bien como una
unión de los métodos de sistemas y lí-
nea de conducta política en torno al
tronco central de la P. A., o bien, dada
una asunción de los problemas de orga-
nización por otras disciplinas (ingenie-
ría, sociología, etc.), como una toma de
cuerpo de la prognosis de GULICK res-
pecto a su encuadramiento como rama
de la Ciencia Política.

A modo de conclusión, el profesor
MCCURDY predica un cambio de les
paradigmas científico - organizativos y
llama a la investigación de los siste-
mas organizativos comunistas, y el pa-
pel de los consumidores, minorías y
otros grupos «sin poder» en la sociedad
norteamericana.

Sin duda, al margen de los trabajos
que se citan en esta bibliografía refe-
ridos a la contemplación de realidades
políticas y organizativas muy alejadas
de la española, es incuestionable el va-
lor, tanto de una bibliografía exten-
sa, sistematizada y selecta, como de la
apretada visión histórica de la Public
Administration, por otra parte llena de
interesantes sugerencias.

Rafael BAÑON

MINISTERIO DE JUSTICIA: Guía oficial de

Grandezas y Títulos del Reino, Ma-
drid, 1973, 872 pp.

La publicación de datos o elementos
instrumentales para el investigador, el
sociólogo o el simple lector curioso, vie-
ne siendo tarea en la que se van em-

peñando poco a poco ediciones particu-
lares y p u b l i c a c i o n e s oficiales. A la
existencia de algunos volúmenes des-
criptivos—a fa l ta de otros elementos
de juicio más definitorios—, sobre la
llamada clase política, sobre los procu-
radores en Cortes, las empresas perio-
dísticas, los funcionarios públicos, etc.,
viene ahora a añadirse la aparición de
esta Guía oficial de las Grandezas y
Títulos del Reino, que acaba de publi-
car el Ministerio de Justicia por octa-
va vez desde el restablecimiento de la
legislación nobiliaria por la Ley de 4 de
mayo de 1948.

Esta Guía o f ic ia l de la nobleza, a
manera de vademécum sobre el tema,
está dividida en varios apartados que
recogen los títulos de Casa Real, los
Grandes de España, y demás títulos del
Reino, junto a los títulos extranjeros
autorizados para su uso, así como los
expedientes que se hallaban en trami-
tación al cierre de la obra, en 31 de
enero de 1973.

Cada capítulo está ordenado por las
dignidades tradicionales, según orden
decreciente en importanc ia (duques,
marqueses, condes, etc.), y los títulos
ordenados por relación alfabética, en
la que se hace constar: nombre del tí-
tulo, fecha inicial de concesión, nom-
bre del primer concesionario, con una
escuetísima identificación personal, in-
dicando otros títulos que posee y algún
dato de su vida pública; nombre del
actual poseedor del título señalando, en
su caso, si es a título de consorte, fe-
cha de la expedición de la Carta y re-
sidencial actual.

La Guía termina con un índice com-
pleto por apellidos que facilita su ma-
nejo.

A modo de estadística curiosa, de la
Guía se desprende que en enero del año
en curso existían 391 grandes de Espa-
ña, de los cuales 146 eran duques; 136,
marqueses; 99, condes; cinco, vizcon-
des, barones o señores, y cinco, grande-
zas p e r s o n a l e s . Los títulos restantes
eran 2.189, de los cuales 1.130, marque-
ses; 769, condes; 130, vizcondes, y 160,
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barones y otros. De los 59 títulos ex-
tranjeros autorizados, 47 son pontificios.
En total, pues, tenemos en España 2.639
títulos nobiliarios nacionales que están
en posesión de 1977 personas, aproxima-
damente dos mil familias beneficiarias
y protagonistas de un derecho nobilia-
rio, que tiene unos aspectos administra-
tivos suficientemente destacados en los
pocos trabajos dedicados al tema.

Otra de las observaciones que sobre-
sale en este tomo oficial es la consta-
tación de algo reiteradamente destaca-
do por los historiadores: me refiero al
considerable aumento de las concesio-
nes nobiliarias durante el período de
la Restauración. No contiene Índice cro-
nológico la Guia comentada ni por otra
parte me he molestado en confeccionar-
lo; pero, hojeando al azar páginas de
la misma, con frecuencia aparecen fe-
chas de concesiones que corresponden a
ese período histórico, en el que los ser-
vicios al Estado se recompensaban fre-
cuentemente con títulos honoríficos.

Es, pues, un repertorio de datos ins-
trumentales, incluso curiosos, este pe-
queño «quién es quién» de la nobleza
española que puede, sin embargo, ayu-
dar a situar concretamente al posible
estudioso de una pequeña parcela de
la llamada Administración de fomento.

L. M.

PISIER-KOUCHNER, Evelyne: Le service
public dans la théorie de l'Etat de
León Duguit, vol. XV, Bibliothéque de
Philosophie du Droit, Ed. LibTairie Ge-
nérale de Droit et de Jurisprudence,
París, 1972, 316 pp.

La figura de DUGUIT, como la noción
de servicio público, tienen, cada uno
por su lado, el interés, siempre actual,
como para que acumulados nos ofrez-
can una obra que es bastante más de
lo que su título nos sugiere. La refe-
rencia a la colección en la que se pu-
blica ha sido por nuestra parte inten-

> cional, con objeto de que pueda servir
aclaratoriamente a precisar lo que den-
tro se nos ofrece: es un enfoque de
toda la filosofía del Derecho del céle-
bre decano de Burdeos y jefe de fila
de la Escuela del mismo nombre. Para
nosotros ofrece además la atención de
destacar lo que pudiéramos llamar las
coordenadas existenciales de DUGUIT,
exponiéndonos de entrada las contra-
dicciones en que incurrió en todos los
órdenes él conocido jurista, o al menos
las que han querido descubrir sus crí-
ticos, con curiosas referencias a sus opi-
niones y comportamiento político, que
confirman, una vez más, la lejanía en-
tre la teoría y la práctica, y como al
final, aun los que más pretendidamen-
te intentan erradicar todo subjetivismo,
caen en él. Quizá la relativa lejanía
temporal de la figura que se analiza
permite descubrir tales contradicciones
sin herir susceptibilidades; mas tal pro-
cedimiento nos acerca más a la ver-
tiente humana de un gran jurista, que
si primero antepuso los valores socia-
les de la solidaridad y de la experien-
cia social, luego fue reconociendo, cada
vez con mayor fuerza, los de la justi-
cia. Curioso proceso evolutivo de un
devoto del Derecho que, joven, intenta
construir todo su ideario jurídico exclu-
sivamente sobre la objetividad, por lo
que reniega de todo individualismo y
de lo que esto deriva —léanse los dere-
chos subjetivos—, para ir renegando de
ciertas experiencias históricas contem-
poráneas que para le lamente llevaban
al máximo el olvido de tales derechos
—la explosión de la revolución rusa de
octubre y la posterior instalación de un
régimen co lec t iv i s t a pretendidamente
puro, que planteó a DUGUIT, como a to-
dos los grandes hombres de su época,
el compromiso de definirse, y, por tan-
to, de descender de la tour d'ivoire de
sus discusiones y razonamientos cientí-
ficos, a la realidad de las opiones con-
trovertidas o mal informadas.

Hay ya también desde el principio, un
cotejo breve de lo que innovó en el De-
recho el autor que se examina, así como
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otras diferencias que tuvo con otros
grandes juristas de la época —principal-
mente con HAURIOU, contra el que al-
gunos han enfrentado, discutiendo la
paternidad de conceptos y nociones ju-
rídicas tan decisivas para el Derecho
Administrativo, y, en general, Público,
como pueden ser las de puissance pu-
blique, o la misma de service publique.
Es un repaso de distintas opiniones y
juicios de otros conocidos juristas fran-
ceses, que nos revelan la vigencia y el
ascendiente que aún conserva el pen-
samiento de estos grandes científicos
del Derecho.

La obra es extraordinariamente difí-
cil, por cuanto la autora, siguiendo el
ejemplo de la figura estudiada, hace
durante toda ella una gran exhibición
de objetividad, limitándose, aparente-
mente, a ir resaltando el pensamiento
de DUGUIT en distintos campos del De-
recho, las interpretaciones, en muchos
casos contradictorias, que ha origina-
do, las que ella misma pone, de relieve,
ateniéndose estrictamente a los textos
del fundador de la. Escuela de Servicio
Público. Si a esto unimos su recurso
a distintas ciencias-método interdiscipli-
nar —como la sociología, la ciencia po-
lítica, y no digamos de las distintas ra-
mas del Derecho a que se refiere, obli-
gada aquí por la misma amplitud que
DUGUIT dio a su temática— tendremos
la complejidad del marco que el lector
ha de tener en cuenta, si quiere serlo.
Mas advirtiéndole que saldrá satisfecho
aunque desencantado por las conclusio-
nes con las que se justifica toda esa
objetividad a n t e r i o r . Satisfecho por
cuanto nunca tendrá dudas sobre la
honestidad de lo que se le presenta,
al ser la intervención de la autora mí-
nima y, por tanto, al encontrar ante
sí, como si dijéramos, el estado actual,
tras el mas rígido balance o inventario
que pueda hacerse, de un maestro del
Derecho Público, cuya obra se ve a tra-
vés de sus mismas citas, las de sus
seguidores y contrincantes, desde su
nacimiento hasta nuestros días. Desen-
cantado por cuanto el resultado final

es demoledor, y con terminología pre-
sente, totalmente desmitificador: poco
queda, por no decir nada, de la obra,
en su día, gigantesca, de uno de los
mayores creadores de Derecho Público;
en sólo tres páginas finales, la autora
nos encierra toda su investigación so-
bre Ducurr, subrayando cómo el hom-
bre que luchó con toda su obra por
dar nuevos fundamentos al Derecho
Público, mediante la sustitución, . más
conocida, de la idea de poder público
por la de «servicio público», termina
casi confesando su fracaso, al recono-
cer que esta última no puede reempla-
zar totalmente a la primera, sino sólo
venir en su ayuda. Con esto fracasaba
su recurso, a la sociología, fracasaban
sus intuiciones lo mismo que su aprio-
rismo, y, sobre todo, su intento de cons-
truir un nuevo concepto del Estado, así
como un nuevo Derecho Público, todo
lo cual es visto por la autora con un
matiz reconvencional: este fracaso se
debe a que Ducurr quiso edificar una
nueva y personal construcción jurídica,
recurriendo a instrumentos extrajurídi-
cos —los de una sociología entonces in-
cipiente—, empleados como indubitati-
vos y rigurosamente absolutos, cuando
realmente eran jóvenes y escasamente
comprobados, lo que puede llevarnos a
amplificar dicho fracaso al terreno me-
todológico respecto de aquellos juristas
que recurren en sus investigaciones a
conocimientos, e x t r a o meta jurídicos.
Parece que la autora nos quiere decir
que el fracaso de DUGUIT tuvo su fac-
tótum en la misma ambición de su
método, como un especialista que olvi-
da su condición y cree dominar otras
muchas técnicas, que realmente sólo
conocía como amateur, lo que se justi-
fica a través del amazacotado y ento-
mológico análisis precedente, del que
destacamos los siguientes puntos:

1." El concepto de DUCUIT sobre el
Estado: puede decirse que es de aquí de
donde parte toda su construcción con-
ceptual iuspublicista. Al rechazar el fe-
nómeno estatal y, en general, .político,
como un'fenómeno de fuerza, busca so-
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meterlo al Derecho, pero concibiendo
éste de modo más amplio que el pura-
mente positivo. La sumisión al Derecho
la hará mediante la noción de «servicio
público». El Estado, viene a decir, está
para servir, lo que formula de modo
tan general, abstracto y ahistórico, que
algunos críticos destacarán una contra-
dicción: según tal idea, el Estado siem-
pre ha existido, cuando la historia nos
señala otras formas políticas anteriores
al Estado.

2." Su idea de la *sociedad»: unida,
indisolublemente, a la anterior. Si como
afirma «pensar en el hombre aislado
es pensar en una cosa inexistente», ata-
cando asi a ROUSSEAU, lo único que exis-
te es la sociedad, y, por tanto, la soli-
daridad. Parece ser que en tan radical
negación del «individualismo» tuvo in-
fluencia la misma circunstancia políti-
ca de su época, con un pujante sindica-
lismo y con una mayor concretización
de los intereses profesionales (que le
llevan a esquematizar in mente una or-
ganización parlamentaria de tipo cor-
porativo). DURKHEIM le inspira al soste-
ner la precedencia histórica de las for-
mas sociales indiferenciadas, tanto res-
pecto a sí mismas, como frente a los
individuos, de lo que se deduce que la
noción de individuo es en la teoría fru-
to moderno, y en la práctica, caso re-
ciente.

3." Su negación de todo subjetivismo:
será la idea, fuerza o motor de todo su
pensamiento, que le conducirá desde la
negación de todo derecho subjetivo —no
sólo privado sino público— a la estruc-
turación de una unidad del Derecho,
dentro de la que no puede distinguirse
ningún «Derecho privado», en el senti-
do de la dualidad clásica, para no ad-
mitir a la voluntad privada, como su
causa. De aqui partirán todas sus con-
tradicciones, como si la mayor no pro-
cediera de sus mismos postulados y de
su mismo es fue rzo : generalizar una
construcción particular, sobre unas pre-
misas sociológicas, que por muy atrac-
tivas que le r e s u l t a r a n , no dejaban,

porque él las admitiese, de ser las con-
clusiones a las que un investigador
científico de la sociedad había alcan-
zado «en función de una época deter-
minada» (a lo que se ref ie re PISIER-
KOUCHNER, en sus conclusiones). Con
mucha lógica, DUGUIT observa que los
llamados derechos naturales por los re-
volucionarios de 1789 pueden llegar a
extremos que estos jamás habrían pen-
sado: «afirmar el derecho subjetivo de
propiedad puede s ign i f i ca r que todo
hombre cuando viene al mundo tiene
derecho a ser propietario de una igual
cantidad de riquezas. DUGUIT muestra
el peligro de semejante doctrina al pro-
porcionar un punto de apoyo a las filo-
sofías comunistas y colectivistas moder-
nas» (p. 46). Con muy poca, respecto
de su filosofía jurídica, rechaza la con-
clusión.

4." El poder público, según DUGUIT:
su negación es consecuencia de todo lo
anterior, ya que en síntesis, al poder
sería el máximo derecho subjetivo del
Estado, fuente de otros muchos, asi
como origen de muchas desigualdades
frente a los individuos; negados los
derechos subjetivos, deben negar este
poder. El Estado tiene obligaciones, está
para servir, con lo que enlazamos con
la noción que se considerará por algu-
nos básica para el Derecho Adminis-
trativo: la de «servicio público».

5.° Su concepto de «servicio públi-
co*: más bien debería hablarse de fal-
ta de él, por exclusión, ya que para
DUGUIT lo que hay únicamente son ac-
tividades materiales que el Estado des-
arrolla en favor de los gobernados.
No hay el menor asomo de criterio for-
mal o jurídico, sino estrictamente ma-
terial: el Estado ha venido realizando
una serie de actividades —policía, jus-
ticia, defensa— que eran servicios pú-
blicos, como le vemos ahora desarrollar
actividades comerciales, que también lo
son. En todos los supuestos, hace algo
para los que gobierna. Sin embargo,
enfrentado con una jurisprudencia del
Consejo de Estado, que comienza a
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arbitrar un deslinde de casos reales,
DUGUIT, curiosamente, halla inexplica-
ble por qué en unos casos, tal Consejo
se declara competente, y en otros no,
remitiéndose a la jurisdicción ordina-
ria. DUGUIT no aprecia su misma con-
tradicción: el simple planteamiento de
tal disyuntiva, revela que en su fondo
reconoce la existencia de dos tipos de
normas, o al menos, de dos enfoques-,
habría casos que reclaman unas nor-
mas especiales, a su vez interpretadas
o enjuiciables por órgano especializado
en asuntos jurídico - administrativos,
como es el Consejo de Estado. DUGUIT
no quiso darse respuesta a su interro-
gante, que daría JÉZE: no hay servicio
público sin un régimen jurídico «espe-
cial». Seria la existencia en cada su-
puesto de este régimen juridico espe-
cial, lo que haría que el Consejo de
Estado interviniese, declarándose com-
petente.

Tal concepto fundamenta todo el De-
recho, no sólo el Derecho Administra-
tivo, que DUGUIT no admite, al menos
como rama especial del Derecho. Todas
las reglas jurídicas estarán en función
del mismo: no habrá Derecho Público
ni Privado, sino sólo el Derecho (los
intereses individuales, presunta base
del segundo, DO pueden ser opuestos
al interés colectivo, porque su idea so-
cial de la solidaridad no se lo permi-
te). «Si el individuo no puede ser su-
jeto ni fuente de derecho», tampoco lo
será el Estado, que al ser posterior a
la sociedad, es de ésta de la que deri-
va todo su derecho. La sociedad es an-
terior a todos, y en ella es donde todos
se solidarizan, estableciéndose unas re-
glas de derecho, que llama normativas,
porque se imponen a todos —incluso al
Estado—espontáneamente; las restantes
reglas serán de derecho constructivas.

De esto a una visión socialista de la
comunidad política hay sólo un paso,
como señaló HAURIOU: «... transforman
el hecho social, en ideal socialista, al
deducir del hecho social de la solidari-
dad una obligación para el individuo:

Afirmación que supone que el ideal
de justicia está en un aumento de la
solidaridad, lo que significa que el
ideal está del lado del aumento de so-
ciedad, lo que se asemeja mucho a la
doctrina que ve en la sociedad, un fin,
y no un medio, para el individuo...»
(página 86). Conclusión nunca admitida
por el autor de todo el proceso mental
que a ella llegaba: otra contradicción
duguitiana, eco de un romanticismo
que veía la realidad social sin renegar
lo más mínimo de su propia persona-
lidad individual.

8.° La fuerza del Derecho: como para
DUGUIT tal Derecho no sólo es el posi-
tivo, su fuerza radica en su observan-
cia social, con lo que refuerza su ar-
gumento, tanto del origen social del
mismo, anterior al Estado, como la su-
misión de éste a aquél. Mas tal Dere-
cho o norma, según sus criticos, mucho
tiene de social y poco de juridico, con-
tra lo que DUGUIT reacciona, sostenien-
do que «lo que nos permite afirmar que
en un momento determinado una nor-
ma social deviene jurídica es cuando la
masa de conciencias individuales llega
a comprender que la sanción material
de la misma puede ser socialmente or-
ganizada». Releyendo esta afirmación
se comprueba cómo el poder ser—en
términos de probabilidad— no evita la
identidad entre ambos tipos de normas;
si, como señala la autora del libro, am-
bas normas se distinguieran por el tipo
de sanción y «si el Estado tiene el mo-
nopolio de la constricción material or-
ganizada ¿no cabe pensar en que la
regla jurídica se define siempre desde
un criterio estatal, confundiéndose con
la regla positiva?» La identidad se rei-
tera cuando DUGUIT cree que «... el es-
tudio de los hechos sociales permite es-
tablecer reglas de derecho superiores
al legislador. Es al jurista a quien in-
cumbe hacerlo, pues debe ser un direc-
tor de conciencia» (p. 137).

La principal conclusión que saca es
que el Derecho está por encima del
Estado, hasta el punto de que su idea
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del servicio público está en función de
su limitación. Casi diríamos silogística-
mente que para DUGUIT el Estado no es
poder, para negarle la fuerza, y el Es-
tado es servicio público, porque esta
sujeto el Derecho (y para someterle a
él): «... el Estado no tiene más que un
solo fin, que comprende todas las fun-
ciones: la gestión del Derecho».

De estas premisas irá levantando su
construcción jurídica: hay un Derecho
objetivo, positivo o no. El primero es
obra de unos órganos, que al revelar
su subjetividad son negados, definién-
dole por las notas clásicas de la gene-
ralidad y de la abstracción; el mismo
rango y fuerza tiene la ley —aprobada
por el legislativo— que el Reglamento
—aprobado por el Gobierno—. La fun-
ción legislativa cons is te en producir
actos-reglas, condición que tienen la ley
y el Reglamento; su aplicación a los
casos concretos c a u s a r á «situaciones
subjetivas», no derechos, a través del
«acto-condición», en el que incluye la
sentencia. Como los actos-reglas son
generales y abstractos, no engendran
responsabilidad ni, por tanto, reclama-
ciones indemnizatorias particulares ¿có-
mo una disposición general puede pro-
ducir daño a un individuo concreto?: «si
una ley nueva concediera indemniza-
ción a los que sufrieran un perjuicio
de hecho, r e conoce r í a (el legislador)
que la ley que dicta no formula el de-
recho ... y que es contraria a él» (pá-
gina 194). Lo que es otra paradoja de
su pensamiento, ya que proclama irres-
ponsable al Estado, cuando por otro
lado, con su noción de servicio públi-
co, quería sujetar al Estado al Derecho
y aumentar su responsabilidad. Rectifi-
ca a partir de 1911, a través del «ries-
go» creado por todo servicio público,
llegando a admitir la responsabilidad
objetiva: «la caja colectiva debe repa-
rar el perjuicio».

Y asi podría alargarse esta relación,
demostrativa de la originalidad de las
ideas de Ducutr, atento a veces a una
rigurosa lógica deductiva, y otras, a

las circunstancias concretas, como todo
jurista que oscila entre un Derecho que
concibe puro y una práctica que recla-
ma imperiosamente adaptaciones e in-
terpretaciones que eviten que aquél se
convierta en la estricta injusticia. A Jo
largo de estas condensadas páginas, se
nos va apareciendo un DUGUIT contra-
dictorio, que defiende a ultranza la ge-
neralidad de unas normas y ataca todo
lo subjetivo o lo que a ello se asimila,
llámense derechos subjetivos, llámense
normas jurídicas especiales, citado muy
abundantemente, junto con todos aque-
llos que le han tenido en cuenta, para
defenderlo o atacarlo. La autora apare-
ce como en una segunda fila, como si
quisiera decirnos que las contradiccio-
nes que estudia no responden a un
ataque personal, cuando son fruto de
un profundo estudio sobre el gran ju-
rista de Burdeos, cuyas obras en su
totalidad se enumeran al final, en un
apéndice bibliográfico, de apariencias
exhaustivas. Quizá su intervención re-
sulta demasiado modesta, cuando los te-
mas analizados son tan ambiciosos que
el lector se ve obligado a ir pasando
sucesivamente por distintas ramas del
Derecho si quiere llegar a conocer el
pensamiento de uno de los mayores
estudiosos del Derecho, cuya obra se
muestra entre interrogantes a la hora
de saber su vigencia, pero que en todo
caso, es una gran obra, que tanto quiso
hacer para desidolatrizar el Estado y
sobre cuyo fracaso se cierra el libro,
porque el Estado sigue más poderoso
que nunca y al mismo tiempo va sien-
do cada día más dueño dé servicios pú-
blicos, revelando la compatibilidad en-
tre ambos status —poder y servicio pú-
blico— que casi al final DUGUIT tuvo
forzosasamente que reconocer. Los nue-
vos teóricos del poder público encon-
traron en él nuevos argumentos para
justificarle. Otra de las paradojas que
le ha jugado el destino al ilustre pro-
fesor de Burdeos.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA
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ROMANI, Franco y otros: Vimposizione
dei plusvalori patrimoniali, Atti del
V Convegno di Studi, Societá per lo
Studio dei Problemi Fiscali, Ed. Dott,
A. Giuffré, Milán, 1970, 301 pp.

Para los que crean en la viabilidad
cercana de un impuesto sobre las plus-
valías esta obra será como un freno,
ya que recogiendo ponencias y opinio-
nes de o t ros i l u s t r e s autores sobre
aquéllas, sobre el tema citado, los jui-
cios sobre su posibilidad no pueden ser
más dispares y divergentes, hasta el
punto que sobre su misma constitucio-
nalidad —no ya sobre su justicia— se
plantean por los part icipantes, en la
reunión de estudios a que se refiere,
numerosas dudas.

Las dudas parten ya en el plantea-
miento del tema, en la precisión del
concepto de plusvalías o en el de su
homónimo de «incrementos de los va-
lores patrimoniales» para lo que nece-
sariamente debe de partirse del concep-
to de «renta», que tampoco es pacífico.
No obstante, parece hallarse algún mí-
nimo de concordancias al identificar a
esta última como Iá procedente de una
fuerza p roduc t iva , de una actividad,
mientras que aquéllas serían el resul-
tado de una inactividad del sujeto qué
ve como aumentan los valores de su
patrimonio por fuerzas ajenas a las de
su voluntad, y es justamente esta pasi-
vidad del beneficiario la que origina
el contraste entre la posibilidad de su
imposición—que parece de justicia—y
la fórmula de concretarlas —o sea, me-
dir o c u a n t i f i c a r esas plusvalías—.
Insistimos en que los puntos de vista,
procedentes de los más ilustres autores
en materia fiscal de Italia, sin descui-
dar la entonces proyectada reforma tri-
butaria, se oponen en ocasiones entre
si, en base a consideraciones, ora eco-
nómicas —los incrementos pueden ele-
varse a razones puramente coyuntura-
Íes, como la subida de los precios—,
ora de justicia, o incluso, de su opor-
tunidad, así como de su v i a b i l i d a d
(¿puede hablarse de un impuesto au-

tónomo s o b r e las plusvalías o no se
trata más bien de una forma encubier-
ta de un impuesto sobre el capital o
patrimonio?). La finura expositiva ita-
liana alcanza aquí altos niveles, sin
que esto signifique que sólo se mueva
en la abstración; a n t e s al contrario,
con frecuencia se desciende al casuis-
mo para mostrar hasta dónde puede lle-
gar la justicia—o injusticia—de su gra-
vamen.

Lo que tenemos ante nuestros ojos es
una larga serie de puntos de vista, en
ocasiones opuestos, y siempre distintos,
en torno a un gravamen sobre las plus-
valías. Para justificarle se barajan no-
ciones, tan nuevas como tradicionales,
como son las de capacidad tributaria
(o mejor, contributiva), con su nuevo
aspecto en el célebre Informe CÁRTER,
cuya referencia se cubre con la capa-
cidad de demanda o petición de bienes
o servicios, en cierto modo, con la ca-
pacidad de consumo. Simultáneamente
se alude en ocasiones a las concomitan-
cias y posibles disparidades de este gra-
vamen con las «contributi di miglioria»
taun cuando se recalca su comunidad
de objetivos, sé resalta por alguno de
los participantes su condición de ins-
titutos jurídicos distintos, con mayor
relevancia financiera en el gravamen
que en las contribuciones). Mas, a pe-
sar de todos los argumenos, los juicios
favorables son tan numerosos como los
disconformes, por lo que al final, el
saldo de ambas posturas —en pro o en
contra de un impuesto sobre las plus-
valías patrimoniales— es muy equilibra-
do, de modo que no puede decirse que
de sus páginas brote con nuevo brío
la razón legitimadora, con efectos prác-
ticos, de un impuesto sobre el incremen-
to de valor de los bienes patrimoniales,
perfectamente delimitado y distinto de
cualquier otro impuesto— principalmen-
te, del patrimonial, con el que tanto
se confunde, al menos desde el plano
de la realidad— (las m a y o r e s críticas
contra su «racionalidad» se montan en
base a tal confusión, como ya hemos
dicho,, y. al carácter confiscatorio o al
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menos anticapitalista que este impues-
to tiene por contradicción d e n t r o de
una estructura capitalista en la que ha-
bitualmente se mueve). Planes y pro-
yectos de reforma legal en Italia, co-
tejados con lo hecho en otros sistemas,
junto a referencias históricas de pre-
cedentes y a consideraciones de equi-
dad y justicia tributarias, desfilan ante
nosotros, sin que de ellas p o d a m o s
deducir un aígumento incontrovertible
que justifique de modo universal el
tema objeto de estudio, que parece por
esto, permanentemente condenado a ser
centro de discusiones, sin que de ellas
salga esa luz que se refleje en los tex-
tos normativos de carácter tributario de
cualquier país.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

XVIII SEMANA DE ESTUDIOS DE DERECHO FI-
NANCIERO: La política fiscal estabiliza-
dora. Ed. de Derecho Financiero, Ma-
drid, 1971, 862 pp.

La Mutualidad Benéfica del Cuerpo
de Inspectores Técnicos Fiscales del Es-
tado celebra anualmente unas reunio-
nes semanales dedicadas a temas de
Derecho financiero, haciendo la que va-
mos a comentar el número dieciocho de
las celebradas hasta su fecha, lo que es
buena prueba del arraigo que han ad-
quirido y, sobre todo, del abundante
material que van proporcionando al es-
tudioso de una temática tan moderna y
actual como la que les sirve de rúbrica.
Puede decirse, sin pecar de hiperbólico,
que cualquier trabajo futuro que inten-
te hacerse sobre la ciencia financiera,
tanto en su aspecto jurídico como en el
económico, requerirá la consulta de al-
guna de estas Semanas.

La Semana celebrada en 1970 hizo
como objeto principal de sus exposicio-
nes la temática siempre tan candente
de la «política fiscal estabilizadora», sin
que esto quiera decir que se. tratara en
ella única y exclusivamente de este tipo

de política, ya que, como todo el mundo
sabe, sin ser especialista, no tiene nin-
gún sentido hablar hoy de «política fis-
cal» a secas, ya que, expresa o tácita-
mente, cuando se la menciona también
se está pensando en la política moneta-
ria y, en general, en todo ese abanico
de instrumentos de política económica
cada vez más numerosos, como cada vez
son también más numerosos los proble-
mas que a los gobernantes y a los ex-
pertos va planteando la misma realidad
económica sobre la que pretenden ac-
tuar. Además está muy caliente la po-
lémica política fiscal *versus* política
monetaria para que todo estudio sobre
la p r i m e r a no sea simultáneamente
—aunque sólo fuera por rebote— un es-
tudio de la segunda.

Fundamentalmente el libro se compo-
ne de tres partes, que, como tales, exi-
gen un comentario independiente. Tales
partes coinciden con lo que pudiéramos
llamar timing o ritmo de desarrollo de
la propia Semana, ya que los trabajos
aportados se centran en torno a las dos
sesiones de coloquio, cada una de las
cuales dedica toda su duración a una
de las vertientes desde la que se con-
templa el tema central (en este caso,
como hemos dicho, «la política fiscal es-
tabilizadora); de ahí, pues, que la pri-
mera parte incluya todas las ponencias
presentadas bajo el lema «la política
fiscal antiinflacionista» y la segunda
las relativas a «la política fiscal en las
fases de recesión», viniendo la tercera
parte representada por las comunicacio-
nes (que normalmente versan sobre as-
pectos destacados o parciales del tema
central y que en la presente Semana
describen la aplicación de la política
fiscal estabilizadora en aquellos países
que más o menos tenemos como mode-
los a la hora de las comparaciones in-
ternacionales, como son Francia, Gran
Bretaña, Estados Unidos, Suecia, Cana-
dá y Bélgica).

1. La primera parte se abre con una
interesante conferencia de FERNÁNDEZ
ORDÓÑEZ sobre «Los conflictos entre los
diversos objetivos de la política fiscal»;
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aquéllos son cada día más numerosos y
diversos, y entre ellos y los medios no
existe la compatibilidad necesaria como
para eliminar todas las dudas sobre
unos y otros. De ahí que, como indica
el autor, «la determinación lúcida de los
objetivos y de sus prioridades es la pri-
mera condición para que los medios de
acción a su servicio sean a su vez or-
denados, compatibles y eficaces». Las
sociedades, al igual que los individuos,
muchas veces intentan conseguir más
de lo que sus medios las permiten, ol-
vidando así el principal dogma econó-
mico: todo en economía es elección
entre medios escasos para fines alterna-
tivos. Al político, más que al experto,
se le impone una limitación: no puede
conseguir todo lo que se propone. La
simple formulación de los objetivos es
polémica, aunque existe más unanimi-
dad a medida que aumenta su genera-
lidad: «el nivel general de aceptación
de un objetivo disminuye a medida que
éste se formula mas desagregadamente».
Todo el mundo, pudiéramos decir, está
de acuerdo cuando se marcan como ob-
jetivos el pleno empleo y la estabilidad.
¿Lo estarían del mismo modo si tuvie-
ran que elegir entre uno de los dos? De
ahí que al haber un conflicto entre los
objetivos hay un conflicto de adhesio-
nes a tales conflictos, por lo que el pro-
blema se desplaza al encuentro de los
instrumentos a través de los cuales se
imponga el objetivo con mayor consen-
so social. Tras aludir a los mecanismos
democráticos para llegar a su determi-
nación, examina los posibles conflictos
que puedan darse entre esos cuatro ob-
jetivos económicos sobre los que parece
haber pleno acuerdo en el campo de la
política económica: el desarrollo econó-
mico, el pleno empleo, la distribución
equitativa de la renta y la estabilidad.
Es claro que los dos primeros son ob-
jetivos que favorecen a todos los miem-
bros de la comunidad; no ocurre así
con los segundos, por lo que ya aun
desde este plano —desde el de los posi-
bles afectados— se suscita un conflicto
entre d i c h o s objetivos. Simplificando,

confronta el desarrollo económico con
los otros dos objetivos: la distribución
y la estabilidad; en el fondo de tal con-
frontación lo que late es algo que ha
sido objeto de múltiples conferencias,
trabajos y declaraciones. ¿Puede haber
un desarrollo sin inflación? ¿Hasta qué
punto ésta no ha de ser el precio que
ha de pagarse si q u e r e m o s obtener
aquél? Parece que la respuesta se en-
cuentra en un concepto eminentemente
pragmático y, como tal, anglosajón, el
trade-off, o una especie de línea ima-
ginaria a través de la cual avanzarán o
retrocederán, según las circunstancias,
los comprometidos en la política econó-
mica y social (1).

El autor ha de reconocer, sin embar-
go, que la política fiscal, por aludir al
tema de la Semana, no es más que ins-
trumento, quiérase o no, coyuntural al
servicio de ese compromiso (trade-off)
que tiene que ahondar en otras políti-
cas, como la de distribución de la ren-
ta, que haga dicho compromiso menos
gravoso para las clases más necesitadas
de ayuda social. Indirectamente estable-
ce de este modo una prioridad entre los
objetivos citados, aunque moviéndose
siempre en un terreno práctico y rea-
lista; la política fiscal puede servir tan-
to para la estabilidad como para la dis-
tribución de la renta; depende de la
política que se siga y del objetivo que
se marque. Si se quiere alcanzar algu-
na estabilidad y algún grado de distri-
bución de la renta, será a través de un
uso de la política fiscal, como de los
demás instrumentos de la política eco-
nómica, no condicionado a ningún ob-
jetivo en particular y sí contemporiza-
dor con los dos citados, acercando su
compatibilidad (o, lo que es lo mismo,

(1) Este tema seguirá vigente mientras lo
esté el del desarrollo económico. Curiosa-
mente, parece que la pregunta del texto va
teniendo una respuesta politica en el sen-
tido de que se admite el desarrollo con
inflación siempre que ésta no sea superior
a la de otros países con los que se hace la
comparación; el razonamiento viene a ser
el siguiente: «SI, nos desarrollamos con in-
flación, pero nuestra inflación interna es
inferior a la externa; nuestro desarrollo es
un buen desarrollo.»
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reduciendo su incompatibilidad) hasta
lo más posible, aunque el problema re-
side en esto. Si tácitamente se viene a
reconocer la superioridad de unos ob-
jetivos sobre otros, objetivos que con-
viene repetir son mucho más que eco-
nómicos, o sea, políticos, y que entran
por tanto en el campo de las decisiones
políticas, no podemos saber hasta dón-
de es admisible tal contemporización,
ya que se corre el peligro de no con-
seguir ningún objetivo por intentar con-
seguirlos todos a la vez; además, no
se ve cómo conciliar el uso de un ins-
trumento para dos objetivos distintos e
incompatibles. Si el Gobierno decide
emprender una política redistributiva
de rentas, ¿podrá seguir utilizando la
política fiscal con fines de estabilidad?
Es cierto que puede haber una respues-
ta, pero ¿no será a costa de desfigurar
totalmente cada una de las políticas
—de estabilidad y de distribución de la
renta— que se intenta perseguir? Cree-
mos que la doctrina tiene cierto espe-
jismo ante esta posibilidad; el descu-
brimiento y la imposición —porque los
tiempos actuales no permiten otra polí-
tica— del objetivo de la equidad intenta
ser cohonestado con los objetivos tradi-
cionales, aunque creemos que en el
fondo con aceptación y renuncia a la
aplicación correcta de dicho objetivo de
la equidad; lo que se pretende alcanzar
ya no es la equidad total y absoluta,
sino determinadas parcelas de la equi-
dad; realmente lo que hay es una prio-
ridad verbal, aunque una subordinación
práctica del objetivo de la equidad a los
otros objetivos (principalmente a la es-
tabilidad, tan querida para los negocios,
aunque algunos de éstos tengan su ori-
gen en la inestabilidad). Por su primera
conclusión puede ser cierta y puede ser
falsa: el que «el fondo del problema
no lo constituye el conflicto de los ob-
jetivos, sino las insuficiencias de nues-
tros instrumentos para resolverlos», será
o no cierto según el plano en que nos
coloquemos; puede ser como un apla-
zamiento de confesión de la incompati-
bilidad (o lo que es igual, conforme a

nuestros instrumentos actuales, t a l e s
objetivos no son alcanzables simultá-
neamente; decir que la culpa es de los
instrumentos es no decir nada y decir
mucho; si reconocemos que es un pro-
blema actual, con la anterior afirma-
ción, no hacemos más que retardar su
solución, aunque admitamos que por
«ahora» no la tiene).

En cualquier caso, FERNÁNDEZ ORDÓÑEZ
admite que la política está por encima
de los instrumentos monetarios y fisca-
les y que «el desarrollo con estabilidad
en el proceso de una renta mejor dis-
tribuida» dejará de conseguirse no por
la propia imperfección de tales instru-
mentos, «sino porque las medidas de
acción política sobre el marco, estructu-
ral no han sido las necesarias o han
sido ambiguas o indecisas». Hay entre
esta afirmación y la cita recogida del
Manifiesto radical francés cierta con-
tradicción, ya que la frase de este úl-
timo («la liberación de la economía...
y de la consideración de sus leyes como
fatales e ineluctables será la tarea de
una generación—1 a nuestra—») está
también condicionada a otras limitacio-
nes: a esas limitaciones que son las que
impiden que esas medidas de acción
política sean necesarias y adecuadas;
olvidarlo es olvidar la instrumentalidad
de las ciencias y de las políticas espe-
cializadas (sea la política económica o
cualquier otra). Con el señalamiento de
las limitaciones de estos instrumentos
técnicos nos adentramos en su estudio.

.2. La ponencia del profesor FUENTES
QUINTANA sobre «La política fiscal anti-
inflacionista» fija el cuadro en el que
se ha de desenvolver el coloquio que
motivó su presentación, asi como las
aportaciones de los demás participan-
tes. Diríamos que no hay mejor ponen-
te para tal tema, mucho más para los
que conocen esas otras ocasiones en que
trató tema similar, que les lleva a pen-
sar en que este profesor es un adalid
de la causa de la estabilización, asi
como sus alegatos contra los efectos
perjudiciales de la inflación. Su traba-
jo gira sobre estas cuatro preguntas:
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1, los fundamentos actuales de la polí-
tica fiscal estabilizadora; 2, su univer-
salidad; 3, su empleo; 4, sus limitacio-
nes. La política fiscal nace con KEYNES,
con el ímpetu propio de toda innova-
ción: sustituir totalmente a todas las
políticas instrumentales conocidas • has-
ta entonces (y especialmente a la mo-
netaria); hoy, tal oposición entre po-
lítica fiscal y política monetaria no
tiene más que efectos perturbadores.
La política fiscal será además muy di-
ferente, atendiendo al grado de des-
arrollo económico en que cada país se
encuentre, por lo que no puede redu-
cirse a una fórmula estereotipada con
aplicación «universal». Para F U E N T E S
QUIKTANA, aún no se ha utilizado la po-
lítica fiscal como tal política con fin
estabilizador, o sea, con «programación
deliberada, (su) utilización sistemática
y (su) aplicación constante», sin contar
con sus propias limitaciones, como las
de cualquier otro instrumento cuyo ori-
gen reside tanto en la propia dimensión
del sector público como en los retrasos
de la misma política fiscal' debidos a
defectuosidad de los cauces de previsión
de la coyuntura, a fallos político-admi-
nistrativos y funcionales. Termina con
una enumeración de las condiciones a
reunir por una política fiscal estabiliza-
dora: estimación de sus efectos econó-
micos, selección de sus medidas al fin
sobre el que producen mayor efecto, su
utilización como política sistemática y
continua, ampliación del sector público,
mejora de la flexibilidad y rápida dis-
ponibilidad sobre la información esta-
dística de previsión y evolución de la
economía nacional.

3. En este apartado incluimos todos
los trabajos que detallan ese cuadro
general delineado por el ponente, revi-
sando • los efectos antiinflacionistas de
los programas de ingresos, gastos y deu-
da pública. Sistemáticamente agrupa-
dos, los dos primeros, de Dionisio MAR-
TÍNEZ y J. L. DE JUAN, pasan revista a
tales efectos desde el ángulo de los im-
puestos; si bien fijándose el primero en
dichos efectos en relación a la inversión

privada y el segundo respecto del con-
sumo privado. Viene a continuación un
trabajo de BABEA sobre «La contracción
del gasto público: gastos de inversión,
gastos corrientes», y, por último, el de
RUBIO JIMÉNEZ sobre «La utilización de
la deuda pública» como instrumento o
medida de la política fiscal antiinflacio-
nista. La amplitud y trascendencia de
todos estos temas —a pesar de que sus
autores efectúan con ciertas restriccio-
nes de espacio y tiempo una limitación
voluntaria de la longitud de sus expo-
siciones^— nos obliga a que condensemos
nuestro comentario. La parte más inte-
resante de los trabajos de MARTÍNEZ y
DE JUAN se refiere al juego específico
de impuestos que pueden tener efectos
reductores tanto de la inversión priva-
da como del consumo de la misma na-
turaleza. Entre los impuestos con po-
sibles efectos desincentivadores de la
inversión privada figuran: el de socie-
dades, en cuya estructura es posible
introducir alguna modificación para lo-
grar aquéllos (incremento del tipo im-
positivo, suspensión de la deducción de
los intereses de'la base imponible o de
la compensación de pérdidas, así como
la suspensión y retraso de las amorti-
zaciones), o la creación de un impuesto
especial a la inversión de bienes de
equipo o suspensión de las deducciones
por este tipo de inversión en un IVA.
La postura del autor es extremadamen-
te cauta y subraya las ventajas y pe-
ligros de cada una de tales medidas.
Su planteamiento es teórico, al igual
que el de DE JUAN, que asi lo reconoce
expresamente, quien, tras aludir al ma-
yor peso del consumo en la demanda
global, considera los distintos impues-
tos que pueden tener efectos reducto-
res sobre él, siendo de destacar el juicio
acertadamente critico que expone sobre
el impuesto español sobre la : renta, a
quien niega todo posible efecto estabi-
lizador. BABEA, al contemplar la contrac-
ción del gasto público, analiza el marco
institucional español, en el que destaca
el papel preponderante del Estado en-
tre las Administraciones públicas, así

477



BIBLIOGRAFÍA

como las distintas categorías de gasto-,
estudia luego el modelo de previsión
económica a corto plazo, del que es uno
de los autores, y que puede ser ese ins-
trumento imprescindible que cubra una
de las lagunas que retrasan los efectos
de una política estabilizadora; de sus
conclusiones destaquemos las relativas
a la necesidad de formar y presentar a
las Cortes un presupuesto total del sec-
tor público español (incluidas las em-
presas públicas) y la de una mayor
flexibilidad «en la realización de la
política presupuestaria en lo referente
al gasto público» a través de un siste-
ma de autorizaciones legislativas. El
texto de RUBIO JIMÉNEZ mereció la obje-
ción en su exposición verbal por su
contundente afirmación de tratarse la
deuda pública de un instrumento de la
política monetaria que, como tal, debe-
ría quedar al margen de las autorida-
des presupuestarias; pide una total re-
visión de nuestra política monetaria,
para lo que propone la supresión -de
todas las obligaciones legales de com-
pra de la deuda del Tesoro que actual-
mente pesan sobre los intermediarios
financieros», entre otras medidas.

4. La segunda parte a que nos refe-
ríamos al principio, bajo el lema «La
política fiscal en las fases de recesión»,
se inicia con la documentada y amplia
ponencia de ACOSTA ESPAÑA, en la que
se alude a la teoría de los ciclos y a
las grandes dificultades que encierra
su conocimiento, pues de todos es sabi-
do que, aun perfectamente conocidos en
sus nombres y consecuencias, la gran
desventaja que encierran en la práctica
es la determinación exacta de su fecha
de nacimiento, lo que repercute extra-
ordinariamente tanto en la adopción de
la política correspondiente como en su
utilidad y eficiencia; ningún instrumen-
to económico es tan flexible, automá-
tico y ajeno a la iniciativa humana
como para notar entre toda interven-
ción y el campo intervenido un desfase
o lag, que por ligero que sea nunca
deja de ser tal. A esto viene a añadirse
que a diferencia de una política estabi-

lizadora, que casi siempre supone una
marcha boyante de la actividad econó-
mica (quizás excesivamente buena, lo
que lleva al temor de que más vale una
marcha regular que no una demasiado
buena y acelerada), la de recesión sig-
nifica todo lo contrario, por lo que a
ese ministro imaginario de que nos ha-
bla el ponente se le plantean dos pro-
blemas: uno, la fijación de las medidas
concretas q u e deberá a d o p t a r para
combatir la recesión, y otro, el recono-
cimiento público de tal situación, que
puede hacer a su vez la recesión más
profunda (la política se desenvuelve
siempre en áreas llenas de optimismo
y ningún político querrá arrastrar con
la impopularidad de una situación en
la que las cosas no van bien-, de ahí
que cuando éstas se produzcan, y en
el caso de que se admitan públicamen-
te, se agrega inmediatamente de que
están en trance de recuperación, por lo
que todos los peligros en política, in-
cluso la económica, son sencillamente
pasajeros, a manera de tropezones que
todo ciudadano corriente tiene en su
vida diaria). El papel de los indicadores
económicos, de esos clignotants, como
llaman los franceses, se revaloriza ante
estas etapas, puesto que si bien su ma-
nejo es más ostentoso en las fases favo-
rables, su mayor utilidad la adquieren
en el anuncio de un posible porvenir
de vacas flacas, al ser entonces instru-
mento indispensable para que los polí-
ticos y gobernantes antecedan con su
imaginación a lo que puede ser luego
una triste realidad. Los ciclos económi-
cos parecen encerrar en su fondo cierto
fatalismo por revelar una cadencia fa-
tídica, en la que sucesivamente van al-
ternándose los ciclos buenos y los ma-
los, por lo que para reducir los efectos
de estos últimos se impone el uso de
unas buenas medidas de auscultación,
para no agravar su aparición con la
sorpresa que origina su desconocimien-
to; se revisan todos los «barómetros»
aptos para la detectación de esos tiem-
pos tormentosos, como son los de la
recesión, que por ahora no son perfec-
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tos, ya que los ciclos siguen producién-
dose igual y a veces, por ignorancia, y
con una confianza que hemos encon-
trado en otros autores (2), deposita su
fe en los modernos modelos economé-
tricos. Tras referirse a los ingredientes
de la demanda global, concluye con
unas consideraciones para un plantea-
miento de tipo global y un programa
de medidas adoptables en caso de re-
cesión, aunque, como dice, «la mejor
receta contra la recesión es no entrar
en ella», y es que, como vemos en la
práctica, los Gobiernos permanecen pa-
sivos muchas veces ante las situacio-
nes inflacionarias por el temor secreto
de -caer en la recesión y valorar esta
situación como peor que aquélla, pues-
to que aparentemente es mucho mejor
que todos los mecanismos y factores
económicos estén trabajando que inac-
tivos (sin examinar si tal actividad es
útil y rigurosamente productiva o su-
pérflua y secundaria). En dicho progra-
ma destacamos lo siguiente: «Las difi-
cultades de calcular con oportunidad la
puesta en práctica de esta politica (an-
tirrecesiva), ante la necesidad de pro-
gramar el gasto adicional previsto y de
obtener el refrendo legislativo, es tan
grande que se hace urgente introducir
en el presupuesto unas variables de es-
quema de gastos que entren en juego
dentro de unos límites máximos, según
la discreción del Gobierno..

5. Los trabajos que acompañan esta
ponencia son los encargados de concre-
tar las medidas por las que se puede
reactivar una economía en fase recesiva
y que paradójicamente plantean al pro-
fano una serie de interrogantes en tor-
no a unos instrumentos que admiten
un doble juego, o sea, pueden servir
según la dirección que se les marque
para fines tan distintos como pueden
ser disminuir el recalentamiento econó-

(2! La econometría tiene ya una larga
duración existencial y no parece que sus lo-
gros hayan sido tantos como sus comienzos
podían hacer pensar. L. A. ROJO, en su libro
sobre KETNES y el pensamiento macroeconó-
mico. parece colocar en ella todas las bazas
que desmontan la teoría keynesiana.

mico o atizar el fuego para que la eco-
nomia salga de su marasmo. Creemos
que aquí reside una de las principales
incertidumbres de la ciencia económica
y de los propios instrumentos en si, ya
que siempre existirá la duda de si las
medidas adoptadas producirán los efec-
tos premeditados; quizás la ciencia eco-
nómica nunca podrá llegar a tener la
exactitud de las matemáticas, ya que
mientras ésta juega con números, aqué-
lla juega con hombres, y los mecanis-
mos psicológicos de éstos son demasiado
complejos como para someterse callada-
mente y sin rebeldía a las órdenes de
unos políticos que a veces piensan en
el aparato productor como un fiel me-
canismo de relojería. Por eso, cuando
se critica la insuficiencia de los instru-
mentos, ¿no será más bien lo criticable
la insuficiencia de las valoraciones que
entran en la adopción de tales instru-
mentos? En el fondo mental de los di-
rigentes de una economía de mercado
late el secreto deseo de llevar a cabo
sus decisiones a modo de planificadores
centrales, para los que las medidas son
aplicables tanto por su decisión como
por su adecuación. Los autores que va-
mos a citar son mucho más realistas y
enjuician los instrumentos disponibles
y, como en el coloquio anterior, miran
los posibles efectos que sobre la rece-
síón pueden ejercer la disminución de
los impuestos, la elevación del gasto
público o bien la utilización de la deu-
da pública, corriendo a cargo cada uno
de estos puntos de LAGARES CALVO, CAN-
SECO y SÁNCHEZ PEDREÑO, respectivamen-
te. En los dos primeros se ha contado
con una notable experiencia práctica:
la economía norteamericana, que en
sucesivas etapas ha practicado una po-
lítica de tax-cut y de deficit-spending,
por lo que cualquier estudio que inten-
te hacerse sobre esto debe revisar el
caso americano. La eficacia de estas
medidas, como de todas las que se for-
mulan en esta obra y como de otras
muchas que pudieran formularse, aun-
que parecen poseer en sí un efecto má-
gico, desprendidas del ambiente que las
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rodea, se supeditan en la practica a
algo tan invisible como es la confianza
en el Gobierno, entendido como fun-
ción directriz y no como equipo de per-
sonas; nos gusta por eso la alusión
que LAGARES hace a la filosofía social
cuando al enjuiciar los programas pro-
puestos para evitar los retrasos a los
que todos aluden como causa de los
probables fallos de una política econó-
mica indica que «la viabilidad de estas
propuestas viene condicionada por cues-
tiones más amplias de filosofía social.
Para uno, el problema es una cuestión
de reglas frente a la autoridad, cuando
la confianza en la estabilización auto-
mática se identifica con reglas y go-
bierno legal, mientras que la acción
discrecional va unida a la debilidad y
arbitrariedad humanas. Para otros, la
acción discrecional no es nada que se
haya de temer, pues ofrece el reto de
la libertad derivado de una acción po-
sitiva de los asuntos humanos, inclu-
yendo los sociales». Ahora bien, la
eficacia incentivadora de la reducción
impositiva estará en función del volu-
men de la detracción fiscal, lo que in-
cide en última instancia sobre la sufi-
ciencia o insuficiencia del sistema tri-
butario, p u e s t o q u e dicho volumen,
creemos condiciona la reducción en un
doble plano: por cuanto un sistema
tributario que no recaude lo suficiente
malamente puede conceder reducciones,
y por cuanto las reducciones sólo pue-
den tener un efecto directo y visible
cuando tienen cierta cuantía. Por esti-
mar al impuesto como medida más de-
licada que el gasto en cuanto con el
primero se pretenden viabilizar ciertos
principios jurídicos fundamentales (re-
cordemos el de igualdad ante las car-
gas tributarias), podríamos formularnos
otras consideraciones: - ¿en virtud de
qué razones pueden concederse unas
reducciones a unos sectores en perjui-
cio de otros? Forzosamente tienen que
ser económicas y no jurídicas, con el
consiguiente riesgo de crear esferas de
desigualdad en donde tanto trabajo cos-
tó establecer un principio de igualdad.

A pesar de su novedad, la política de
tax-cut, a pesar de que sus primeros de-
fensores la calificaron pomposamente
de «nueva economía», no ha pasado de
ser una política más, que se suma al
arsenal de las conocidas y cuyo uso de-
penderá de las circunstancias y de cuál
sea la situación de cada país; quizás
LAGARES esté bastante influido por el
punto de vista de W. HELLER, por ejem-
plo (3), cuando escribe que lo que ha
resaltado de esta política «es su efecti-
vidad y rapidez funcional como instru-
mento al servicio de la estabilidad». La
aportación de CANSECO es un análisis
histórico de la evolución del caso ame-
ricano hasta el momento presente, que
con relación al gasto público defiende
el llamado superávit presupuestario de
pleno empleo —al que recientemente
aludió el presidente Nixon en su men-
saje de presentación del presupuesto—,
con una referencia última al caso es-
pañol, en el que denota la falta de
•una clara conciencia sobre el papel a
desempeñar por el gasto público en la
regulación de la demanda, ni siquiera
aprovechando esas informaciones dispo-
nibles a nivel global... Toda la política
presupuestaria parece haberse reducido
en los últimos años a la obtención de
un equilibrio presupuestario...» Por las
deficiencias del sistema fiscal, con los
vicios congénitos del fraude, de la es-
casa recaudación, de la escasa sistema-
tización de algunas de sus figuras, opi-
na que la política de reactivación en
España debe actuar más sobre el pla-
no del gasto público, mediante su au-
mento, que por el del ingreso, a través
de la reducción impositiva. SÁNCHEZ PE-
DREÑO aboga, como RUBIO, por una ma-
yor independización y uso de la deuda
pública como instrumento de la política
monetaria, por lo que tanto luchan los
monetaristas en nuestra Patria, que rei-

(3) W. HELLER, como introductor en la
práctica de esta política, no puede menos
que proporcionarle toda suerte de elogios en
su libro Nuevas direcciones de ¡o política
económica, recopilación de unas conferencias
universitarias, publicado en España por Edi-
torial Labor, Barcelona. 1967.
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II.—NOTAS:

1. CONFLICTOS JURISDICCIONALES.

1.—CUESTIONES DE COMPETENCIA:

Preliminares: El reiterado apartamiento de la decisión del conflicto de la
consulta del Consejo de Estado (L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUEH). LXX, 207.

En torno al Fondo Nacional de Garantía de riesgos de la circulación. Es-
pecial consideración de la posibilidad de que quede sometido al pro-
cedimiento de apremio. La difícil bipartición entre un ámbito regu-
lado por el Derecho Común (L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER). LXX, 209.

Duplicidad del embargo sobre unos mismos bienes (L. MARTÍN-RETORTILLO

BAQUER). LXX, 251.

Ejecución de sentencia contra la Administración. Minuta de Letrado
(L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER). LXX, 253.

Embargo de bienes de concesionario de tranvías no afectos al uso pú-
blico ni al servicio público (L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER). LXX, 259.

El Decreto de calificación como monumento histórico-artístico de un pa-
lacio no puede impedir que se ejecute la sentencia que declara re-
suelto el contrato de arrendamiento del mismo, aunque la arrendataria
hubiera localizado allí una colección de obras de arte incluida en el
Inventario del Patrimonio Artístico Nacional (L. MARTÍN-RETORTILLO BA-

QUER). LXXII, 205.

El sometimiento al ordenamiento administrativo, establecido para las vi-
viendas de protección oficial no implica la exclusión absoluta del régi-
men común privado. Las exigencias de la legislación de propiedad hori-
zontal (L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER). LXXII, 222.

El hecho de personarse la Hacienda en juicio universal de quiebra no
empece la efectividad de los procedimientos administrativos de apre-
mio derivados de embargos fiscales anteriores a la iniciación del cita-
do juicio (L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER). LXXII, 237.

La hipoteca sujeta directa e inmediatamente los bienes gravados al cum-
plimiento de la obligación, no pudiendo aceptarse la competencia de
la Administración para ejecutar embargo, ya que la hipoteca inscrita
es cognoscible por la Hacienda en virtud del principio de publicidad
registral (L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER). LXXII, 240.

2. CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO.

A) EN GENERAL:

I.—FUENTES DEL DERECHO:

Normas escritas. Disposiciones de carácter general: concepto:
Sentencia de 13 de mayo de 1972. LXX, 271.
Sentencia de 29 de noviembre de 1972. LXXII, 248.
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Normas consuetudinarias:

Sentencia de 4 de abril de 1972. LXX, 271.

Precedentes administrativos:

Sentencias de 3 y 9 de mayo de 1972. LXX, 271.
Sentencia de 17 de octubre de 1972. LXXII, 249.

Principios generales: de igualdad de los administrados ante la Ley, de
economía procesal, de los actos propios.- de seguridad;

Sentencias de 21 de febrero, 9 y 22 de mayo de 1972. LXX, 272.
Sentencias de 31 de octubre de 1972. LXXII, 250.

Jurisprudencia y práctica comparadas: juego en materia de contrata-
ción administrativa:

Sentencia de 10 de abril de 1972. LXX, 272.

Publicación de circular:

Sentencia de 25 de noviembre de 1972. LXXII, 249.

II.—ADMINISTRACIÓN PÚBLICA:

ACTO ADMINISTRATIVO:

Clases.- definitivos y de trámite, tácitos, autorizantes y autorizados:

Sentencias de 18 de febrero y 17 de marzo de 1972. LXX, 272.
Sentencia de 5 de junio de 1972. LXXI, 244.
Sentencias de 14 y 28 de octubre de 1972. LXXII, 250.

Motivación:
Sentencia de 21 de abril de 1972. LXX, 274.
Sentencia de 30 de mayo de 1972. LXXI, 244.

Notificación:

Sentencias de 14 y 22 de abril de 1972. LXX, 275.

Ineficacia: nulidad absoluta (diversos supuestos):

Sentencias de 4, 16 y 23 de mayo, 15 y 28 de junio y 5 de julio de
1972. LXX, 245.

Sentencia de 27 de noviembre de 1972. LXXI, 248.

Ejecución:

Sentencia de 28 de junio de 1972. LXXI, 248.

III.—CONTRATOS ADMINISTRATIVOS:

Concepto moderno.-
Sentencia de 15 de junio de 1972. LXXI, 249.
Sentencia de 6 de diciembre de 1972. LXXII, 251.
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De las Corporaciones Locales:

Sentencia de 15 de junio de 1972. LXXI, 249.

Intereses de demora.-

Sentencias de 10 de abril y 3 de mayo de 1972. LXX, 277.

IV.—AGUAS:

Minero-medicinales: régimen legal

Sentencia de 14 de junio de 1972. LXXI, 250.

Subterráneas: doctrina general sobre su alumbramiento:

Sentencia de 15 de mayo de 1972. LXX, 283.

Comunidades de Regantes:

Sentencia de 31 de octubre de 1972. LXXII, 267.

V.—DOMINIO PÚBLICO:

Inalienabilidad:

Sentencia de 17 de febrero de 1972. LXX, 279.
Sentencia de 17 de octubre de 1972. LXXII, 252.

VI.—MONTES:

Comunales:

Sentencia de 17 de febrero de 1972. LXX, 279.

VII.—ZONA MARÍTIMO-TERRESTRE-.

Deslinde y amojonamiento:

Sentencia de 24 de abril de 1972. LXX, 282.
Sentencia de 25 de noviembre de 1972. LXXII, 254.

Posibilidad de propiedad privada sobre la misma:

Sentencia de 25 de noviembre de 1972. LXXII, 253.

VIII.—FARMACIAS.-

Aperturas: criterio interpretativo:

Sentencia de 28 de abril de 1972. LXXI, 250.

Distancias: su medición:

Sentencia de 18 de enero de 1973. LXXII, 256.

Traslado:

Sentencia de 7 de octubre de 1972. LXXII, 256.
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IX.—TRABAJO:

Obligaciones de las empresas exigibles en vía administrativa:

Sentencia de 30 de octubre de 1972. LXXII, 259.

Actas de inspección: Seguridad Social:

Sentencias de 21 y 22 de febrero y 11 de marzo de 1972. LXX, 290.

Normas de obligado cumplimiento: requisitos de publicación:
Sentencia de 30 de octubre de 1972. LXXII, 260. •

Potestad organizatoria de la empresa:

Sentencia de 30 de junio de 1972. LXXI, 252.

X.—TRANSPORTES :

Principio que informa el régimen legal:

Sentencias de 14 y 26 de octubre de 1972. LXXII, 258.

Procedimiento de concesión de servicios regulares de viajeros:
Sentencia de 24 de mayo de 1972. LXX, 284.

XI.—VIVIENDA:

Régimen jurídico de las de renta limitada:

Sentencia de 2 de noviembre de 1973. LXXII, 263.

XII.—URBANISMO:

Planes generales aprobados por el Ministerio de la Vivienda:

Sentencia de 23 de febrero de 1972. LXX, 298.
Sentencia de 4 de noviembre de 1972. LXXII, 276.

Ejecución: cesión de terrenos para viales:
Sentencia de 2 de mayo de 1972. LXX, 298.

Licencias municipales de construcción: principios interpretativos:

Sentencia de 8 de mayo de 1972. LXX, 301.
Sentencia de 5 de junio de 1971. LXXI, 261.

Proyectos de urbanización: polígonos:

Sentencias de 29 de noviembre y 21 de diciembre de 1972. LXXII, 277.

Edificaciones ruinosas:

Sentencia de 9 de mayo de 1972. LXX, 301.
Sentencias de 24 de mayo, 22 de junio y 9 de julio de 1972. LXXI, 262.

— 7 —
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Registro de solares:

Sentencia de 22 de mayo de 1972. LXX, 302.
Sentencia de 8 de junio de 1972. LXXI, 264.

Expropiaciones urbanísticas:

Sentencia de 6 de mayo de 1972. LXX, 302.
Sentencia de 13 de octubre de 1972. LXXI, 265.

Organización de la Administración urbanística:

Sentencia de 23 de diciembre de 1972. LXXII, 280.

XIII.—PROPIEDAD INDUSTRIAL:

Marcas:

Sentencia de 15 de marzo de 1972. LXX, 289.
Sentencia de 29 de mayo de 1972. LXXI, 251.
Sentencia de 25 de noviembre de 1972. LXXII, 262.

Modelos de utilidad:

Sentencia de 12 de mayo de 1972. LXX, 290.

Nombre comercial:

Sentencia de 20 de octubre de 1972. LXXII, 261.

XIV.—PRENSA:

Derecho de réplica:

Sentencia de 5 de junio de 1972. LXX, 284.
Sentencia de 13 de noviembre de 1972. LXXII, 268.

Registro de empresas periodísticas: finalidad: cancelación de inscrip-
ción:

Sentencia de 9 de junio de 1972. LXX, 287.

Faltas.- contra el orden público.- contra la verdad:

Sentencias de 21 de junio de 1972. LXXI, 255.

XV.—UNIVERSIDAD.-

Procedimiento disciplinario:

Sentencia de 6 de mayo de 1972. LXX, 288.

XVI.—ASOCIACIONES :

Inscripción en el Registro:

Sentencia de 19 de diciembre de 1972. LXXII, 265.

— 8 —
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XVII.—ACTIVIDAD SANCIONADORA:

Normas de ineludible observancia: doctrina general

Sentencia de 31 de diciembre de 1971. LXXI, 253.
Sentencia de 31 de octubre de 1972. LXXII, 270.

Interpretación:

Sentencias de 6 y 10 de octubre de 1972. LXXII, 270.

XVIII.—ORDEN PÚBLICO:

Atentados contra la salubridad pública:

Sentencia de 19 de mayo de 1972. LXXI, 255.

XIX.—EXPROPIACIÓN FORZOSA.-

Objeto:

Sentencia de 17 de febrero de 1972. LXX, 292.

Causa:

Sentencia de 16 de mayo de 1972. LXX, 292.

Justiprecio:

Sentencia de 22 de mayo de 1972. LXX, 294.
Sentencias de 23 de septiembre y 7 de octubre de 1972. LXXI, 260.
Sentencias de 4 de diciembre de 1972 y 25 de enero de 1973. LXXII,

273.

Intereses: legales: de demora:

Sentencias de 12 y 27 de abril de 1972. LXX, 294.

Jurado Provincial de Expropiación:

Sentencia de 4 de octubre de 1972. LXXI, 260.

Reversión: por desafectación:

Sentencia de 16 de mayo de 1972. LXX, 296.

Procedimiento: dictamen pericial: hoja de aprecio:

Sentencias de 4 y 18 de diciembre de 1972. LXXII, 271.

Expropiaciones urbanísticas: justiprecio local industrial: retasación y
revisión:

Sentencias de 18 y 29 de noviembre de 1972. LXXII, 274.

XX.—CINEMATOGRAFÍA:

Derechos del administrado-espectador:

Sentencia de 15 de noviembre de 1972. LXXII, 269.

— 9 —
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XXI.—ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA :

Administración Corporativa:

Sentencia de 16 de mayo de 1972. LXX, 266.

Administración local: competencia municipal para demoler lo indebi-
damente construido: licencias municipales de apertura:

Sentencias de 30 de mayo y 7 de junio de 1972. LXXI, 266.

Responsabilidad patrimonial:

Sentencia de 12 de junio de 1972. LXXI, 268.

Potestad organizatoria:

Sentencia de 24 de octubre de 1972. LXXII, 276.

Comunidades de regantes: naturaleza jurídica:

Sentencia de 31 de octubre de 1972. LXXII, 276.

XXII.—PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO :

Audiencia del interesado:

Sentencia de 29 de abril de 1972. LXX, 309.

Trámites: exigencia.-

Sentencia de 17 de abril de 1972. LXX, 310.

Nulidad:

Sentencia de 24 de mayo de 1972. LXX, 310.

Terminación:
Sentencias de 6 de marzo y 18 de mayo de 1972. LXX, 311.

Procedimientos especiales:

Sentencia de 6 de mayo de 1972. LXX, 314.
Sentencia de 16 de mayo de 1972. LXXI, 271.

Revisión de oficio:

Sentencia de 7 de julio de 1972. LXXI, 269.

XXIII.—RECURSOS ADMINISTRATIVOS:

Recursos de alzada:

Sentencia de 24 de mayo de 1972. LXX, 314.

Recurso de reposición:

Sentencia de 9 de mayo de 1972. LXX, 315.

— 10 —
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Prohibición de la «reformatio in peius:-

Sentencia de 10 de abril de 1972. LXX, 315.

Recurso extraordinario de revisión:

Sentencia de 25 de octubre de 1972. LXXIII, 281.

XXIV.—RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO :

Naturaleza revisora:

Sentencia de 9 de mayo de 1972. LXX, 316.
Sentencias de 12 y 28 de junio de 1972 y 26 de octubre de 1972. LXXI,

272.
Sentencias de 2 y 6 de noviembre de 1972. LXXIII, 284.

Orden de examen de las cuestiones:

Sentencia de 21 de abril de 1972. LXX, 318.
Sentencia de 30 de junio de 1972. LXXI, 274.
Sentencia de 5 de julio de 1972. LXXIII, 286.

Doctrina de los vicios de orden público:

Sentencia de 17 de mayo de 1972. LXX, 317.

Plazo de interposición:

Sentencias de 23 de mayo y 15 de junio de 1972. LXXI, 275.

Motivos de impugnación.-

Sentencia de 4 de abril de 1972. LXX, 319.

Objeto: impugnabilidad de los actos, actos expresión de la potestad
organizatoria, de la Administración:

Sentencia de 24 de octubre de 1972. LXXII, 303.

Legitimación activa.-

Sentencia de 6 de marzo de 1972. LXX, 319.
Sentencias de 9 de junio y 5 de julio de 1972. LXXI, 278.
Sentencias de 2 de noviembre y 11 de diciembre de 1972, 12, 17 y

19 de enero de 1973. LXXII, 295.

Requisitos del previo pago:

Sentencia de 14 de junio de 1972. LXX, 320.
Sentencia de 29 de mayo de 1972. LXXI, 280.
Sentencia de 9 de noviembre de 1972. LXXII, 287.

Formas del previo pago: aval bancario:

Sentencia de 10 de mayo de 1972. LXX, 323.
Sentencia de 29 de noviembre y 1 de diciembre de 1972. LXXII, 288.

— 11 —



Í N D I C E

Subsanación de defectos procesales.-

Sentencia de 9 de mayo de 1972. LXX, 323.
Sentencia de 24 de abril de 1972. LXXI, 276.

Cuestiones de admisibilidad:

Sentencias de 5 y 12 de mayo de 1972. LXX, 325.
Sentencias de 16 de octubre de 1972. LXXI, 281.
Sentencias de 18 de octubre, 22 de noviembre y 13 de diciembre de

1972. LXXII. 293.

Recurso de apelación: ordinaria y extraordinaria:

Sentencias de 10 de marzo y 28 de abril de 1972. LXX, 327.
Sentencia de 7 de octubre de 1972. LXXI, 281.
Sentencias de 27 de octubre de 1972 y 30 de enero de 1973. LXXII, 304.

Congruencia procesal

Sentencia de 12 de junio de 1972. LXXI, 277.
Sentencia de 29 de noviembre de 1972. LXXII, 303.

Requisito del dictamen previo de letrado:

Sentencias de 6, 12 y 19 de diciembre de 1972. LXXII, 291.

XXV.—RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN:

Requisitos para la indemnización de daños.-
Sentencia de 11 de abril de 1972. LXX, 328.
Sentencias de 29 de noviembre y 18 de diciembre de 1972. LXXII, 306.

Caducidad del derecho a reclamar los daños sufridos:

Sentencia de 10 de mayo de 1972. LXX, 329.

B) PERSONAL:

I.—CUERPOS DE FUNCIONARIOS:

Cuerpos generales del Estado:
Sentencias de 7 de octubre y 11 de diciembre de 1972. LXXI, 283.

Selección:

Sentencia de 17 de febrero de 1973. LXXII, 309.

II.—DERECHOS:

Derecho al cargo.-
Sentencias de 29 de abril y 12 de junio de 1972. LXX, 332.
Sentencia de 20 de enero de 1973. LXXII, 310.
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Derecho al sueldo:

Sentencia de 29 de mayo de 1972. LXX, 338.

Derecho a trienios.-

Sentencia de 24 de mayo de 1972. LXX, 338.
Sentencias de 18 y 22 de enero, 3 y 5 de febrero de 1973. LXXII, 312.

Derechos pasivos:

Sentencia de 30 de junio de 1972. LXX, 339.
Sentencias de 12, 13 y 20 de diciembre de 1972. LXXI, 288.

Compatibilidad de pensiones:

Sentencia de 27 de mayo de 1972. LXX, 339.

Colaboradores con la fuerza pública: derechos pasivos:
Sentencia de 3 de julio de 1972. LXX, 341.

Remuneración complementaria de rendimiento superior al normal: ór-
gano competente de su fijación:

Sentencia de 25 de octubre de 1972. LXXI, 287.

Inamovilidad de residencia-.

Sentencia de 21 de diciembre de 1972. LXXI, 292.

Interpretación de la expresión: '•funcionarios en poblaciones»:

Sentencia de 25 de octubre de 1972. LXXI, 285.

III.—FALTAS Y SANCIONES:

Conducta irregular, falta de probidad profesional:

Sentencia de 23 de junio de 1972. LXX, 344.

Sanciones: destitución del cargo:
Sentencia de 3 de julio de 1972. LXX, 345.
Sentencia de 14 de mayo de 1973. LXXII, 320.

Procedimiento:

Sentencia de 29 de enero de 1973. LXXII, 319.

C) TRIBUTARIO:

I.—PARTE GENERAL:

Fuentes del Derecho tributario:
Sentencias de 7, 9 y 13 de octubre; 3 de noviembre, 6, 9, 13 y 16 de

diciembre de 1972. LXXI, 297.
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Interpretación de normas tributarias: prohibición de la analogía:

Sentencia de 12 de diciembre de 1972. LXXI, 303.

Categorías tributarias:

Sentencia de 19 de diciembre de 1972. LXXI, 303.

Gestión tributaria.-

Sentencias de 25 y 27 de noviembre y 5 de diciembre de 1972. LXXI,
303.

Jurados tributarios:

Sentencias de 20 y 30 de octubre y 3 de noviembre de 1972. LXXI, 306.

Procedimiento económico-administrativo:
Sentencias de 27 y 29 de septiembre, 14 y 17 de octubre y 20 de no-

viembre de 1972. LXXI, 308.

Jurisdicción contencioso-administrativa:

Sentencias de 18, 24, 27 y 31 de octubre, 7, 9, 10, 18, 29 y 30 de no-
viembre y 1 de diciembre de 1972. LXXI, 308.

Infracciones tributarias: clases: contrabando: «¿n. dubio pro reo»-.
Sentencias de 5, 9, 23 y 30 de octubre; 4 de noviembre; 4, 13 y 21 de

diciembre de 1972. LXXI, 323.

II.—IMPUESTOS DIRECTOS:

Contribución Territorial Urbana:

Sentencia de 30 de noviembre de 1972. LXXI, 333.

Impuesto sobre las Rentas del Capital
Sentencias de 17 y 30 de octubre, 17 y 20 de noviembre y 5 de di-

ciembre de 1972. LXXI, 335.

Impuesto general sobre la Renta de Sociedades:

Sentencias de 13 de octubre, 7 y 25 de noviembre y 4 de diciembre
de 1972. LXXI, 346.

Impuesto general sobre la Renta de las Personas Físicas:
Sentencia de 7 de diciembre de 1972. LXXI, 347.

Impuesto general sobre las Sucesiones:
Sentencia de 24 de noviembre de 1972. LXXI, 348.

III.—IMPUESTOS INDIRECTOS:

Impuesto general sobre Transmisiones Patrimoniales:

Sentencias de 3, 5, 9, 18 y 20 de octubre; 2 de noviembre y 15 de di-
ciembre de 1972. LXXI, 50.
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Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados:

Sentencias de 7, 12 y 14 de diciembre de 1972. LXXI, 360.

. . Impuesto general sobre el Tráfico de Empresas.-

Sentencia de 13 de octubre de 1972. LXXI, 363.

impuesto sobre el Lujo:

Sentencias de 7, 13 y 17 de octubre de 1972. LXXI, 365.

Impuesto de Derechos Reales.-
Sentencias de 28 de septiembre y 14 de octubre de 1972:.LXXI, 368.

Renta de Aduanas:

Sentencias de 17 y 28 de octubre, 27 y 30 de noviembre y 20 de di-
ciembre de 1972. LXXI, 371.

IV.—HACIENDAS LOCALES:

Arbitrio sobre la Riqueza Provincial:

Sentencia de 16 de noviembre de 1972. LXXI, 375.

Arbitrio municipal sobre el incremento de valor de los terrenos: tasa
de equivalencia:

Sentencia de 3 de octubre; 16, 22 y 30 de noviembre-, 7 y 21 de di-
ciembre de 1972. LXXI, 377.

Arbitrio de radicación:

Sentencia de 21 de diciembre de 1972. LXXI, 389.

Arbitrio sobre solares edificados y sin edificar:

Sentencias de 25 de octubre, 22 de noviembre y 6 de diciembre de
1972. LXXI, 389.

Tasas municipales.-

Sentencias de 21 de septiembre; 2 y 11 de octubre y 19 de diciem-
bre de 1972. LXXI, 401.

. Contribuciones especiales municipales:

Sentencias de 22 de noviembre-, 9 y 21 de diciembre de 1972. LXXI,
408.

CRÓNICA ADMINISTRATIVA

I.—ESPAÑA-.

• ALONSO OLEA, M..- La materia contencioso-laboral en la ley 10/1973, de 17
de marzo, sobre modificación de la de 27 de abril de 1956, reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa. LXX, 365.
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DE FRUTOS ISABEL, J. M.a: Jornada de trabajo y retribución del trabajo de
la función pública. LXXI, 443.

LABUMBE BIURRUN, P. M.a: Comentarios o la reforma del texto articulado
de 8 de abril de 1965, de Contratos del Estado, por la Ley 5/1973, de
17 de marzo. LXXII, 327.

GÓMEZ-FERRER MOBANT, R.: Aspectos de la nueva regulación de fundacio-
nes culturales privadas. LXX, 377.

MARTÍN-RETORTILLO, L.: Problemas jurídicos de la tutela del paisaje. LXXI,
423.

SÁNCHEZ PÉREZ, M: Opciones de reforma de la estructura del Ministerio
de Educación y Ciencia. LXXII, 357.

SANTAMARÍA PASTOB, J. A., y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R.: Comentarios de

urgencia a la reforma parcial de la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa. LXX, 349.

SOBRAO MARTÍNEZ, F.: El Jurado Central de Publicidad. LXXI, 491.

II.—EXTRANJERO.-

FAJARDO SPÍNOLA, L.: La licencia de obras en Italia. LXX, 405,
GOROSTIAGA ALONSO-VILLALOBOS, E.: Notas sobre el régimen legal de tele-

comunicaciones de la República del Perú. LXXII, 431.
ROMERO PÉREZ, J. E.: Aportación al estudio de la selección de contratistas,

en Costa Rica. LXXI, 519.
TENESSA, A. P.: Las inversiones extranjeras en México. LXXII, 415.

BIBLIOGRAFÍA

I.—RECENSIONES Y NOTICIAS DE LIBROS:

ABELLÁN, Carmelo: Tratado práctico de la Administración local espa-
ñola. Tomo II. «Medios de las entidades locales». Ed. IEAL. Madrid,
1972, 1.087 págs. (V. R. VÁZQUEZ DE PRADA). LXXI, 547.

AIMÉ, Francois: L'informatique et i'Administraron. Ed. Instituto In-
ternacional de Ciencias Administrativas. Bruselas, 1973, 111 págs.
(I. DUCE SÁNCHEZ DE MOYA). LXXI, 548.

ARMSTRONG, R. H. R., y otros autores: New techniques in Public Admi-
nistration. A reader. Vol. I. College of Europe/Bruges, Bélgica,
1972, 483 págs. (V. R. VÁZQUEZ DE PRADA). LXX, 443.

ARTOLA, Miguel: Lo burguesía revolucionaria (1808-1869). Tomo V de
la «Historia de España Alfaguara». Alianza Editorial-Alfaguara.
Madrid, 1973, 343 págs. (J. A. SANTAMARÍA PASTOR). LXXI, 551.

BALOCCHI, Enzo: La Buona condotta. Ed. Dott. A. Giuffré. Milán, 1960,
150 págs. (J. M. CASTELLS). LXX, 444.

BARTHOLOMEW, Paul C: Public Administration. 3.a ed. Ed. Littlefield,
Adams y C.°, Totowa, New Jersey, 1972, XI-152 págs. (L. M. DIEZ
MARTÍN). LXXII, 443.
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BASSOLS COMA, Martín: Génesis y evolución del Derecho urbanístico
español (1812-1956). Ed. Montecorvo. Madrid, 1973, 340 págs. (Luis
MORELL OCAÑA). LXXI, 551.

BREWER-CARIAS, A. R., y CORTINAS PELÁEZ, L. (directores): Archivo de
Derecho Público y Ciencias de la Administración (1970-1971). Vol. II.
Ed. Universidad Central de Venezuela. Caracas, 1972, 618 págs.
(J. PRATS CÁTALA). LXXII, 444.

BOQUERA OLIVER, José María: Derecho administrativo. Ed. Instituto de
Estudios de Administración Local. Madrid, 1972, 324 págs. (M. BAE-
NA DEL ALCÁZAR). LXX, 449.

BOYSSOU, Fernand: La fiscaüté de l'urbanisme en Droit trancáis. Ed.
Iibraire Genérale de Droit et de Jurisprudence. París, 1972, 415 pá-
ginas (V. R. VÁZQUEZ DE PRADA). LXX, 451.

CORTINAS PELÁEZ, León: Las ciencias administrativas en América la-
tina. Ed. Universidad Central de Venezuela (Instituto de Derecho
Público). Caracas, 1972, 124 págs. (Alejandro NIETO). LXXI, 556.

CHKHIKBDZE, V. M.: The soviet state law. Moscú, 1969, 333 págs. (E. CA-
SADO). LXX, 453.

DIEZ NICOLÁS, Juan: Especiaüzación funcional y dominación en la Es-
paña urbana. Publicaciones ,de la Fundación Juan March. Colección
«Monografías». Ed. Guadarrama. Madrid, 1972 (I. DUCE S. DE MOYA).
LXXII, 446.

FAIREN GUILLEN, Víctor: Problemas del proceso por peligrosidad sin
delito. Ed. Tecnos. Madrid, 1972, 248 págs. (V. R. VÁZQUEZ DE PRADA).
LXX, 455.

FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Tomás Ramón: El medio ambiente urbano y las
vecindades industriales. Ed. Instituto de Estudios de Administra-
ción Local. Madrid, 1973, 219 págs. (José BERMEJO VERA). LXX, 459.

GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo: Código de la Administración local y
del urbanismo. 2.a ed. Ed. Boletín Oficial del Estado. Madrid, 1973,
3.013 págs. más anexos (V. R. VÁZQUEZ DE PRADA). LXXII, 448:

GAUTRON, Jean-Claude.- UAdministration sénegalaise. París, 1971, 94
páginas (E. CASADO). LXX, 464.

GILL, Mario: Los ferrocarriles. Ed. Extemporáneos. México D. F., 1971,
236 págs. (José BERMEJO VERA). LXX, 465.

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús: Derecho farmacéutico (y recopilación sistemá-
tica actualizada y anotada de la Legislación farmacéutica, por J. A.
ESCALANTE). Ed. Boletín Oficial del Estado. Madrid, 1972, 1.597 págs.
(anexos I y II, 25 y 18 págs., respectivamente) (V. R. VÁZQUEZ DE
PRADA). LXXI, 560.

HAMBY, J... y otros: L'aménagement du territoire et l'urbanisme. Tra-
vaux de la Faculté de Droit de Námur, núm. 9, 1972, 204 págs. (V.
R. VÁZQUEZ DE PRADA). LXXII, 452.

HERNÁNDEZ GIL, Antonio: Metodología de la Ciencia del Derecho. Tomo
II, «Algunas corrientes generales del pensamiento. El estructuralis-
mo y la Ciencia jurídica». Ed. por el autor y distribuido por Tecnos.
Madrid, 1971 (Carlos CARRASCO CANALS). LXXII, 454.

— 17 —



Í N D I C E

HERNÁNDEZ GIL, Antonio, y otros-. Estructuralismo y Derecho, «Intro-
ducción al estudio del estructuralismo y el Derecho». Alianza Uni-
versidad. Madrid, 1973 (págs. 11 a 52) (Carlos CARRASCO CANALS).
LXXII, 454.

HERNANDO DELGADO, Justo: La exportación. Manual de regulación ¡u-
rídico-administrativa. Ed. Instituto de Estudios de Administración
Local. Madrid, 1973, 429 págs. (A. CARRETERO PÉREZ). LXX, 469.

HERRERO, Miguel: El principio monárquico. Ed. Cuadernos para el
Diálogo. Madrid, 1972, 161 págs. (A. NIETO). LXX, 471.

HOPDGETS, J. E.; MCCLOSKEY, W.; WHITAKER, R., y WILSON, V. S.: The

Biography of an Institution. The Civil Service Commission of Ca-
nadá (1908-1967). Ed. McGill Queen's University Press. Montreal-
London, 1972, 532 págsí (J. A. SANTAMARÍA PASTOR). LXXI, 567.

JUNQUERA GONZÁLEZ, Juan: Lo crisis de las oposiciones. Publicaciones
de la Escuela Nacional de Administración Pública. Colección «Con-
ferencias y Documentos». Madrid, 1972 (I. DUCE SÁNCHEZ DE MOYA).
LXXII, 458.

LALINDE ABADÍA, Jesús: Anotaciones historicistas al jusprivatismo de la
segunda escolástica. Separata de «La seconda scolástica nella for-
mazione del diritto privato moderno». Ed. Giuffré. Milán, 1973,
págs. 303-375. (A. NIETO). LXXII, 464.

LIET-VEAUX, G.: Le Droit de la construction. Ed. CELSE. París, 1972,
373 págs. (E. CASADO). LXXI, 570.

MANDRIN, Jacques: L'Enarchie ou les mandarins de la société bourgoise.
París, 1968, 1.969 págs. (L. MARTÍN REBOLLO). LXXI, 572.

MARTÍN-RETORTILLO, Sebastian y otros: Descentralización administrati-
va y organización política, 3 tomos. Ed. Alfaguara. Madrid, 1973;
tomo I, 373 págs.; tomo II, 746 págs., y tomo III, 780 págs. (J. A.
SANTAMARÍA PASTOR). LXXI, 575.

MCCURDY, Hovvard E.: Public Administration: A Bibliography. Wash-
ington, D. C. Ed. College of Public Affairs. The American Univer-
sity, 1972, 156 págs. (Rafael BAÑÓN). LXXII, 466.

MEDRANO Y TREVIÑO, Diego-. Consideraciones sobre el estado económico,
moral y político de la provincia de Ciudad Real. Reedición del Ins-
tituto de Estudios Manchegos (C. S. I. O . Madrid, mayo de 1843,
XIII, 92 págs. M. PÉREZ OLEA). LXXI, 581.

MINISTERIO DE JUSTICIA: Guía Oficial de Grandezas y Títulos del Reino.
Madrid, 1973, 872 págs. (L. M.). LXXI, 467.

MOYA VALGAÑÓN, Carlos: Burocracia y sociedad industrial. Ed. Cuader-
nos para el Diálogo. Madrid, 1972, 280 págs. (J. A. SANTAMARÍA
PASTOR). LXX, 473.

NOÑEZ MAROTO, Herminio: Iniciación y desarrollo del procedimiento
administrativo municipal ordinario. Prólogo de J. M. BOQUERA. Edi-
ción del autor, año 1973, 222 págs. (V. R. VÁZQUEZ DE PRADA). LXXI, 583.

PISIER-KCUCHNER, Evelyne: Le service public dans la théorie de l'Eíat
de Léon Duguit. Vol. XV. Bibliothéque de Philosophie du Droit.
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Ed. Librairie Genérale de Droit et de Jurisprudence. París, 1972,
316 págs. (V. R. VÁZQUEZ DE PBADA). LXXI, 468.

PUVIANI, Amilcare: Teoría de la ilusión financiera. Ed. Instituto de
Estudios Fiscales. Col. «Obras Básicas de la Hacienda Pública».
Madrid, 1972, 244 págs. (V. R. VÁZQUEZ DE PRADA). LXX, 478.

RESCIGNO. BUTTARO, MINERVINI, BONESCHI Loi: Personalitá giuridica e
gruppi organizzatti. Ed. Giuffré. Milán, 1971, 209 págs. (A. SÁNCHEZ

BLANCO). LXX, 480.

ROMANI, Franco, y otros: L'imposizione dei plusvalori patrimoniali.
Atti del V Convegno di Studi. Societá per lo Studio dei Problemi
Fiscali. Ed. Dott. Giuffré. Milán, 1970, 301 págs. (V. R. VÁZQUEZ DE
PRADA). LXXII, 473.

SANTAMARÍA PASTOR, J. A.: Sobre la génesis del Derecho administrativo
español en el siglo XIX (1812-1845). Ed. Instituto «García Oviedo».
Sevilla, 1973, 162 págs. (T. R. FERNÁNDEZ). LXX, 483.

XVIII SEMANA DE ESTUDIOS DE DERECHO FINANCIERO: La política fiscal
estabilizadora. Ed. de Derecho Financiero. Madrid, 1971, 882 págs.
(V. R. VÁZQUEZ DE PRADA). LXXII, 474.

SIMÓN SEGURA, Francisco: La desamortización española del siglo XIX.
Instituto de Estudios Fiscales. Col. «Libros de Bolsillo» núm. 22. Mi-
nisterio de Hacienda. Madrid, 1973, 328 págs. (V. R. VÁZQUEZ DE
PRADA). LXXII, 482.

SORIA, Carlos: El director de periódicos. Ed. Universidad de Navarra.
Pamplona, 1972, 362 págs. (José BERMEJO VERA). LXXII, 485.

SOTO GUINDA, Joaquín: Tributación de las sociedades en España. 2.a edi-
ción. Ed. Guadiana de Publicaciones. Madrid, 1973, 665 págs. (I.
DUCE SÁNCHEZ DE MOYA). LXXI, 590.

TSIEN, Tche-hao: L'Administration en Chine Populaire. Ed. Presses
Universitaires de France. 1.a ed. París, 1973, 96 págs. (I. DUCE SÁN-
CHEZ DE MOYA). LXX, 486.

VARIOS AUTORES.- Acomodación de la Ley General Tributaria a las Ha-
ciendas locales. Ed. Instituto de Estudios de Administración Local
(XVII Seminario de Investigación). 1972, 271 págs. (V. R. VÁZQUEZ

DE PRADA). LXX, 489.

II.—REVISTA DE REVISTAS:

ACTOS ADMINISTRATIVOS:

BECKER, H. J.: Rucknahme fehlerhafter begünstigender Verwaltung-
sakte und Rüchforderung ohne Rechtsgrund gewáhrter Leistun-
gen. DóV, 1973, págs. 379-389. LXXII, 491.

BOCKEL, Alain: Sénégal, Sur le retrait des actes administratives uni-
latéraux. RDPSP, 1/73, págs. 135-153. LXXI, 593.
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GAUDEMET, Yves: Remarque á propos du sursis á exécution des dé-
cisions administratives. RDSP, 2/73, págs. 385-384. LXXI, 593.

INGEBORG, Berggreen: Die -dissenting opinión» in der Verwaltung.
DóV, marzo 1973, págs. 158-161. LXXII, 491.
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KONOW, K. O.: Die Eigenwirtschftlichtkeit der Verwaltung. DóV,
febrero 1973, págs. 78-83. LXXI, 593.

ADMINISTRACIÓN FINANCIERA:

BARBEYRE, R.: L'appréciation de la responsabilité pécuniaire des
comptables publics. RA, 150, 1972, págs. 593-5971 LXX, 491.

ROTHMANN, Gerd: O principio da legalidade tributaria. RDAB.
LXX, 491.
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spreis. DóV, marzo 1973, págs. 121-125. LXXII, 491.

YEBRA, P.: Las infracciones tributarias de las sociedades en los Es-
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ADMINISTRACIÓN LABORAL:
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491.

— 20 —



Í N D I C E

MIKULOWSKY, Witeld: Reforme de l'Administration lócale en Po-
logne. RA 152/73, págs. 197-204. LXXI, 594.

PALLARES MORENO, M.: Las relaciones entre el Estado y las entidades
locales en el proyecto de Ley de Bases de Régimen Local. REVL,
177/73. págs. 51-80. LXXI, 594.

UNBUH, G. Ch. von: Die Einrichtung der kommunalen Selbstver-
waltung ais staastspolitische Aufgabe. DVwL, enero 1973, pá-
ginas 1-11. LXX, 492.

VALLINA (DE LA) VELARDE, Juan Luis, y MORELL OCAÑA, Luis: Entes
territoriales y procedimientos de programación. RTDP núm. 1,
1973. LXXI, 594.

VÁZQUEZ DE PRADA, V. R.: Examen crítico de los acuerdos municipales
de prórroga de las ordenanzas fiscales. REVL, 176, 1972, pági-
nas 681-700. LXX, 492.

ADMINISTRACIÓN MILITAR:

COUTANT. P.: Les servitudes du métier militaire. RA, 154/73, pági-
nas 414-415. LXXII, 491.

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN GENERAL:

MOSHER, Frederick C. y ZINMERMAN, Virgil: La Administración pú-
blica en la sociedad temporal. DA, 149, 1972, págs. 11-69. LXX,
492..

SEPE, Onorato: Nuevos tendencias hacia la eficiencia del Estado
social. DA, 151/73, págs. 7-75. LXXI, 595.

SILVERA, Víctor: La structure du neuviéme gouvernement de la
Vém» Republique. RA, 153/73, págs. 261-271. LXXII, 492.

STAROSCIAK, J., y LETOWSKI, J.: La méthode comparative dans les
recherch.es de droit administratif. RICA, 4/73, págs. 158-166.
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RECENSIONES Y MOTICIA DE LIBROS

teradamente piden una mayor diferen-
ciación y diversificación de la deuda
pública, cuya duración, temporal debe
estar en relación con la de sus efectos
(a corto, medio o largo plazo). PEDBEÑO
opina que en la fase recesiva «sería
pertinente utilizar el crédito del Banco
de España no sólo para cubrir el défi-
cit público, sino también para reducir
posiciones de endeudamiento con los in-
termediarios financieros y reducir el
coeficiente obligatorio de fondos públi-
cos de los mismos». Concluye esta parte
con el trabajo de R. ORTO sobre «Esta-
bilidad automática y política fiscal dis-
crecional».

6. En el final del volumen se agru-
pan las comunicaciones, que comienzan
por la del profesor LÓPEZ CUESTA sobre
«Concepto de política fiscal», en la que,
tras una precisión de cada uno de ta-
les términos —política y fiscal—, se pre-
gunta si estamos ante un instrumento
de política económica o ante algo más,
pasando revista a todos los tratadistas
de política económica, así como el jue-
go de la relación política monetaria-
politica fiscal, y definiendo a esta últi-
ma como «la actuación compensadora
del Estado a través de los ingresos y
gastos del sector público y de los entes
y organismos paraestatales», y se cie-
rran con la de Félix DE LUIS sobre «Las
limitaciones de la política fiscal», título
similar a un libro recientemente apa-
recido C4), y con los que el estudioso de
la política económica tiene una guía
interesante de este punto; con clara
sistemática, y después de haber expues-
to las principales clasificaciones de es-
tas limitaciones, entra en el estudio de
cada una de las que se cobijan en las
siguientes rúbricas: retardos en el co-
nocimiento, en la decisión y funcionales
(o en la operatividad), destacando tan-
to la interdependencia de la política
monetaria y la fiscal como la especia-
lidad de ésta. En medio van las comu-

(4) Nos referimos a la obra de J. IRASTOH-
ZA sobre Limitaciones de la política moneta-
ria, ENAP. col. «Conferencias y Documen-
tos». 1969.

nicaciones de Dionisio FERNÁNDEZ, que
aporta su inagotable esfuerzo a un in-
teresante estudio sobre «La evolución
histórica de la política fiscal», tan ne-
cesario por tantas razones; Antonio
RÚA BENITO, A. VAÍLLO ALEGRE, J. MOHO
LÓPEZ, J. M. GARCÍA-MARCALLO MARFIL,
F. VILLOTA VILLOTA y A. REY VILLARREAL,
que sucesivamente van analizando y
comentando la política fiscal de los si-
guientes países: Bélgica, Canadá, Esta-
dos Unidos, Francia, Inglaterra y Sue-
cia, y en donde se ve el peso práctico
de esta política, que si en un principio
se planteó, como hemos señalado, como
alternativa frente a la política moneta-
ria, hoy es utilizada conjuntamente con
ésta en una perspectiva de superar las
oposiciones doctrinales ante una reali-
dad económica que requiere más que.
nunca el auxilio concurrente de las
más diversas políticas, ya que son tan-
tos los problemas que suscita que los
instrumentos se quedan generalmente
cortos (5).

7. El profesor FUENTES QUINTANA pone
con su resumen final el broche de oro
a este magnifico volumen, en el que se
encuentra tanto una profunda revisión
de todas las doctrinas habidas sobre
los puntos en él tratados como estupen-
das sugerencias para los estudiosos y
para los prácticos de la política eco-
nómica. En él hallamos, como sugie-
re FUENTES, un cuidado diseño de les
instrumentos que posteriormente serán
aplicados; un diseño en el que han
puesto todos los autores y colaborado-
res su mejor empeño con el ánimo de
resumir y agotar el examen de la par-
cela que cada uno recibió el encargo
de investigar.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

(s) Cuando parecía haber cierta paz tanto
en la teoría como en la práctica sobre las
fases económicas, separando una expansiva
o inflacionaria de otra depresiva o recesiva,
aparece una tercera con características de
ambas, cuyo nombre, stagflación, excesiva-
mente cacofónico, ha sido objeto y seguirá
siéndolo durante Bastante tiempo. Ante la
misma, ¿habrá necesidad de buscar nuevos
instrumentos que superen la dicotomía -po-
lítica monetaria-polltica fiscal.?
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SIMÓN SEGURA, Francisco: La desamor-
tización española del siglo XIX. Insti-
tuto de Estudios Fiscales, Col. •Libros
de Bolsillo», nútn. 22, Ministerio de
Hacienda, Madrid, 1973, 328 pp.

Otra obra más que se incorpora a la
larga floración contemporánea de ellas
que giran en torno a siglo tan denos-
tado, pero al mismo tiempo tan decisivo
en la historia española, como es el si-
glo xrx. Siglo que, nos guste o no, es la
piedra angular sobre la que se montará
toda la historia posterior y, por tanto,
la nuestra, la de nuestros días. Una
obra, diríamos, que demasiado resumi-
da para su tema, aunque el autor nos
la presente como una especie de ba-
lance, a mitad del camino, hito para
culminar otra u otras sobre el mismo
tema. Además, en sí misma, completa
aspectos que sobre la desamortización
en las provincias de Madrid y Gerona
había tenido anteriormente la oportu-
nidad de publicar. Las mismas interro-
gantes con que la obra se salpica, y
que se multiplican al final, revelan la
intensa e inmensa problemática subsis-
tente sobre el objeto estudiado, uno de
los más polémicos de nuestra historia;
tales interrogantes también nos impi-
den, como impiden al autor, fijar en
una causa única como determinante de
todo ese proceso desamortizado!-, por-
que de todas las posibles causas que
pueden enumerarse —déficit crónico de
la Hacienda pública, signo de los tiem-
pos progresistas, reacción anticlerical,
revolución política, las mismas exigen-
cias de la política económica, etc.—,
¿cuál de ellas pudiera elevarse a causa
única? Aun estudios monográficos como
el presente no pueden optar, quizas,
porque todas ellas, concurrentemente,
le condicionaron.

Cualquier lector, sin miras preconce-
bidas ni prejuicios intencionales, puede
llegar a una conclusión abreviada, y
es la de que la desamortización fue un
suceso fatal, que tenía que suceder y
sucedió. Sus causas o precedentes fue-
ron remotos; el autor nos comienza

contando todo el proceso contrario —de
la amortización de bienes en las manos
muertas—, del que la desamortización
no fue más que el punto final, de ex-
plosión y estallido, frente a una situa-
ción que era puro residuo histórico, con
un lastre impresionante para la vida
social, económica y política del país.
Lo triste es, al ver esto, comprobar
cómo en determinados pueblos parece
que queda descartado todo lo que huele
a reforma pacífica, para producirse en
él situaciones límite, que, como tales,
reclaman auténticas revoluciones, sean
de armas, sean legales, como pudo ser
ésta de la desamortización. Lo trágico
de tales pueblos, como el nuestro, es
que parece que en ellos no cabe la
evolución cambiante destraumatizada,
sin shocks colectivos ni guerras civiles,
sino todo lo contrario, con lo que la
pureza de los pretendidos movimientos
reformistas cae a pedazos en las ágoras
de la calle, de la prensa, de los comen-
tarios y de los estudios. Con la inva-
sión de los godos ya se introduce en
España el germen, al que intentaría
destruir la desamortización, aquel uso
y abuso de la dejación de los bienes en
manos de la Iglesia a través de man-
das y legados piadosos, con los que las
almas de los recientes conversos a la
religión cristiana pretendían merecer
las gracias divinas. Para los estudiosos
del Derecho civil, recordarán que LA-
COSTE pone en tal práctica el origen de
la institución hereditaria denominada
«mejora». Lo paradójico y extraño del
caso es que un pueblo extranjero en
suelo ocupado por derecho de conquista
es imbuido de una religión que hasta
entonces le había sido extraña, reper-
cutiendo su práctica en sus propias
instituciones familiares ancestrales, co-
mo fue ésta de la disposición de una
parte de la herencia a favor de tales
mandas y legados. A esta práctica de
los godos alude la Comisión que infor-
mó la más completa y eficaz de las
leyes reguladoras de la desamortización,
como fue la de 1855, y el autor prefiere
partir de épocas más próximas, cuando
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ya parece que tal práctica estaba tan
extendida —siglos xm en adelante—
que comienzan ya a publicarse medidas
en contra a petición de las Cortes, que
ven agravarse sus cargas tributarias,
como consecuencia del creciente número
de exentos de ellas a través de la fór-
mula de cesión de tierras a las institu-
ciones eclesiásticas.

Leyendo estas páginas, puede compro-
barse la interconexión de todos los pro-
cesos, que hoy nos parece tan evidente:
la sucesiva y excesiva concentración
de riqueza en manos de la Iglesia fue
produciendo un incremento de la pobla-
ción a ella dedicada, lo que a su vez
influyó en una disminución de la de-
mografía total, lo que a su vez reper-
cutía, como una cadena sin fin, en
una reducción de los ingresos públicos,
al ser menor el número de posibles
contribuyentes y mayor el de los que
se consagraban a las tareas divinas. Y
todo es una constatación de hechos, cu-
yas causas parecen evidentes. De ahí
que a medida que esa población consa-
grada se reduce va apareciendo más
flagrante la injusticia, representada por
una superconcentrada posesión de bie-
nes inmuebles de aquellas personas o
instituciones eclesiales que por carecer
ya del suficiente elemento humano pro-
pio y a su servicio, no tenía la capaci-
dad necesaria para explotar todas las
propiedades de que era titular. El au-
tor no toca estos aspectos, pero hay que
pensar que la población afecta a los
monasterios aumentó cuando, paralela-
mente a una predominante religiosidad
ambiental, se produjo una decadencia
de los medios materiales y humanos de
producción (típico de la Edad Media,
alta y baja, con las grandes pestes, las
grandes hambres, los grandes cataclis-
mos, los grandes temores de Dios), dis-
minuyendo cuando tales medios aumen-
tan, aun presentándose con el carácter
fortuito y aventurero que tuvo en algu-
nos casos, como pudo ser el descubri-
miento de las Américas, que para tan-
tos se presentaría como el nuevo cielo
y la nueva Jauja, con riquezas inimagi-

nables. Hay un cierto fatalismo deter-
minista en los sucesos históricos, como
un día oyéramos hablar a JUTGLAR,
cuando justificaba tal descubrimiento
por España en base a que nuestro país
era de los pocos que en aquel tiempo
disponía de los barcos necesarios para
tal empresa.

Todos esos precedentes denotan la
existencia prolongada de una situación
que el tiempo no hizo más que agravar,
de forma que cuando la desamortiza-
ción adquiere sus primeras formas lega-
les, aparece como un fuerte y radical
remedio de algo que se veía como un
mal histórico, que era preciso atajar
de inmediato, de raíz y para siempre.
Los que se plantearon desde entonces y
siguen planteándose, pues este país
parece también condenado al mal de
las eternas disputas y en donde cada
uno coge de la Historia la interpreta-
ción que le interesa, como si el porve-
nir no presentara suficientes problemas,
la licitud e incluso la legitimidad de
semejante operación, no deberían des-
cuidar todos esos precedentes, que pu-
sieron a sus iniciadores como en un
callejón sin salida, en donde la misma
Hacienda pública exigía imperativamen-
te que aquello que hasta entonces ha-
bía permitido, quedara desautorizado,
para de este modo resarcirse de sus
habituales déficit; el a u t o r cita a
R. HERR cuando, analizando la primera
campaña formal desamortizadora de
1798, escribe, situando su causa «... en
la apurada situación fiscal de la Mo-
narquía y en las precarias vías de solu-
ción que se ofrecían al deplorable estado
de la hacienda real». Es decir, la ope-
ración comenzó por un sistema político
que había sido el principal favorecedor
de la amortización, lo que puede des-
decir a esos críticos que identifican la
desamortización con una determinada
tendencia política, sinónima por su pro-
gresismo, de ser apatrida e irreligiosa.
Que la desamortización se haya centra-
do en algunas medidas legales, acha-
cándolas su radicalidad, no tiene sen-
tido cuando tales medidas no hicieron
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más que completar y querer zanjar un
asunto sobre el que tan parcial y rei-
teradamente se venía insistiendo. ¿O es
que se quería que la desamortización
durara toda la vida, dando ocasión a
los españoles para que divergieran so-
bre su práctica?

A lo largo de la obra, en la que se
van combinando datos estadísticos sobre
economía, situaciones sociales, demo-
grafía, datos legislativos, etc., vamos
obteniendo las líneas de un cuadro en
donde esas medidas adquieren su plena
justificación. Si de los datos relativos
a las ventas mensuales, y sólo en algu-
nas provincias, sabemos el elevado nú-
mero de conventos y posesiones ecle-
siásticas puestos a la venta en las
mismas, podemos imaginativamente ex-
trapolar tal número a todo el territorio
nacional, para terminar en una postura
llena de sorpresa. «A comienzos del si-
glo (xix) —escribe Simón—, alrededor
del año 1803, de acuerdo con el censo
oficial, el número de personas que com-
ponían el estamento eclesiástico era...
de 203.298, lo cual suponía un eclesiás-
tico por cada 50 personas...» Casi la
mitad de ellas disponían de 3.000 con-
ventos, cifras que s-e comentan p';r sí
solas. En su trasfondo, la misma situa-
ción política del país, en donde el caos
ignoraba, creemos, la causa: «... las
repetidas guerras acaban con la poca
riqueza del país, destrozan la economía
y a la vez incitan a las personas y a
sus medios a que tomen partido...» El
autor toca distintos aspectos y datos,
y aunque los expone en su cruda reali-
dad, no parece inclinarse por ningún
significado específico de ellos, a pesar
de su evidencia, de la que se hacen
eco algunas de las primeras medidas,
como la que se recoge del Decreto de
11 de octubre de 1835, en cuya exposi-
ción de motivos se ponía de manifiesto
que se consideraba desproporcionado a
los medios actuales de la nación «el
número de casas monásticas que queda,
cuan inútiles e innecesarias son la ma-
yor parte de ellas para la asistencia
espiritual de los fieles, cuan grande el

perjuicio que al reino se le sigue de
la amortización de las fincas que po-
seen y cuánta conveniencia pública de
poner éstas en circulación para aumen-
tar los recursos del Estado y abrir nue-
vas fuentes de riqueza». Justamente
toda la mayor parte de la obra no es
más que una exposición sobre las dis-
tintas incidencias provinciales y locales
de todas esas medidas legales, cuya
enorme duración revela la enorme pro-
fundidad del proceso amortizador, con-
tra el que la desamortización se dirigía:
miles de fincas, rústicas y urbanas, en
estado de venta y compradas durante
décadas de desamortización, indican
que casi la quinta parte del territorio
nacional estaba en tal proceso —amor-
tizado—, con la carga que el mismo
representaba al Estado por gozar tales
b i e n e s —fiscalmente privilegiados— de
exenciones tributarias. El autor, como
historiador, se limita a exponer los da-
tos, sin emitir excesivos ni demasiados
juicios críticos sobre la bondad o mal-
dad de la operación, aludiendo a aque-
llas otras propuestas, que desde que lo
fueron lo siguen siendo defensoras de
acudir a otros métodos, antes que al
de la venta de tan elevada masa de
bienes, que, según ellos, producirá, por
su misma abundancia, baja del precio
venal. Propuestas que se manifestaron
ya durante la misma discusión de las
citadas medidas, como, con ocasión de
la Ley Madoz de 1855, defendió MOYANO,
en relación con los bienes propios: «lo
mejor que se podía hacer era repartir
los bienes a enfiteusis condicional, re-
novándola cada cincuenta años, con
cuyo canon se cubrirían las necesidades
de los Municipios». Es precisamente
esta Ley, cuya discusión y aprobación
más ampliamente se refleja, por ser, a
juicio del autor, la más eficaz y aque-
lla con que llegaron a desamortizarse
la mayoría de los bienes amortizados,
enfrentándose con todos los de tal con-
dición, fueran de la Iglesia o de los
Municipios (excluyendo de éstos sólo
los bienes comunales), y sobre la que
el dictamen de la Comisión informado-
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ra pasa por ser uno de los textos más
esclarecedores de sus fines, como se ve
en estas citas: «La Comisión no vacila
en decirlo: en vano el patriotismo y
sabiduría de las Cortes dotarán a la
patria de una buena Constitución po-
lítica; en vano consagrará la Asam-
blea sus desvelos a promover los ade-
lantos del comercio y de la industria...
si no asienta el conjunto de las tras-
.cendentales reformas a que está obli-
gada sobre la ancha y firmísima base
de la desamortización completa, abso-
luta, de la propiedad territorial»; «... las
desastrosas consecuencias de un régi-
men (el de amortización) que no sólo
estancaba la propiedad, sino que eximía
a gran parte de ella..., abrumando, en
consecuencia, a los contribuyentes y
haciendo además indispensable un sis-
tema fiscal exagerado que paralizaba en
sus fuentes los progresos de la industria
y del comercio».

La obra plantea múltiples interrogan-
tes por la permanente actualidad de un
tema que, como el de la desamortiza-
ción, jamás estará pasado, ya que el
mismo autor suscita preguntas a ma-
nera de posibles alternativas históricas
a los hechos que acaecieron; si la des-
amortización ha sido en la práctica la
primera y casi la única gran reforma
agraria—o de sus estructuras—, ¿qué
hubiera sucedido si los compradores hu-
bieran sido otros?; ¿si se hubieran dado
medios a los colonos para su compra?;
¿si se hubieran prohibido las compras
por exceso de ciertos límites?; ¿si se
hubiera fiscalizado más quiénes eran
sus compradores?; ¿si otros hubieran
sido los sistemas de pago?; ¿si en lugar
de terratenientes, hubieran surgido cul-
tivadores medios y directos? Preguntas
angustiosas, porque sirven para com-
pensar sucesos que no se estiman del
todo afortunados, que podemos hacernos
hoy a más de un siglo, pero que resul-
taban imposibles en medio de la vida
y vorágine de la época. Estas preguntas
quieren como aplazar el fatalismo de
las medidas; si los precedentes y la
situación lo justificaban, es que debían

tomarse y así se hizo; lo demás, como
ha dicho otro historiador, son posibilis-
mos inútiles, a manera de sencillos jue-
gos dialécticos con una fuerza desco-
nocida. Con intenso neutralismo ideoló-
gico y hasta conceptual, limitándose a
la exposición de los datos que estima
relevantes, con alusión a un proceso
legislativo, gradualmente intensivo, del
que se citan algunas manifestaciones,
pero que parece está pidiendo un estu-
dio más detenido, ya que no hay que
olvidar que los hombres que hicieron
la desamortización fueron principalmen-
te liberales, y en ellos operaba con
intensa eficacia la visión de la ley como
expresión de la voluntad general, re-
unida en Asamblea. Por todas las pági-
nas se trasluce la trascendencia histó-
rica de lo que. en ellas queda constancia,
como se deduce lo mucho que sigue en
pie para investigar, ya que la desamor-
tización estaba produciendo una nueva
sociedad de propietarios, como hasta
ella en España se desconocía; una so-
ciedad que reacciona en alguno de sus
sentimientos más tradicionales para po-
nerse más acorde con los tiempos que
corrían y que en cierta medida pone en
práctica aquel slogan guizotiano del
«enriqueceos», como si esto fuera lo
más importante de la vida y en la vida.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

SORIA, Carlos: El director de periódicos.
Ed. Universidad de Navarra. Pamplo-
na, 1972, 362 pp.

En el contexto general del Derecho
español de prensa hay un sector que
comúnmente ha sido dejado de lado por
la doctrina. Me refiero a la regulación
jurídica promulgada en torno a la figu-
ra de los directores de periódicos, re-
vistas y agencias informativas. Podrá
parecer extraño que esto sea así, habida
cuenta de la indiscutible relevancia de
la figura mencionada. Aún resulta más
sorprendente, como tendremos ocasión
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de comprobar, cuando se confronta y
analiza minuciosamente la normativa
que en nuestro país incide directa o
indirectamente sobre los directores de
publicaciones periódicas. El lector po-
co especializado en estos temas consta-
tará, tras la lectura del sugestivo libro
que voy a comentar, que buena parte
de los preceptos legales reguladores del
sector de la prensa tienen como desti-
natario, directo o indirecto, al director
de periódicos, revistas o agencias infor-
mativas. Constatará asimismo que ello
tiene una explicación, a la búsqueda de
la cual se ha dedicado el autor del
libro comentado.

1. Puede afirmarse sin ningún tipo de
riesgo que el director de las publicacio-
nes periódicas o agencias informativas
es rigurosamente «el auténtico protago-
nista» de la legislación española de
prensa. Claro que para llegar a esta
conclusión es necesaria una exégesis
profunda de aquélla, porque —valga
la advertencia obvia— una lectura su-
perficial, un conocimiento somero de la
Ley de Prensa, de 18 de marzo de 1966,
no basta para llegar a dicha conclusión.
Hace falta una hermenéutica adecuada.
Es preciso un análisis en profundidad
de las normas jurídico-administrativas
que regulan el sector de la prensa, a
fin de detectar en ellas que el protago-
nismo del director de periódicos es au-
téntico.

De todos modos, vale la pena dejar
bien sentado que tal protagonismo no
enturbia, sino más bien al contrario,
la clara dirección de las regulaciones
jurídicas españolas en torno a la pren-
sa. No se crea, por tanto, que el pro-
blema más importante presentado por
aquéllas es el del director de las pu-
blicaciones. Hay otros problemas mu-
cho más trascendentes y significativos
en el contexto de la regulación jurídica
de la información periódica escrita. De
ellos se viene ocupando la doctrina con
gran insistencia. Ahí están, por ejemplo,
los problemas derivados de la notoria y
muy criticada ambigüedad del artícu-

lo 2.° de la Ley (1); los que se detectan
en torno a lo sancionatorio y sus se-
cuelas (secuestros previos, consulta vo-
luntaria como sustituto nominal de la
extinguida censura obligatoria, multi-
plicidad de vías sancionatorias, etc.);
los que se derivan, por decirlo de algún
modo, de la seudoprofesionalidad de
algunos periodistas, etc. Pero es que
todos estos problemas, como nos intenta
demostrar Carlos SORIA, van a polari-
zarse en una figura concreta y deter-
minada: en la figura del director de
periódicos. Cuando se persigue con
tanta insistencia —y razón— el camino
de la libertad de prensa, nos ha dicho
marginalmente el autor, resultaría ex-
cesivo pretender descargar sobre el di-
rector el peso total de encontrar ese
camino; pero el director es, sin duda,
su pórtico.

2. Es bien notorio que, conocida la
creciente administrativización. en tantos
otros sectores, a la prensa le ha llegado
su turno. La prensa, a partir de la
Ley de 1938, había adquirido «la tonali-
dad de un servicio público» —en frase
del autor— y, como tal, fuertemente in-
tervenida por el Estado en cualquiera
de sus manifestaciones. Este pesado las-
tre redujo a la prensa a un papel de
comparsa en la organización jurídico-
política española, hasta el punto de que,
entre las frases utilizadas para señalar
el origen de responsabilidades adminis-
trativas, con independencia de las pe-
nales, según se sabe, figuraban algunas
tan significativas como éstas-, «entorpe-
cer la labor del Gobierno en el nuevo
Estado», «sembrar ideas perniciosas en-
tre los intelectualmente débiles», etc.
La Ley de 18 de marzo de 1966 supuso
sólo una aparente liberalización en el
sector de la información. Hay numero-
sas pruebas de ello, y no es este lugar
adecuado para aportarlas. A ellas se

(1) Sobre este punto, desde la óptica ju-
risprudencial, me remito a la tesis doctoral
de Enrique GÓMEZ-REINO, en curso de publi-
cación, uno do cuyos capítulos ha sido pu-
blicado en esta misma REVISTA, núm. 69 (1972),
con el título Las infracciones al articulo 2."
de la Ley de Prensa.
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refieren ampliamente los recientes tra-
bajos de CASTRO FARIÑAS (2), DESANTES
GUANTER (3), FERNÁNDEZ AREAL (4) y GÓ-
MEZ-REINO (aludido antes), por citar al-
gunos de los autores más representati-
vos. Pues bien, el reciente libro de
Carlos SORIA se encuentra también en
esa línea, aunque circunscrito, como se
verá, a un problema concreto y de es-
pecial relieve: el de las previsiones
normativas y consecuencias respecto a
los directores de publicaciones perió-
dicas.

3. El autor, actualmente profesor ti-
tular de Derecho de la Información en
la Facultad de Ciencias de la Informa-
ción de la Universidad de Navarra, fue
director general de Europa Press entre
1959 y 1968. Su experiencia en ese cargo,
según palabras propias, le indujo a ele-
gir el tema del director de periódicos.
Pero, sobre todo, porque —también se-
gún el mismo Carlos SORIA— «todas las
leyes importantes... tienen sus propios
ejes de coordenadas, auténticas líneas
de vertebración, que constituyen el en-
tramado básico sobre el que se asienta
la comprensión profunda de la Ley. El
director de publicaciones periódicas y
agencias informativas era, sin duda,
uno de estos ejes: no resulta posible
profundizar —s i q u i e r a mínimamente—
en el sistema español en materia de
prensa, si no se entiende con claridad
qué es, cómo se comporta y cuál es la
medida de las dimensiones del direc-
tor». Ambas cuestiones, pues, acompa-
ñan al libro de Carlos SORIA en todo
momento: la experiencia en un cargo
de este tipo ha sido utilizada para sa-
zonar sus tesis; el análisis de la verte-
bración a que alude respecto, a la figu-
ra del director, completa un cuadro de
situación de perspectivas jurídicas muy
claras, sirviéndole además como hilo
conductor de la investigación llevada a
cabo.

(2) En su libro De la libertad de prensa,
Madrid, 1971.

(3) Véase de este au tor E¡ autocontrol de
la actividad informativa, Madrid, 1973.

(4) Véase El control de la prensa en Es-
paña, Madrid, 1973, y. del mismo autor, Eí
derecho a la información, Barcelona, 1971.

En este libro me parece, por tanto,
poco importante la sistemática utilizada.
Quiérese decir que a lo largo de sus
cinco partes convencionales (caracteres
y requisitos —del director—, nombra-
miento, funciones, responsabilidad en
materia de prensa y responsabilidad de
empresas y directores), se descubre con
cierta facilidad cuál es la tesis susten-
tada por el autor. Todos los preceptos
que directa o indirectamente se refieren
al director van encaminados a personi-
ficar en él las múltiples responsabilida-
des que nacen del ejercicio de la pro-
clamada libertad informativa. De esta
forma el Estado se asegura algo tan im-
portante —y tan eficaz— como la fideli-
dad de los medios informativos escritos.
El Estado se hace así con el fourth
Power, según acertada terminología an-
glosajona, lo que supone una técnica
sibilina en pro de la unificación de los
poderes o de la cobertura de riesgos
que aquél podría suponer.

4. En fin, creo que tras estas pre-
cisiones vale la pena pormenorizar, si-
quiera sea con la brevedad propia ¿e
un comentario crítico, alguno de los
extremos más destacables del libro de
Carlos SORIA.

En la primera parte, el autor lleva a
cabo un análisis minucioso de los ca-
racteres y requisitos del director de
periódicos. Este, sin duda, es una figu-
ra obligatoria en todas las publicacio-
nes periódicas y agencias informativas.
Parece que la finalidad de tal obliga-
ción legalmente impuesta —y descarta-
da, como dice Carlos SORIA, cualquier
hipótesis doctrinal que justificara la
permanencia de la obligación por razo-
nes de inercia legislativa (p. 24) (5)—
responde a la denominada por CABANI-
LLAS (cit. por el autor) «obsesión de res-
ponsabilidad». Habida cuenta de las di-
ficultades que plantea una exacta deter-
minación de los responsables, cuando
hay en potencia tantos, el Derecho es-

es) Se refiere aquí Carlos SORIA a la legis-
lación de prensa, ya derogada desde la Ley
de 1883, en la que ha sido una constante la
obligatoriedad del director.
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pañol de prensa se ha decidido por lo
más cómodo: descargar sobre el direc-
tor una porción importante de las res-
ponsabilidades derivadas del ejercicio
de actividades informativas. Hasta tal
punto es así, que «de la letra y el espí-
ritu de la Ley de Prensa se deduce que
no se podrá realizar la inscripción (en
el Registro de Empresas periodísticas,
exigencia ineludible para el comienzo
de las actividades) solicitada, mientras
las publicaciones o agencias no cuenten
con un director» (p. 31). Otras exigen-
cias normativas a los directores refuer-
zan aquellos postulados; por ejemplo, la
necesidad de que los directores sean en
todo caso personas físicas identificadas
o identificables erga omnes; que sus
funciones, derechos y responsabilidades
estén perfectamente tipificados; que
éstos sean indelegables por expresa
disposición legal, y que, entre otras
cosas, la Ley establezca pormenoriza -
damente —aunque en este punto la nor-
mativa adolezca de falta de claridad—
el régimen de prohibiciones e incompa-
tibilidades para el ejercicio del cargo
de director.

5. Intimamente conexo con lo ante-
rior está el problema del nombramien-
to. Carlos SORIA lleva a cabo un rigu-
roso análisis del actual sistema de nom-
bramiento de directores por referencia
al sistema ya derogado. Ciertamente,
tras la promulgación de la Ley de 18
de marzo de 1966 —cuya exposición de
motivos no vacila en declarar como
postulado fundamental a la libre desig-
nación—, las empresas periodísticas o
agencias informativas cuentan con esa
aparente prerrogativa. Para Carlos SO-
RIA, en principio, la considerada libre
designación es una «innovación radical»
(p. 75) respecto al sistema de la Ley
de 1938. Sin embargo, la correspondien-
te reflexión, después de conocido el sis-
tema de nombramiento y el status jurí-
dico de los directores, creo que lleva a
otra conclusión. Aunque el autor no lo
afirma rigurosamente, parece que es po-
sible concluir que lo dispuesto respecto
a funciones, derechos y responsabilida-

des, junto a lo prescrito para el contra-
to de prestación de servicios entre la
empresa y el director (6), encubre, en
realidad, un amplísimo margen de ac-
tuación discrecional de la Administra-
ción pública. Si se tiene en cuenta
—merece destacarse este planteamien-
to— que la «Ley autoriza a la Admi-
nistración a emitir un juicio de futuro,
fundado en deducciones racionales» y
que aquélla «puede emitir un juicio de
valor, de graves consecuencias, sobre el
contrato de prestación de servicios y
sobre la primera o sucesivas inscripcio-
nes de las empresas periodísticas o
agencias informativas» (p. 107, por no-
ta), esta discrecionalidad administrativa
en la materia provoca serias dudas res-
pecto a la radical innovación y al pos-
tulado fundamental que supone la li-
bertad de designación de los directores.
Por supuesto, con ello se refuerza la
tesis de Carlos SORIA: en el juego de
piezas legales aisladas, el director ocupa
un puesto predominante.

G. En la tercera parte, el autor rea-
liza un análisis de los cometidos del
director. El estudio de estos cometidos
constituye también «un tema clave para
la comprensión de su figura y del pa-
pel que está llamado a tener en el sis-
tema de responsabilidad en materia de
prensa» (p. 127). En palabras de Carlos
SORIA, «a sus manos está encomendada
—a sus solas manos— la difícil tarea de
interpretar día a día, momento tras mo-
mento, lo que es o debe ser la linea
concreta de la publicación, la idea em-
presarial y su desarrollo práctico». En
efecto, las principales funciones del di-
rector se hallan tipificadas en la legis-
lación. Representar a la publicación o
agencia ante autoridades y tribunales
en las materias de su competencia,
orientar la publicación y determinar,
finalmente, su contenido son tres im-

(6) Contrato que precisa de inscripción
administrativa en el Registro y de cuya na-
turaleza se ocupa el autor ampliamente. Es
significativo, a los efectos de lo que se dice
en el texto, que el contenido de tal con-
trato, según Carlos SORIA, haya sido sustraí-
do a la autonomía de las partes.
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portantes cometidos. Parece que por
lo que se refiere a los dos primeros
no se suscitan dudas interpretativas.
Pero, en cambio, la determinación de
los contenidos es una función trascen-
dental que coloca al director en una
difícil situación. Zs cierto que para ello
dispone de una singular y eficaz pre-
rrogativa: el derecho de veto (7), el
único derecho de veto que existe en
materia de prensa, una vez que ha
desaparecido la previa censura. Pero
parece claro que, por este medio, tam-
bién se descubre fácilmente la preten-
sión de la normativa española en el
sector de la prensa. «La Ley —afirma
Carlos SORIA— que le ha confiado la
función determinativa va a apoyarse de-
finitivamente en la presunción de que
todos y cada uno de los contenidos pro-
ceden de su decisión» (p. 173). Se trata,
como se ve, de hacer del director el
punto de convergencia de la responsa-
bilidad administrativa. Se trata —e in-
sisto en este punto— de que la Admi-
nistración asegura por estos cauces la
fidelidad de los medios informativos,
haciendo recaer en el director de perió-
dicos cualquier responsabilidad adminis-
trativa —con independencia de otro tipo
de responsabilidades— que pudiera de-
rivarse del ejercicio de la libertad de
información.

Resulta sumamente interesante com-
probar además que no es ésa la única
pretensión legal. Hay otros factores
sobre los que el autor intenta llamar
la atención. Es el importante tema de
la independencia del director de perió-
dicos en el ejercicio de sus funciones.
Cualquiera que sea el concepto que de
dicha independencia se tenga, parece
claro que ésta nunca debe quedar cerce-
nada a causa de las necesarias relacio-
nes entre la Administración pública,

(7) Con excepción, naturalmente, de las
notas, comunicaciones y noticias de interés
general que la Administración y las Entida-
des públicas consideren necesario divulgar y
sean enviadas a través de la Dirección Ge-
neral de Prensa, que las cursará cuando las
estime procedentes para su inserción con la
extensión adecuada (pp. 169-170).

empresas periodísticas y directores. Sin
embargo, «las puras vías de hecho, es
decir, la práctica de la Administración
cerca de empresas y directores para la
consecución de objetivos políticos, aña-
den al cuadro sus pinceladas de dificul-
tad. Si la labor interpretativa de la
idea empresarial constituye un riesgo
y una fuerte responsabilidad para el
director, la interpretación de la idea
administrativa y legal representa para
él un riesgo y una responsabilidad to-
davía mayores» (p. 183). ¿Qué significa,
en realidad, este planteamiento? Ni más
ni menos que lo que una mínima refle-
xión parece indicar. Carlos SORIA nos
ha esquematizado perfectamente la cues-
tión: la Ley busca conscientemente la
soledad del director. Soledad y desam-
paro ante la Administración e incluso
ante la propia empresa que lo designa
libremente. La hipoteca de la indepen-
dencia de los directores será así un me-
dio más de provocar ciertos vacíos, que
el poder político puede llenar a la per-
fección. ¿Es esto realmente adecuado
en un marco ordinamental, en el que
se declara la libertad de información?
Creo que es aquí donde la denominada
administrativización de la prensa ad-
quiere su verdadero sentido.

7. Las dos últimas partes del libro
que comento son corolario —y no sólo
por su ubicación sistemática— de la in-
vestigación de Carlos SORIA. Tras los
esbozos realizados en partes anteriores
sobre el sistema de responsabilidades
que recaen en el director, el autor pasa
a considerar el cuadro concreto de in-
criminaciones previsto para el sector de
la prensa. Es aquí donde se observa
con mayores perspectivas la posición
preponderante de la Administración pú-
blica. La potestad sancionadora de la
Administración ha desplazado actual-
mente, en lo que se refiere a prensa,
a la de los tribunales penales. Y —como
afirma Carlos SORIA—, a la Administra-
ción compete en muchos supuestos ser
al tiempo juez y parte (pp. 203-204), de
tal modo que no resulta sencillo com-
probar, en mi opinión, cuándo prevale-
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ce una u otra postura. De ahí que
la concreción de los hechos por los
que se derivan responsabilidades, a la
luz de las limitaciones establecidas por
el artículo 2.° de la Ley, sea el autén-
tico caballo de batalla de la Adminis-
tración pública. De ahí los problemas
derivados de la utilización del secues-
tro de ejemplares por la Administración,
medida que, en opinión del autor, pue-
de conducir a situaciones más o menos
injustas, porque no exista proporción,
por ejemplo, entre los daños que causa
un secuestro y los efectos que se tratan
de evitar (p. 231, por nota). De ahi
también el importante problema de la
multiplicidad de vías sancionatorias que
puede tener lugar en materia de prensa.
Uno empieza a pensar, a la vista de este
y otros supuestos, que la, en otro tiem-
po, idea del servicio público como pie-
dra angular del Derecho administrativo

(VILLAR PALASÍ) se encuentra a punto de
ceder su plaza a la idea de lo sancio-
natorio como eficaz sustitutivo.

Creo que hasta estas cotas es suge-
rente el libro de Carlos SORIA. El papel
beligerante de la Administración ha
asumido en esta materia un especial
relieve, y ante dicho papel el director
de periódicos aparece como centro gra-
vitatorio. Pero no debe olvidarse por
qué esto es así. Si la investigación de
Carlos SORIA puede conducir a esta re-
flexión importante, también es cierto
que, profundizando en los capítulos de
su libro, aparecen otras facetas no me-
nos interesantes. Un libro me parece
más interesante cuanto más cosas su-
giere. Desde este punto de vista, al libro
de Carlos SORIA alcanza un mérito muy
estimable.

J. BERMEJO VERA
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II. REVISTA DE REVISTAS*

A cargo de J. L. CABHO, F. VALMAYOR,

Luis M. DIEZ MARTÍN, Rafael BAÑÓN MAR-

TÍNEZ, Ángel MARTÍN DÍEZ, QUIJADA y

F. SOSA WAGNER

ACTOS ADMINISTRATIVOS

BECKER, H. J.: Rücknahme fehlerhafter
begünstigender Verwaltungsakte. und
Rückforderung ohne Rechtsgrund ge-
wáhrter Leistungen, DóV, 1973, pági-
nas 379-389.

Detenido análisis de la jurisprudencia
del Tribunal Federal Administrativo ale-
mán en materia de revocación de actos
administrativos favorables.

INGEBORG BERGGBEEN: Die *dissenting
opinión." in der Verwaltung, DóV,
marzo 1973, pp. 158-161.

Interesante punto de vista sobre la
posibilidad de llevar a la esfera de la
Administración pública la práctica de
la dissenting opinión, tal como ya se
maneja en algunas esferas de los órga-
nos jurisdiccionales.

ADMINISTRACIÓN FINANCIERA

WILLI HOFMANN, FRITZ WENGER: Ver-

waltungskosten — Verwaltungspreis,
DóV, marzo 1973, pp. 121-125.

Un tema frecuentemente olvidado, el
del pago de tasas por ciertos servicios
administrativos y su necesaria cober-
tura legal. El articulo se centra funda-
mentalmente en el juego de directrices
que para la fijación de la cuantía de
las tasas han sido aprobados en el Land
Bade n- Würtenbe rg.

ADMINISTRACIÓN LABORAL

WOLFGANG ZOLLNEB: Die Rechtsprechung
des Bundesverfassungsge.richts zu Ar-
tikel 9 Abs 3 GG, AóR, marzo 1973,
pp. 71-102.

Los fundamentos constitucionales del
Derecho alemán del Trabajo analizado
a través de la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional.

ADMINISTRACIÓN LOCAL

CARRASCO BELINCHÓN, J.: Dinámica di-
rectiva: Análisis de la dimensión co-
lateral en las Corporaciones locales,
REVL, 178/73, pp. 201-235.

Resumen de múltiples seminarios so-
bre las relaciones entre secretario, in-
terventores y depositarios de las Cor-
poraciones locales. Estas relaciones son
generalmente correctas y de mutua co-
laboración, pero en contados casos son
conflictivas y se analizan las causas
de estas anomalías.

ADMINISTRACIÓN MILITAR

COUTANT, P.: Les servitudes du métier
militaire, RA 154/73, pp. 414-415.

Consideración de las diferencias que
resultan entre el estatuto de la carrera
militar según su normativa legal de
1972 y la del funcionario civil en Fran-
cia. Una a una se examinan las servi-
dumbres del militar, según el mencio-
nado estatuto, los preceptos reglamen-
tarios y la jurisprudencia.

* Al final de esta sección figura la tabla de abreviaturas correspondiente a las revistas
que se reseñan.
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ADMINISTRACIÓN PUBLICA
EN GENERAL

SILVERA, Víctor: La structure du neu-
viéme gouvernement de la Véme. Ré-
publique, RA, 153/73, pp. 261-271.

El último de los gobiernos presididos
por MESSNER es objeto de examen en
cuanto a la distribución de competen-
cias materiales administrativas entre los
diversos Departamentos y respecto de la
naturaleza y funciones de los secreta-
rios de Estado.

STAROSCIAK, J., y LETOWSKI, J.: La mé-

thode comparaüve dans les recher-
ches de droit administratif, RICA,
4/73, pp. 158-166.

Consideración sobre el ámbito en el
que pueden estudiarse soluciones ad-
ministrativas de diversos países para
su absorción total o parcial.

AGUAS

FENET, Alain: L'administration de l'eau
en France, RA 154/73, pp. 384-396.

Comentario de la Ley de 16 de di-
ciembre de 1964 relativa al reparto de
las aguas y a su preservación de la
contaminación.

BUROCRACIA

GO.NZÁLEZ-HABA, V.: La Función pública
y el presupuesto francés, DA, 153/73.
pp. 77-93.

El análisis del censo de funcionarios
revela el incremento de los de misión
docente y el de los servicios postales
que allí comprenden también los tele-
fónicos. En cuanto a su remuneración,
si bien no figuran en el pelotón de ca-
beza de los trabajadores mejor remu-
nerados, no aparecen muy rezagados y
aún puede decirse que no están mal re-
munerados .

POITRAS, Guy E.: Welfare Bureaucracy
and diéntele Politics in México, ASQ,
1/73, pp. 18-26.

Es una síntesis de su tesis doctoral.
Trata de mostrar la manipulación de la
organización para fines políticos me-
diante el estudio ae un caso concreto.
El Institulo Mexicano de Seguro Social
ha sido convenido por el Gobierno en
un sisfema rrocrc-político con represen-
tación de la clientela y un fuerte sen-
tido elitista. La política socia1 se con-
fecciona por negociación y mutuo con-
sentimiento entre estas mismas élites,
sacrificando los objetivos de cambio so-
cial del IMSS, en perjuicio de aquellos
q'ae necesitan más urgertemente sus
icrvicios, es decir, las clases populares.

GARRIDO MOYRON, J.: El agua, esa ener-
gía..., ROP, 3099/73, pp. 699-700.

WRIGHT, Maurice: The professional con-
duct of Civil Servants, P. A. London,
núm. 51/1973, pp. 1-15.

La escasez de la energía, indepen-
dientemente de crisis coyunturales del
petróleo, obliga a reconsiderar el apro-
chamiento del agua a este fin, realizan-
do aprovechamientos integrales por
cuencas, utilizando el bombeo en los
embalses y acudiendo a los trasvases
de unas cuencas a otras.

Un planteamiento de la necesidad de
establecer formalmente los principios
que deben inspirar el comportamiento
de los funcionarios dados los cambios
que operan en sus relaciones con el
jefe político del Departamento y con
la sociedad (aumento del trasvase de
información oficial).
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CAMINOS

ÍLEO DE LA VIÑA, J.: Las carreteras y

sus entornos, ROP, 3099/73, pp. 665-
678.

El autor se ocupa de una nueva con-
cepción de la carretera que sin descui-
dar que su función esencial de medio
de comunicación reviste otra finalidad,
la de procurar al hombre su contacto
con la naturaleza en sus momentos de
ocio, mediante la creación de «espacios
de aireación».

CONSTITUCIÓN

SEVILLA ANDRÉS, D.: Notas sobre el po-
der ejecutivo $n la Constitución de
1812, DA, 153/73, pp. 65-75.

El proceso seguido por la Monarquía
española arranca de unas amplias pre-
rrogativas de la Corona, que constante-
mente han sido desgastadas y usurpadas
por los monárquicos de la burguesía,
bien intencionados, pero ciegos que ins-
tauran una estructura social en la que
las clases menos dotadas no tienen nin-
gún protagonismo en la dirección polí-
tica del país.

CIENCIA DE LA ADMINISTRACIÓN

LANGROD, Georges: Cénese et consé-
quenczs du mimétisme administratif
en Afrique, RICA, 2/73, pp. 119-132.

Los países africanos que han conse-
guido su independencia siguen adscri-
tos a una estructura administrativa
fuertemente emparentada con la colo-
nial precedente. Se hace preciso evolu-
cionar en dirección a una administra-
ción más independiente y realista con
el fenómeno social objeto de la admi-
nistración.

CONTRATO ADMINISTRATIVO

GOTZ, V,: Der rechtswidrige verwal-
tungsgerichtliche Vertrag, DoV, mayo
1973, 298-302.

Análisis del tratamiento de la ilega-
lidad del contrato administrativo que
ha llevado a cabo el actual proyecto
alemán de una Ley de Procedimiento
administrativo. El autor propone una
serie de soluciones alternativas.

WILSON, W. S.: The Relationship. bet-
ween Scie.ntific Management and Per-
sonnel Policy in North American Sys-
tems, P. A. London, núm. 51/1973,
pp. 193-205.

Los aspectos de la filosofía del scien-
tifie management que tratan de la uti-
lización de los recursos humanos en
las organizaciones, y su conexión con
la administración de personal en el en-
torno burocrático. Todo ello en dos paí-
ses: Canadá y Estados Unidos.

DERECHO ADMINISTRATIVO
EN GENERAL

DEBBASCH, Charles: Le droit administra-
tif face á Vévolution de l'administra-
tion francaise, RICA, 2/73, pp. 101-107.

El conflicto entre un Derecho admi-
nistrativo salvaguardia de las liberta-
des individuales y una Administración
eficaz, unido a la circunstancia de la
mayor intervención de ésta en los pro-
cesos económicos, se ha zanjado en fa-
vor de aquélla y en detrimento de las
garantías jurídicas.
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DESCENTRALIZACIÓN

MUZÉLLEC, Raymond: La consultation pré-
référendaire de septembre 1968 en Bre-
tagne sur la régionalisation, RDPSP,
3/73, pp. 657-710.

Análisis de las opiniones emitidas por
las diversas entidades bretonas sobre el
contenido de la ley regional de Bretaña
que debería someterse a referéndum de
la región y de Francia en abril de 1969.

DISCRECIONALIDAD
ADMINISTRATIVA

GERD SCHMIDT - EICHENSTAEDT: Ermessen,
Beurteilungsspielraum und eigenver-
antworliches Handeln der Verwaltung,
AÓR, junio 1973, pp. 173-195.

La sentencia famosa de 16 de diciem-
bre de 1971 del Tribunal Administra-
tivo Federal ha vuelto a replantear y
remozar el juego de los poderes de la
Administración en la aplicación de los
conceptos jurídicos indeterminados.

DOMINIO PUBLICO

CRETELLA JÚNIOR, J.: Regime jurídico
dos tombamentos, RDB, 112/73, pági-
nas 50-68.

Los bienes catalogados son objeto de
severas restricciones en su uso y ena-
jenación que impulsan al autor a ocu-
parse de las diferentes clases de catá-
logos en el derecho positivo brasileño
y las restricciones del dominio que im-
ponen.

EMPRESAS PUBLICAS

P. C. y G. M.: L'actionnariat du pre-
sonnel danz íes banques nationnales
et les entreprises d'assurances, RA,
154/73, pp. 416-418.

El accionariado obrero tiene antece-
dentes en Proudhon desde la perspec-

tiva doctrinal; pero en 1973 se ha re-
gulado el acceso de los empleados del
Banco de Francia, del Crédit Lyonnais
y de la Sociedad General de Seguros a
constituirse en accionistas de estas em-
presas, a título gratuito y oneroso, se-
gún la antigüedad de sus servicios.

ENSEÑANZA

ANOUS, W. S.: University Administra-
Uve Staff, P. A. London, núm. 51/1973,
pp. 17-39.

Un estudio de las administraciones
de las Universidades (organización, per-
sonal, funciones) atendiendo a la com-
paración de casos concretos y a su fu-
turo desarrollo.

FRITZ OSSENBUHL: Erziehung und Bil-
dung, AOR, septiembre 1973, pági-
nas 361-406.

Los derechos fundamentales de la
educación y la formación son cons-
tante preocupación entre los juristas
alemanes; las obras pe OPPERMAN en-
tre otros, ahí están para testificarlo. Os-
SENBÜHL analiza aquí el tema a la luz
de los principios jurisprudencialmente
elaborados.

HANS-GEORG FRANZKE: Die Stellung der
Fakultatem im verwaltungsgerichtli-
chen Verfahren, DÓV, diciembre 1972,
pp. 851-855.

Los Tribunales Administrativos Ale-
manes se han enfrentado en ocasiones
al tema de si las Facultades universita-
rias están capacitadas para ser partes
en el proceso, o si esta condición sólo
puede ser ostentada por las respectivas
Universidades.

El autor analiza el artículo 61 de la
VwGO en conexión con los distintos
estatutos universitarios y las leyes fe-
derales de enseñanza superior.
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LÜTHJE, J.: Die Gesetzgebungskompe-
tenz des Bundes im Hochschulwesen,
DóV, agosto 1973, pp. 545-594.

Analiza la ampliación de la compe-
tencia del Estado federal (Bund) en ma-
teria de enseñanza superior después de
la reforma constitucional de 12 de mayo
de 1969.

ZORGRIBE, Charles: La coopération euro-
péenne universitaire, RA, 154, pági-
nas 375-379.

El Instituto Universitario Europeo de
Florencia, en 1971, y el Centro Europeo
de Desarrollo de la Educación, que le
sigue en el mismo año, constituyen el
motivo de las reflexiones en cuanto a
la cooperación de la CEE en materia
educativa con los diversos países inte-
grantes.

EXPROPIACIÓN FORZOSA

FUNCIONARIOS

RENATE MAYNTZ, Speyer: Die Funktion
des Befórderungssystems in Offentli-
chen Dienst, DOV, marzo 1973, pági-
nas 149-153.

A la hora de la reforma funcionarial
deben ser examinadas las técnicas de
promoción en el seno de la Administra-
ción pública, tarea para la cual es pre-
ciso conocer las funciones que el sis-
tema cumple..

VINCENT, Jean-Yves: L'obligation de re-
serve des agents publics, RA, 153/73,
pp. 272-281.

En este número se inserta la segunda
parte de este estudio que versa aquí
sobre la duración en el tiempo de la
obligación de reserva de los funciona-
rios y la distinta intensidad de esta
obligación de acuerdo con las circuns-
tancias que se consideran.

OLIVEIHA FRANCO SOBRINHO, M. •. A des-
apropriafáo no direito comparado,
RDB. 112/73, pp. 1-26.

Tras la exposición de los orígenes ge-
nerales de la expropiación, entra en el
examen de los requisitos previos para
imponerla en el derecho occidental y
en el de los países socialistas. Concluye
con el examen de la indemnización en
el derecho comparado.

WALTEB LEISNEB, Erlangen: Amtsbezeich-
nungen ais Gebot der Rechtsstaatlich-
keit, DOV, marzo 1973, pp. 145-149.

En el marco de la reforma del Dere-
cho funcionarial un tema en verdad
carente de importancia pero que refle-
ja la estructura altamente jerarquizada
de la Administración alemana, al me-
nos en sus aspectos formales y externos.

FUENTES DEL DERECHO

AcHTERBERG, N.: Kriterien des Gesetzes-
begriffs unter dem Grundgesetz, DoV,
mayo 1973, pp. 289-298.

Un nuevo estudio sobre el concepto
de ley en el actual ordenamiento cons-
titucional de la República Federal ale-
mana. El autor pretende aclarar en es-
te artículo algunas ideas vertidas en su
anterior monografía, Probleme der Funk-
lionslehre, Munich, 1970.

INFORMACIÓN ADMINISTRATIVA

ANDERSON, Stanley V.: Public access to
Government Files in. Sweden, AJCL,
3/73, pp. 373-473.

Constituye un estudio de la normativa
que regula el acceso del público a los
archivos de la Administración en Sue-
cia, que va acompañado de un extenso
anexo con la transcripción de los pre-
ceptos esenciales reguladores de este
derecho en Suecia, Noruega, Dinamar-
ca y Finlandia.
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JUSTICIA

BRÉCHON-MOULÉNES, Ch.: L'imposible dé-
finition du Conseü Supérieur de ¡a
Magistrature, RDPSP, 3/73, pp. 599-
655.

A partir de su estatuto, aparece como
un Consejo de la Administración, como
un simple órgano administrativo o co-
mo una jurisdicción especial. Desde la
perspectiva de su finalidad, aparece
como un Consejo técnico, como un ór-
gano de democracia interna o como la
garantía de los derechos individuales
de los magistrados. La conclusión es
que no resulta posible definirle.

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

MODEEN, T.: Die Organisation der Ver-
waltungsgerichtsbarkeit in Finnland
und Schweden, DóV, julio 1973, pági-
nas 484-489.

Con una pequeña introducción histó-
rica se analiza la situación actual de la
jurisdicción administrativa en Suecia y
Finlandia. El autor adjunta un pequeño
apéndice bibliográfico sobre el tema.

WIENER, Celine: Belgique. Vextensión
des compétences du Conseil d'État bel-
ge, RDPSP, 3/73, pp. 711-737.

La existencia de tres comunidades en
Bélgica con órganos dotados de poder
legislativo hace suscitar conflictos con
la legislación parlamentaria federal.
Una ley de 1971 encomienda al Consejo
de Estado el conocimiento y fallo de
estos conflictos.

MEDIO AMBIENTE

CARCHLLER, Antonio: La Ley de protec-
ción del ambiente atmosférico y las
Corporaciones locales, REVL, 178/73,
pp. 235-257.

La Ley 38/1972 es objeto de análisis
y es particularmente interesante el es-

caso protagonismo que en este texto
se reserva a las Corporaciones locales
que origina que el autor discrepe de
otros que han entendido que por la di-
mensión del problema era de la princi-
pal incumbencia de la Administración
central.

DWIVEDI, O. P.: Environmental Admi-
nistration in Canadá, RICA, 4/73, pá-
ginas 149-157.

Exposición de la institucionalización
y reparto de competencias materiales
y funcionales para la defensa del me-
dio ambiente en el Gobierno federal de
Canadá, principalmente llevada a cabo
mediante la creación muy reciente del
Departamento del Medio Ambiente.

FRANZ-JORG SEMLER: Die staatliche Fór-
derung um.weltfreundliche.r Techniken
und die Entschádigungspflicht bei no-
heitlichen Eingriffen in den Gewerbe-
betrieb, DÓV, marzo 1973, pp. 125-128.

Problemática jurídica suscitada por
los nuevos medios de fomento en ma-
teria de protección del medio ambiente.
El tema es importante, aunque sus con-
clusiones discutibles.

HELMUT KARENHNKE: Zur Wahrnehmung
breiter Aufgaben des Umweltschutzes
duren den Bund, DÓV, febrero 1973,
pp. 83-86.

Aspectos organitatorios de la protec-
ción del medio ambiente tal como han
sido planteados en la RFA y cuáles de-
ben ser las correcciones a introducir
en el esquema puesto en funciona-
miento.
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ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

HOURTICO, Jean: La Délégation á Vamé-
nagement du territoire, RA, 154/73,
pp. 427-433.

Exposición de la institucionalización
de la coordinación regional del desarro-
llo y de los logros obtenidos en la ni-
velación de población y oferta de pues-
tos de trabajo.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

bles: el grado de formalización y des-
centralización. La variable formaliza-
ción nos hablaría de la medida de la
complejidad de la estructura, compleji-
dad que viene determinada por el ta-
maño, tecnología, situación y entorno.
La descentralización es función del ta-
maño, por el contrario la formalización
no lo es. Concluye el profesor CHILD,
resaltando la insuficiencia del conoci-
miento de estas variables para prede-
cir la estructura organizativa, pues en
las organizaciones por él estudiadas su
complejidad no puede ser enteramente
comprendida o predicha sin una refe-
rencia a las economías de escala.

ARGYRIS, Chris: Personality and Orga-
nization Theory Revisited, ASQ, 2/73,
pp. 141-167.

Repasa la literatura concerniente al
campo teorético de la personalidad y
organización desde 1963 hasta la actua-
lidad. Constata el autor el grado de vi-
gencia de las distintas partes de la teo-
ría al compararlas con la práctica real.
El profesor ARGYRIS sugiere que la teo-
ría organizativa requiere un modelo de
hombre, pues sin él la teoría podría
quedar constreñida al estudio del statu
quo.

CHILD, John: Predicting and Under-
standing Organization Structure,
ASQ, 2/73, pp. 168-185.

CHILD, John: Strategies of Control and
Organizational Behavior, ASQ, 1/73,
pp. 1-17.

Explora las relaciones entre las va-
riables organizacionales de comporta-
miento, y el papel en el trabajo de 787
gerentes británicos. Se basa el autor
en el modelo de INKSON, HICKSON y PUGH
como entramado del análisis. Estudia
la función del control en la organiza-
ción, resaltando la vinculación del con-
flicto a la estructuración de la activi-
dad. Finalmente, concluye que la cen-
tralización implica un nivel más alto
de conformismo en el comportamiento
organizativo.

Utiliza material sobre organización
empresarial, proporcionado por los sin-
dicatos británicos, firmas de ingeniería
y un muestreo de la Universidad de
Aston. Los estudios empíricos y rela-
ciones estadísticas reflejan una inter-
acción del tamaño de la organización
y su estructura. Si bien las dimensio-
nes de la organización es dato necesa-
rio para predecir la estructura .organi-
zativa debemos considerar otras varia-

RIVERO YSERN, E.: Potestad organizato-

ria y actividad organizativa, DA, 153/
73, pp. 7-39.

Examina, en primer lugar, la potes-
tad organizatorio y sus aspectos funda-
mentales, como son orígenes históricos,
los criterios que la informan y sus ma-
nifestaciones. Seguidamente se ocupa
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de la actividad organizativa en las tres
administraciones.

ROWBOTTOM, R. W.: Organizing Social
Services: Hierarchy or...?, P. A. Lon-
don, núm. 51/1973, pp. 291-305.

El principio de jerarquía y las alter-
nativas que se han propuesto por sicó-
logos, sociólogos y estudiosos de la or-
ganización, lleva al autor a exponer su
particular interpretación. Estudia la or-
ganización de un hospital e intenta una
alternativa a la jerarquía en la estruc-
tura de los servicios sociales que presta
la Administración. Termina aceptando
la base jerárquica y buscando su forma
óptima.

ceso de elaboración de los planes. El
artículo se pronuncia y fundamenta
constitucionalmente la necesidad de
subrayar el papel de las Cámaras le-
gislativas.

RECURSOS ADMINISTRATIVOS

TOUBES, M.: Los recursos ante el Minis-
terio de Agricultura contra actos de.
sus organismos autónomos: El proble-
ma de las alzadas impropias, DA, 153,
pp. 95-135.

Una introducción de los recursos de
alzada respecto de actos de la Admi-
nistración institucional es seguida del
examen, concreto de los recursos en
este Departamento respecto de sus or-
ganismos autónomos que son citados
en un anexo.

PLANIFICACIÓN

JALIFF, Isidoro: Algunas reflexionen
acerca del conjunto «Ptaruficación-
Presupuesto por Programas* en la re-
forma administrativa, RICA, 2/73, pá-
ginas 108-118.

Aciertos y errores cometidos en Amé-
rica en el empleo del Presupuesto por
programas, con especial consideración
de las circunstancias a tener en cuenta
para lograr un coeficiente de éxito
aceptable.

WILHELM A. KEWENIG: ZUT Revisión des
Grundgesetzes.- Planung im Span-
nungsverhaltnis von Regierung und
Parlament, DÓV, enero 1973, pp- 23-32.

Se recoge la problemática frecuente-
mente debatida de la intervención de
las Asambleas Parlamentarias en el pro-

REFORMA ADMINISTRATIVA

PAJOT, Lalet: La reforme administrative
en Turquie, RA, 154/73, pp. 434-439.

El sxamen de la reforma administra-
tiva introducida por la revolución de
1960 es ocasión de exponer el origen
y características de la administración
turca.

SERVICIOS PÚBLICOS

LÓPEZ PELLICER, J.: Servicio público mu-
nicipal y actividades particulares de
interés público, REVL, 178/73, pp. 259-
306.

Las técnicas administrativas aplica-
bles a la intervención municipal en las
actividades privadas de interés público
plantean una interesante problemática
que es analizada por el autor.
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URBANISMO cal y, a nivel federal, en la administra-
ción de las subvenciones y en la re-

GÜÉDON, Marie-José: Etats-Unis. L'in- dacción de proyectos de modificación
adaptation du fédéralisme aux pro- d e l sistema federal.
blémes de Vurbanisation, RDPSP, 3/
73, pp. 739-776. THOTHA, Th. VON: Grundzüge einer Neu-

ordnung des Bodensrecht, DoV, abril
La complejidad del sistema federal 1973, 253-258.

americano es la principal causa de esta Breve artículo en el que se contienen
falta de adaptación. Las acciones em- una serie de proposiciones de reforma
prendidas para subsanarla han consis- de la vigente Ley Federal de Construc-
tido en la cooperación interestatal y lo- ción.
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ABREVIATURAS

A = Amministrare.
ACFS = Anales de la Cátedra de Francisco Suárez-Granada.
AJCL = The American Journal of Comparaüve Law.
AóR = Archiv des óffentlischen Rechts.
AS = Analise Social.
ASQ = Administrative Science Quarterly. Cornell University, Ithaca, New

York.
B = Burocrazia.
BAyBZ = Bayerische Beamtenzeitung.
BCIJ = Boletín de la Comisión Internacional de Juristas.
BDMG = Boletín de Documentación. Ministerio de la Gobernación.
BIVL = Boletín Informativo de la Vida Local.

CA = Ciencias Administrativas. La Plata (Argentina).

DA = Documentación Administrativa.
DoV = Die óffentliche Verwaltung.
DVwB = Deutsches Verwaltungsblatt.
ECAJ = El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados (Madrid)
JLAO = Juristenzeitung.

JBT = Journal of Local Administration Overseas.
LCP = • Law and Contemporari Problems.
IFAEDAP = II foro amministrativo e delle acque publiche.
LG = Local Government.

MOCRE = Moneda y Crédito.
NRLDG = Nuova Rassegna di Legislazione. Dottrina e Giurisprudenza.
PA = Public Administration.

PA = Public Administration. Journal of the Royal Institute of Public
Administration. London.

RA = La Revue Administrative.
RADB = Revue de l'Administration de la Belgique (Bruselas).
RADPURA = Revista de Administración Pública (República Argentina).

RARI = Rivista Amministrativa della República Italiana.
RCAPR = Revista del Colegio de Abogados de Puerto Rico.
RCIJ = Revista de la Comisión Internacional de Juristas.
RDAB = Rivista de Direito Administrativo (Brasil).
RDAg = Revista de Derecho Agrario.
RDC = Revue Droit Contemporaine (Bruselas).
RDJ l = Revista de Derecho Judicial.
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RDJA = Revista de Derecho, Jurisprudencia y Administración (Montevideo).
RDN = Revista de Derecho 'Notarial.
RDP = Revista de Derecho Puertorriqueño (San Juan de Puerto Rico).
RDPSP = Revue de Droit Public et de la Science Politque.
RDU = Revista de Derecho Urbanístico (Madrid).
REAS = Revista de Estudios Agrosociales.
REVL = Revista de Estudios de la Vida Local.
RFC = Revista del Foro Canario.
RFDZ = Revista de de la Facultad de Derecho (Zulia).
RGE = Rivista Jurídica dell'Edilizia.
RICA = Revista Internacional de Ciencias Administrativas.
RIDP = Revista Internacional de Derecho Procesal.
RIBDP = Revista Iberoamericana de Derecho Procesal (Madrid).
RIULA = Review of the International Union of Local Authorities.
RJC = Revista Jurídica de Cataluña.
RJP = Revista Jurídica del Perú (Lima).
RJUPR = Revista Jurídica de la Universidad de Puerto Rico.
RMAL = Revista Moderna de Administración Local (Barcelona).
RONRAP = Revista de la Oficina de Racionalización y Capacitación de la Ad-

ministración Pública (Lima).
ROP = Revista de Obras Públicas (Madrid).
RTDP = Rivista Trimestrale di Diritto Pubblico.
RTSA = Rivista Trimestrale di Scienza della Amministrazione.
STOPA = La Scienza e la técnica della Organizzazione nella Pubblica Am-

ministrazione.
VwA = Verwaltungsarchiv.
VwP = Verwaltungspraxis.
WLR — Washington Law Review.
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ULTIMAS NOVEDADES PUBLICADAS
POR EL INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICOS
UNIVERSIDAD Y POLÍTICA. TRADICIÓN Y SECULA-

RIZACIÓN EN EL SIGLO XIX

Por Andrés OLLERO TASSARA. Un volumen en rústica de 15X23 cm.
240 pp., edic. 1972, 250 ptas. Colección «Historia Política».

Son muy numerosos y cada vez más abundantes los estudios que
se realizan sobre nuestro siglo xix. Motivo de reflexión importante,
porque esa época descubre no sólo figuras del pasado que no han sido
apreciadas adecuadamente, sino que permite reconsiderar juicios de
valor que menospreciaron, sin la debida causa, dicha época.

Sobre dos preocupaciones que el autor resalta para el español de
hoy, esto es. el futuro de nuestra convivencia política y la función de
la Universidad, se ofrece aquí un estudio histórico dentro de la gran
policromía y complejidad ideológica que caracteriza al siglo xix. El
tema de la tradición y la secularización es analizado con gran acopio
de antecedentes y permite una investigación objetiva para puntualizar
polémicas doctrinales, educativas y políticas en las que la investiga-
ción no había penetrado aún bastante.

Se trata de un ensayo histórico que se hace hoy imprescindible
como antecedente para el estudio de los grandes temas de hoy.

«MELCHOR DE MACANAZ». TESTAMENTO POLÍTICO.
PEDIMENTO FISCAL

Noticia biográfica por Joaquín MALDONADO MACANAZ. Edición
y notas por F. Maldonado de Guevara. Volumen en rústica de
15,5x23 cm. 256 pp., edic. 1972. 255 ptas. Colección «Historia Po-
lítica».

«La figura histórica de Macanaz, el que fue Fiscal General de la
Monarquía con los Borbones, queda ampliamente resaltada en esta
obra en la que se recoge las noticias que de este personaje político
dio de él uno de sus sucesores. La vida de este personaje tan vincula-
da a una de las épocas más importantes de la evolución histórica de
nuestra patria ofrece noticia de la azarosa vida y nota de dos de los
documentos escritos por el propio Macanaz, que suponen una aporta-
ción definitiva para el enjuiciamiento de nuestra historia patria, como
son los problemas del regalismo, del jansenismo, de la Inquisición, de
la lucha por la unidad política, de la nueva administración, etc., que
se producen en el tránsito que hay desde 1670 hasta 1739, cuando el
propio Macanaz llevaba ya veintiún años de expatriado, para consi-
derar estos hechos históricos vinculados al reinado y a la obra de
Felipe V, como muestras de interés para explicar las razones de este



libro. Es «n extremo de gran interés el llamado «Testamento Político»,
cuya versión se da ahora íntegra y cuya lectura merece atención,
admiración y respeto para el que fue su autor, que lo redactó ya
dentro de una prematura ancianidad y limitado a la mísera condición
de prisionero.

Esta versión está enriquecida con numerosas notas documentales
sobre Macanaz y sobre temas hispánicos, que realiza y comenta F. Mal-
donado de Guevara.

TRATADO ELEMENTAL DE DERECHO DEL TRABAJO

Por MIGUEL HERNAINZ MÁRQUEZ. 2 vol. en rústica de 16x24 cm.
11.a edición, 1972. Precio de los dos volúmenes 875 ptas. Colección
«Estudios de Trabajo y Previsión».

El éxito alcanzado vsn las ya numerosas ediciones de esta obra ha
permitido el lanzamiento de esta 11.a edición en dos volúmenes para
su más fácil manejo. Edición que actualiza el tema del Derecho la-
boral, no sólo desde la parte general o doctrinal, sino desde la nor-
mativa del derecho positivo vigente.

La clara exposición y ordenación de las distintas materias que toca
el autor hacen de ella no sólo una consulta obligada para el espe-
cialista de esta rama del Derecho, sino la facilidad de servir por su
total unidad a una función docente.

FORMACIÓN Y APLICACIÓN DEL DERECHO. ASPEC-
TOS ACTUALES

Por José María MARTIN OVIEDO. Un volumen en rústica de 15,5 x
X21 cm. 200 pp., edic. 1972, 200 ptas. Colección «Serie Jurídica».

En palabras del propio autor, su trabajo pretende ofrecer un pa-
norama de las aportaciones doctrinales actuales a los procesos de for-
mación y aplicación del Derecho, que en el fondo son los que consti-
tuyen la dinámica jurídica de la sociedad moderna.

Es cierto que el Derecho no debe ser una «técnica de control social»,
pero no es menos cierto también que la vida jurídica no puede quedar
reducida a un mero «juicio emocional». El Derecho debe cumplir hoy
una función realista, su adaptación constante para luchar por la Jus-
ticia, ése es el tema del libro.

Desde una consideración de la doctrina clásica sobre la Formación
del Derecho, como un fenómeno general hasta el legalismo de las teo-
rías actuales, el autor analiza los problemas de la determinación de
la norma, la situación actual de la teoría y de la técnica de la inter-
pretación jurídica, la integración de la norma en el Derecho positivo
y el problema de las lagunas jurídicas, temas todos que resaltan la
consideración fundamental que merece hoy el estudio de este proceso
para una correcta aplicación de la Justicia.
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ESTUDIOS:

Luis SÁNCHEZ AGESTA: Continuidad y contradicción en la Ilustración española
(Las Cortes de León de Arroyal).

Roberto LABA VELADO.- Las culturas históricas en el proceso evolutivo humano.
Jorge USCATESCU: Teoría de la Información.
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ESTUDIOS:

El conflicto del Oriente Medio y sus repercusiones ecuménicas, por Camilo
BARCIA TRELLES.

Nuevas consideraciones sobre una guerra inacabada, por Juan DE ZAVALA.
Interés nacional y política internacional, por Leandro RUBIO GARCÍA.
Los micro-Estados y su ingreso en las Naciones Unidas, por Juan AZNAR
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La política exterior de la República Federal de Alemania, por Stefan GLEJDURA.

NOTAS:

La otra actualidad "Oriental" en torno al mar Rojo, por Rodolfo GIL BENUMEYA.
El ECOCEN, organismo de cooperación económica asiática, por Luis MARINAS.
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SUMARIO DEL NUMERO 34

(Extraordinario dedicado al III Curso de Problemas Juridico-Sociales
del Urbanismo celebrado en La Corana)

Licencias, urbanísticas, por Juan José DE LA VALLINA VELARDE, catedrático de
Derecho administrativo.

La distribución justa de beneficios y cargas derivados de la ordenación urba-
nística, por Manuel DELGADO IRIBAHHEN, letrado del Consejo de Estado.

Urbanismo y turismo en el Derecho español, por José Luis GONZÁLEZ-BEREN-
GUER URRUTIA, profesor de la Universidad de Navarra.

Explicación de un caso práctico, por Antonio CARCELLER FERNÁNDEZ, profesor
de la Universidad de Barcelona.

Problemas y ficciones derivados de la aplicación del Plan de Ordenación Ur-
bana, por Antonio RODRÍGUEZ MAS, secretario de la Diputación de La Coruña.

Los juristas ante el reto del urbanismo, por Antonio VIANA CONDE, abogado.
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ARTICOLI:

Nicoló TROCKER: / rapporti ira cittadini e Stato nella Costituzione di Bonn:
significato storico e político.

Marcello CAPURSO: / giudici e il ruólo della Costituzione nell'interpretazione
giudiziaria delle norme giuridiche.

Francesco Paolo PUGLIESE, Marco ALLEGRA, Gianfranco MANZO, Salvatore Al-
berto ROMANO: Introduzione alie procedure contrattuali pubbliche in Italia,
in Francia e negli Stati Uniti d'America.

José ORTIZ DÍAZ: Entes territoriales y procedimientos de programación.

Sebastián MARTÍN-RETORTILLO BAQUEB: El tema de la descentralización y sus
relaciones con la planificación económica.

Aldo TIGANO: II libero consorzio ira regione e comune.

Leandro LUQUE SEVILLA: Intervención del Estado en el planeamiento urbanís-
tico local a la vista de la ley del suelo y sus reglamentos.

Manuel PALLARES MORENO: La planificación de las entidades locales en el or-
denamiento jurídico local vigente y en el proyecto de ley de bases de ré-
gimen local.

Eduardo ROCA ROCA: Provincia y planificación en el derecho español.
Francisco SOSA WAGNER: Nuevas perspectivas en la ordenación regional fran-

cesa.

Fabio Alberto ROVERSI MONACO: Brevi note su nuovi livelli e strumenti di am-
ministrazione lócale.

Francesco TRIMARCHI: 11 comprensorio tra programmazione e riasetto dei po-
teri locali.

NOTE:

Anna DE VITA: II nouvo condice di procedura civile tráncese: prima tappa
della riforma.



EL INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICOS
acaba de publicar:

SOCIALIZACIÓN,
ADMINISTRACIÓN, DESARROLLO

por Luis LECAZ Y LACAMBRA

Colección de Biblioteca de Cuestiones Actuales. Volumen en rústica
de 17 x 25, 152 págs. Precio: 175 ptas. Instituto de Estudios Polí-
ticos, 1971.

Sobre Ircs conceptos básicos, el autor recoge en este volumen tres estudios, que,
aunque escritos en forma independiente, expresan diversos problemas de una misma
preocupación.

Los tres trabajos, motivados por distintas actividades académicas e^-intelectuales del
profesor Legaz y Lacambra, aparecen aquí unidos y actualizados 0C alterar la estruc-
tura fundamental que les dio origen.

La socialización es un hecho observable y una estructura subyacente. Tras las dis-
tintas ideas socializadoras hay muchos y muy varios problemas que afectan a la adap-
tación del hombre a su medio social, a la red de organizaciones y asociaciones en la
vida humana y a todo un sistema de organización social con los correspondientes medios
de producción.

El concepto administración evoca el poder cada vez más absorbente del Estado. No
es posible pasar sin la Administración, hoy gobierno de técnicos, saber práctico como
fundamento de la tecnocracia moderna.

La idea del desarrollo supone un proceso analítico de lo que es la sociedad, especial-
mente observada en su crecimiento económico. El desarrollo pretende alcanzar un tipo
de hombre satisfecho, integrado en un grupo, quizá socializado.

Es evidente que estos tres estudios tienen una temática unitaria: su planteamiento
filosófico-jurídico. El autor no duda en aceptar las consecuencias de un planteamiento
¡usnaturalista para explicar estos tres conceptos y mantenerse fiel a una trayectoria
que viene marcando desde hace muchos años su vida universitaria como catedrático de
Filosofía del Derecho.

Es libro actual sobre temas que interesan a todos, porque son en el fondo problemas
de la sociedad contemporánea.


